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EDITORIAL
POLÍTICAS SOCIALES Y DEMOCRATIZACIÓN
DEL CONOCIMIENTO

	 Las nociones de transferencia, vinculación, socialización y/o movilización de conocimiento se presentan 
con múltiples significados, que a su vez comprenden muy diferentes actuaciones y procesos de colaboración, 
tales como: generar información útil, co-construir problemas (y eventualmente resolverlos), conveniar 
consultorías y capacitaciones. En todos los casos la constante es la vinculación entre los investigadores y los 
agentes extra-universitarios con objetivos e intereses en común.

	 La relación entre la universidad y los decisores políticos y agentes extraacadémicos, aunque cada 
vez más valorada en los discursos, sigue siendo un tema marginal y difícil de medir según los estándares 
tradicionales de evaluación científica. Esto desalienta la investigación en este campo, en el que la complejidad 
de la gestión y sus urgencias no suelen coincidir con los tiempos de los procesos de investigación y la 
contrastación de sus resultados. En el marco de las políticas académicas las convocatorias que específicamente 
apoyan las iniciativas de vinculación son pocas y por lo general no contemplan financieramente el trabajo de 
articulación que significa el diálogo en tiempo real con decisores políticos, técnicos y actores de la política 
pública (sindicatos, organizaciones sociales, ONGs, etc). En un contexto de excepcionalidad y con el propósito 
de fortalecer la relación entre la Universidad de Buenos Aires y la sociedad en general, en el año 2009, bajo la 
gestión de Hugo R. M. Sirkin y Silvia T. Guemureman, desde la Secretaría de Investigación de la UBA se creó 
el Programa Interdisciplinario (PIUBA). El objetivo fue propiciar la participación activa de los investigadores de 
la UBA en la cuestión social en diálogo con los decisores de la política pública y el campo popular en temas 
de energía, transporte, cambio climático y marginaciones sociales. En torno de este último tópico es que se 
desplegó el Programa Interdisciplinario de Marginaciones Sociales (PIUBAMAS), programa que marcó un hito 
en materia de investigación y desarrollo y que reunió desde su inicio a investigadores destacados en cada una 
de las disciplinas que atraviesan los temas de pobreza y vulnerabilidad social.

	 El presente ejemplar de CU contó con apoyo del proyecto PIUBAS “Crónicas sobre incertidumbres en 
la Ciudad de Buenos Aires en un escenario pre y post pandémico. Acompañamiento, difusión y divulgación 
sobre vulneraciones de derechos con perspectiva de género”.1 

	 Este dossier de CU se enfoca en la socialización del conocimiento, con temas de interés para el campo de 
la investigación y el desarrollo (I+D) tanto en el orden conceptual como metodológico, desarrollado por autores 
reconocidos por sus aportes concretos en sus campos de investigación y trabajos. Entendemos que la arena de 
la política pública presenta emergentes que interpelan la labor científica y viceversa, resultando el ejercicio de 
acciones concretas la clave para institucionalizar un modo de abordar la complejidad de la cuestión social por 
fuera de las reglas que impone la mercantilización del conocimiento aplicado a la transformación social.

Adriana Clemente y Sandra Inés Sánchez
Co-Directoras del presente número
Diciembre 2023 - Cuestión Urbana
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1. Proyecto de Divulgación de los Programas Interdisciplinarios (PIUBAS), Sandra Inés Sánchez y Luis Andrés del Valle (coordinadores). PIUBAS_2022_04_07 
EX -2021-04617702-UBA-DME#REC; RESCS-2021-1002-E-UBA-REC.
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María Elina  
ESTÉBANEZ*

*. Licenciada en Sociología y Magíster en Política y Gestión de la Ciencia y la Tecnología por la Universidad de Buenos Aires 
(UBA). Es investigadora y profesora asociada en la Facultad de Ciencias Sociales de la UBA, donde está a cargo de la Cátedra 
de Sociología de la Ciencia. Además, es Presidenta del Centro Redes, una asociación civil dedicada al análisis de la ciencia, la 
tecnología y la innovación, así como a la evaluación de las políticas científicas y tecnológicas, asociada al CONICET. También 
se desempeña como consultora en el Observatorio CTS de la Organización de Estados Iberoamericanos.

Se permite y alienta la copia y utilización de todos 
los contenidos de este sitio web bajo los términos 
de una licencia Creative Commons BY-NC-SA 3.0

“LAS CIENCIAS SOCIALES BRINDAN MUCHAS 
HERRAMIENTAS TEÓRICAS Y METODOLÓGICAS 
PARA CONOCER EN PROFUNDIDAD A LOS 
ACTORES QUE FORMAN PARTE DE LOS PROCESOS 
DE MOVILIZACIÓN DEL CONOCIMIENTO, SUS 
LÓGICAS DE INTERVENCIÓN, SUS PRÁCTICAS, SUS 
MODOS DE ORGANIZACIÓN”

Año 7 Nro. 14 - Dic. 2023

Entrevista realizada por Bárbara García Godoy* 

*.   Lic. en Trabajo Social y doctoranda de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires (UBA). Profesora de grado en las carreras de 
Trabajo Social de UBA y Universidad Nacional Arturo Jauretche (UNAJ), y de posgrado en la UBA, la Universidad Nacional de Entre Ríos (UNER) y la Universidad 
Nacional de La Plata (UNLP). Investigadora categorizada en temas de salud pública, políticas sanitarias, procesos de movilización del conocimiento e 
intervención social. Ex directora de Investigación en Salud del Ministerio de Salud de la Nación.
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Bárbara García Godoy (BGG): Para comenzar me 
gustaría poder conocer, a partir de tu expertise 
proveniente de los estudios e investigaciones que 
has venido desarrollando desde hace al menos dos 
décadas, tu mirada acerca de la vinculación entre 
los estudios sociales de la ciencia y el campo de las 
políticas sociales. Si bien no es un tema novedoso, 
me parece que merecen seguir siendo trabajado y 
repensado, tal vez por lo complejo de ese vínculo y 
sobre todo por los desafíos inconclusos.

María Elina Estébanez (MEE): Podría darte una 
respuesta general y teórica a esa pregunta, pero 
dada tu apelación a mi experiencia en estas úl-
timas décadas voy a responderte en función de 
cómo fui pensando y trabajando esta vinculación. 
Me acerqué al campo de estudios sociales de la 
ciencia como área de especialización de mi forma-
ción sociológica inicial. Trabajando en el área de 
gestión del CONICET y en un programa de perio-
dismo científico me pareció interesante aprove-
char esta experiencia práctica en las actividades 
científicas y darle un abordaje más claramente 
sociológico. Poco tiempo después me focalicé en 
la interacción de la ciencia con los problemas de 
la sociedad, es decir la orientación de nuevos co-
nocimientos y tecnologías hacia temas de interés 
social y en particular su aplicación para atender 
demandas de sectores más excluidos o vulnera-
bles. Podríamos referirnos en esta dirección a los 
problemas del desarrollo social y humano, de la 
sustentabilidad ambiental, de la salud, en fin, a 
los problemas de interés público. Aquí creo que 
encontramos muy directamente el vínculo entre 
los estudios de la ciencia con las temáticas que 
abordan las políticas sociales ¿La ciencia da res-
puestas efectivas a tales problemas? Más aún... 
¿La ciencia puede responder a estos problemas de 
manera directa e intencional? ¿La investigación se 
orienta a intereses científico-académicos globales 
o problemas concretos de nuestras propias socie-
dades, locales, nacionales? ¿De qué manera estos 
problemas se incorporan a las agendas de la in-
vestigación en las instituciones del conocimiento? 
Finalmente, ¿De qué manera el interés público teje 
una articulación entre políticas del conocimiento y 
políticas sociales? 

Una categoría que trabajé inicialmente fue la de 
impacto social de la ciencia y la tecnología y sus 
asociaciones con los procesos de circulación e in-

termediación entre la producción de conocimien-
to y sus aplicaciones y usos en la vida social. 
El impacto alude a los cambios que produce el 
conocimiento cuando circula y se aplica; podría 
ser un cambio positivo si atiende problemas y los 
resuelve o modera, podrían ser impactos negati-
vos si los intensifica o genera nuevos problemas. 
Estos procesos no son mecánicos, sino más bien 
complejos dada la multicausalidad de los fenó-
menos sociales y en particular de los problemas 
sociales. Pensar el impacto social de la ciencia 
conlleva un desafío conceptual y también meto-
dológico, en términos de cómo estudiarlo. Pero su 
dificultad no debería ocultar la pertinencia de pen-
sar un modo fuerte de vinculación entre ciencia y 
sociedad, una evaluación crítica del conocimiento 
y las tecnologías que se producen y circulan, de 
su uso y su utilidad social, de los efectos que se 
generan en el tejido social y económico. Sobre 
todo pensado en términos de nuestras sociedades 
y nuestros problemas. La sociología del conoci-
miento científico constructivista discutió mucho 
la pertinencia de propuestas analíticas basadas 
en la idea de impacto basándose en la idea que 
el impacto sugiere linealidad del cambio. Pero el 
análisis del impacto es muy frecuente y valorado 
en el campo de las políticas públicas.

BGG: Resulta muy interesante el recorrido que 
planteás, y de algún modo empezás a anticipar 
con tu respuesta algo sobre lo que quisiera pro-
fundizar. Queda expresada con claridad la dimen-
sión social en torno a los procesos de producción 
de conocimientos, como parte del campo científi-
co. Sin embargo -a mi juicio- por fuera de ciertas 
ideas generales, estos debates no han logrado ser 
reconocidos aún con suficiente peso, lo que mo-
tiva que quienes nos interesamos en estos temas 
sigamos propiciando estos debates, tal como vos 
lo vas haciendo. Ahora bien, mirando el y desde el 
campo académico, ¿cuáles considerás que son las 
principales contribuciones que realizan las ciencias 
sociales en torno al estudio sobre los procesos de 
producción de conocimientos científicos, su rele-
vancia, uso, utilidad e impacto social? Y derivado 
de ello, ¿cuáles son a tu juicio las principales pers-
pectivas, aportes, categorías y autores de referen-
cia que te parece ineludible mencionar? 

MEE: Esos procesos que mencionas forman parte 
de fenómenos sociales, de allí que las ciencias 
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y transmitidos por los circuitos formativos y los 
espacios especializados de trabajo técnico. Enton-
ces, esas tesis que explican cómo se constituye 
la acción humana a partir del conocimiento, dan 
muchas pistas acerca de la comprensión del modo 
en que la ciencia y la tecnología influyen en la vida 
cotidiana de las personas, y del modo en que las 
personas del a partir del acceso y apropiación de 
esos conocimientos inciden en la sociedad y sus 
cambios. La socialización escolar, la socialización 
familiar, los medios de comunicación, la formación 
universitaria, los espacios de producción y trabajo 
son canales centrales en la movilización de los co-
nocimientos científicos que si bien se producen en 
espacios especializados, circulan socialmente y se 
vinculan con saberes de múltiples orígenes. Así se 
constituye un diálogo de saberes que es muy valo-
rado actualmente para los procesos de innovación 
social y productiva. La clave reside en facilitar y po-
tenciar la apropiación social de esos saberes para 
la generación de cambios virtuosos en la sociedad. 

Hoy es difícil entender los impactos de la ciencia y 
la tecnología sin pensar en el carácter centralmen-
te cognitivo de la acción humana y del peso de 
nuevos conocimientos y tecnologías en la consti-
tución de las estructuras productivas, culturales 
y gubernamentales. En su carácter de fenómenos 
situados por múltiples dimensiones de significa-
ción, valoración y de poder son campos de lucha 
y dominación. 

Resumiendo: en principio, las ciencias sociales 
brindan muchas herramientas teóricas y metodo-
lógicas para conocer en profundidad a los actores 
que forman parte de los procesos de movilización 
del conocimiento, sus lógicas de intervención, sus 
prácticas, sus modos de organización. Entre ellos, 
las teorías sobre las prácticas humanas, el estudio 
de los procesos de institucionalización, el análisis 
de redes de actores, y el análisis organizacional, 
el estudio de la interacción social, la teoría de 
los campos, la fenomenología social entre tantos 
otros. Por otro lado, han desarrollado tesis muy 
poderosas que presentan al conocimiento científi-
co y tecnológico como un fenómeno socialmente 
moldeado e incluso que exponen los procesos de 
co-construcción entre conocimientos y sociedad, 
como decía Jassanoff. Por ejemplo la etnometo-
dología de Garfinkel, el análisis del discurso; la 
teoría actor-red de Latour. 

sociales son disciplinas apropiadas para estudiar 
estos diversos modos en que se expresa la ciencia 
como una actividad social y al conocimiento como 
un producto de tal actividad. Nos referimos cen-
tralmente a las ciencias sociales empíricas, que 
abordan a la ciencia y el conocimiento científico 
empíricamente. Tradicionalmente la epistemolo-
gía, particularmente la clásica, era la disciplina 
dominante en el estudio de la ciencia, pero esta 
hegemonía se fue diluyendo a lo largo de los últi-
mos 100 años. La sociología ha sido una discipli-
na central en este pasaje, aunque otras como la 
antropología, la economía, incluso las epistemo-
logías disidentes como la planteada por Ravetz 
y Funtowicz - para entender otro modo de hacer 
ciencia con la participación de los públicos- fueron 
protagonistas en este tránsito. Estas perspectivas 
disciplinarias han iluminado de manera potente 
la compresión de los modos en que se conforma 
la ciencia moderna en tanto institución y en tan-
to comunidad de practicantes, como lo ha hecho 
sociológicamente Robert Merton, desde la historia 
Thomas Khun, y así inauguraron el programa aca-
démico de la sociología de la ciencia. Ha permiti-
do también, a través de sus diversas herramien-
tas teóricas, comprender a la ciencia como una 
actividad social emplazada en contextos espacio 
temporales específicos, en organizaciones muy di-
versas donde se llevan adelante prácticas de pro-
ducción, gestión, difusión, transferencia y uso de 
conocimientos. 

Cuando hablamos de instituciones de prácticas, 
de cambio social, de actores en referencia al co-
nocimiento científico no hay que olvidar que la 
teoría social tiene múltiples formas de pensar al 
lugar del conocimiento en la acción y en la vida de 
los sujetos y la vida de la sociedad. Como ya ha 
sido señalado por Weber, Schutz y Giddens entre 
tantos, el conocimiento es un elemento consti-
tutivo de la acción humana y del entramado es-
tructural de la sociedad. Referirse a la circulación 
social del conocimiento es pensar en términos del 
capital cultural de Bourdieu. La interacción social 
es mediada por los acervos de conocimientos 
que, por ser miembros de una sociedad, los in-
dividuos tienen, acopian, intercambian con otros 
individuos y se enriquecen en esta movilización. 
Esos acervos se conforman con los conocimientos 
que provienen de la vida social cotidiana y tam-
bién con los conocimientos científicos generados 
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BGG: Resulta muy claro el recorrido que hacés. 
Ahora bien, me interesa consultarte por otra di-
mensión, que es central. Es, de algún modo, “la” 
pregunta: ¿De qué modo considerás que es posible 
abordar el pasaje de este enfoque analítico a los 
procesos de intervención en lo social? ¿Cuáles son 
los principales desafíos aún pendientes?

MEE: Mucha investigación acumulada en estudios 
de caso ha mostrado la relevancia de la ciencia 
y sus productos en la atención de problemáticas 
sociales específicas. El éxito de los usos sociales 
del nuevo conocimiento en estas circunstancias 
está asociado al dinamismo de los vínculos en-
tre los actores participantes, a los procesos de 
co-producción de soluciones técnicas que reúnen 
a desarrolladores y usuarios, a la traducción de 
lenguajes y a la incorporación de valores e inte-
reses de los usuarios en el diseño de soluciones 
basadas en el conocimiento experto. Más aún, el 
reconocimiento de la diversidad de expertises, 
las científico-técnicas y también las sociales, está 
en la base misma del éxito de una experiencia 
de vinculación. El gran problema ha sido recu-
rrentemente cómo convertir estos éxitos locales 
en modelos de intervención de mayor escala que 
generen impactos estructurales. Podríamos decir 
que el diseño de políticas públicas afincadas en 
estas experiencias es un camino posible. En el 
campo de la salud pública se ha avanzado más en 
este sentido. 

BGG: Efectivamente, en el campo de las políticas 
de salud está muy presente esta relación. Sin em-
bargo, aún no logra traducirse como una práctica 
sistemática. Lógicamente, el contexto de la pan-
demia dio mayor visibilidad a la importancia de la 
relación investigación - toma de decisiones, pero 
queda aún mucho camino por recorrer.

MEE: Ejemplos de estos caminos se encuentran en 
los abordajes del uso de evidencias en el diseño 
de instrumentos de gobierno o en la labor parla-
mentaria. Otro camino es el fortalecimiento de la 
compresión pública de la ciencia y de los proce-
sos participativos en la orientación de la investi-
gación mediante el diseño de instancias efectivas 
de inclusión de las comunidades extendidas en 
los procesos decisorios y la apertura de la ciencia 
al universo de otros saberes o a un diálogo de 
saberes. 

Se habla ahora de la ciencia con y para la ciuda-
danía, de la ciencia abierta muy de la mano de 
los procesos de democratización. Nos referimos 
antes a Funtowicz quien propone para ciertas pro-
blemáticas complejas por su multicausalidad, sus 
fuertes incertidumbres cognitivas y altos niveles 
de riesgo que tienen las decisiones vinculadas a 
su gestión, como el cambio climático, los riesgos 
tecnológicos, las pandemias, podríamos incluir la 
pobreza también, que las decisiones en políticas 
científicas se tomen de una manera más partici-
pativa. Este autor, junto con otros también, ha 
propuesto abrir la caja negra de las políticas, en 
este caso científicas, a los procesos participati-
vos. Entonces, la democratización de la ciencia es 
importante en la construcción de las agendas, en 
la orientación de la investigación y en la movili-
zación de los resultados. Las políticas públicas en 
general pueden tener distintos modos de diseño, 
en la ciencia y en cualquier otro. Y en el caso de 
la ciencia, hay algunos autores que han llama-
do a una mayor democratización para incluir a la 
ciudadanía en ciertas decisiones ¿Qué tecnologías 
vamos a favorecer? ¿Qué ciencia vamos a promo-
ver? ¿Cómo nos enfrentamos a las situaciones de 
riesgo? son preguntas que habilitan a estos pro-
cesos. ¿Que implica co-construir conocimiento, es 
decir, participar en el proceso mismo de produc-
ción de conocimiento? ¿Qué quiere decir? Que ese 
conocimiento tendrá las visiones, los valores, los 
intereses de todos los participantes, no sólo de 
los científicos, ya que los científicos tienen sus 
propios intereses que no necesariamente coinci-
den con los demás. Esto es posible a veces y 
otras veces no se podrán conjugar intereses muy 
diversos. En tal caso el desafío es cómo generar 
trayectorias variadas de co-construcción, circula-
ción y uso que se definan en diálogo y no en 
confrontación. 

Las políticas científicas deben orientarse a dis-
tintos circuitos de producción y uso de conoci-
miento. Los circuitos generados por los modos de 
producción tradicional de la ciencia, por ejemplo, 
laboratorios, vínculos globales con los grupos de 
excelencia, y aquellos generados por los nuevos 
modos de investigación, entre ellos la investiga-
ción orientada y en algún caso co-construida. Al-
gunos circuitos aplicados tendrán lógicas cercanas 
a la producción y el mercado, y otros cercanas a 
comunidades y territorios alejados de las lógicas 
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mercantiles. Aquí se encuentra el gran desafío de 
trabajo articulado entre las políticas científicas y 
las políticas sociales.
 
Hay que aceptar que la ciencia no tiene la solu-
ción a todos los problemas sociales. Este es un 
punto de partida importante. Si pensamos que 
toda la ciencia tiene que dar respuestas, nos equi-
vocamos, porque los diversos modos de produc-
ción de conocimientos son diversos pero también 
son azarosos en términos de los resultados, ¿no?. 
O sea, soluciones impresionantes que han tenido 
un impacto fenomenal en la calidad de vida de 
las personas suceden en circuitos de trabajo de 
laboratorio que no se propusieron solucionar un 
problema social. A veces se cargan mucho las tin-
tas sobre el sistema científico y nosotros mismos, 
viniendo del sistema científico, pensamos que te-
nemos todo ese compromiso de dar respuestas 
a todos los problemas sociales. Podemos resol-
ver una buena parte de problemas que son solu-
cionables o son amortiguados con el aporte del 
conocimiento. Pero muchas veces las soluciones 

pasan centralmente por decisiones económicas, 
por modelos de gestión del Estado, por culturas 
políticas. 

Ese escalamiento del que hablamos antes no lo 
pueden hacer los científicos, ese escalamiento le 
corresponde a otras áreas del Estado. Si el Esta-
do está o no presente en este rol es otra cues-
tión. Aquí hay una deuda histórica en los modos 
que gestionamos nuestras capacidades y recursos 
como país en pos de una sociedad futura. No lo-
gramos consensuar un modelo que atienda eficaz-
mente los problemas sociales y que permita definir 
políticas de largo plazo. En el caso que nos ocupa, 
de articulación entre nuestras importantes capaci-
dades científicas con los objetivos del desarrollo, el 
rol del Estado es central. Ahí tenemos que pasar al 
tema del Estado, que es otro tema ¿no? 

BGG: Como decís, es otro tema y que merecerá se-
guramente que lo tratemos en otra ocasión. Mu-
chas gracias Marilina, por tu tiempo y tus reflexio-
nes generosas.
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Resumen

Para el análisis de los procesos de producción y uso de conocimiento, el bagaje analítico que ofrece una 
caracterización de productos resulta particularmente inadecuado: poca literatura problematiza o explora 
caracterizaciones de productos de la investigación que permitan reconocer, medir, categorizar y jerarquizar 
aquellos orientados al uso -en particular en ciencias sociales-. 

En este trabajo -partiendo de una primera indagación de base empírica- damos cuenta de algunos de los 
posibles productos de la investigación social haciendo foco en el proceso reflexivo desplegado por los 
propios investigadores para llevar adelante la producción de conocimiento intentando echar luz sobre esos 
procesos y sus características. El trabajo se ordena en tres secciones: en primer lugar, se problematizan 
la noción de resultados/productos de investigación, una segunda sección recupera los emergentes de la 
indagación empírica y finalmente la última sección presenta una caracterización de los productos de inves-
tigación para luego discutir los desafíos y líneas de investigación a futuro. 

Palabras Clave: Investigación social; productos; resultados de investigación.

Summary

For the analysis of knowledge production and use processes, the analytical background offered by a product 
characterization is particularly inadequate: little literature problematizes or explores characterizations of 
research products to recognize, measure, categorize and hierarchize those oriented to use in social sciences.
In particular, in this work -starting from an initial empirical inquiry- we give an account of some of the possible 
products of social research focusing on the reflexive process deployed by the researchers themselves to 
carry out the production of knowledge trying to shed light on these processes and their characteristics. The 
paper is organized into three sections: first, the notion of research results/products is discussed, a second 
section examines the findings of empirical research, and finally, the last section presents a characterization 
of research products and then discusses the challenges and lines of research for the future.

Key words: Social research; products; research results. 
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Introducción

Esta publicación es el resultado de una investi-
gación colaborativa que se realizó en el marco 
del Programa Interdisciplinario de la Universidad 
de Buenos Aires sobre Marginaciones sociales 
[PIUBAMAS]2 en su línea de Proyecto de Fortale-
cimiento y Divulgación de los Programas Interdis-
ciplinarios de la Universidad de Buenos Aires. La 
hipótesis de este proyecto es que los equipos de 
investigación que participan de programas orien-
tados e interdisciplinarios como PIUBAMAS tienen 
experiencia acumulada en materia de conocimien-
to e innovación tecnológica por haber actuado en 
diálogo con demandas concretas producidas por 
actores políticos y sociales. Sin embargo, esas 
producciones y su diseminación suelen quedar cir-
cunscritas y limitadas a los actores intervinientes 
y con frecuencia sujetas a los ciclos de aplicación 
de las políticas y su inestable continuidad. En tal 
sentido, conocer y reflexionar sobre los procesos 
de socialización del conocimiento, sus resultados 
y formas de potenciación pasa a ser un objetivo 
de las políticas de ciencia y técnica, en un trabajo 
coordinado entre los investigadores y las estructu-
ras que gestionan las programaciones.

Este trabajo -entonces- procura presentar una pri-
mera reflexión respecto de los productos de la in-
vestigación de proyectos financiados en el marco 
de la ventanilla PIUBAMAS de la Universidad de 
Buenos Aires. 

El término “productos” se emplea en el trabajo 
como un paraguas que en rigor contiene al me-
nos dimensiones. Siguiendo a Sarewitz (2010) el 
proceso de producción de conocimiento reconoce 
outputs (producto) y outcomes (resultado). Los 
outputs se articularon dentro del paraguas de las 
comunicaciones científicas (en especial publica-
ciones) y los outcomes dentro de los resultados o 

efectos de investigación. Nuestro enfoque recupe-
ra este insumo, pero reconoce que entre producto 
y resultado existen una multiplicidad de instancias 
cuya riqueza se pierde al reducirlas en esas dos 
dimensiones. Por cierto, también reconocemos 
como output académico aquellas producciones 
que no suelen ser típicamente valoradas como 
académicas (como papers, libros y comunicacio-
nes en eventos científicos) y sobre estas nos de-
tendremos en lo que sigue. 

Para tal fin, se construyó una primera muestra in-
tencional de 5 proyectos de investigación (como 
se muestra en la siguiente sección). El trabajo de 
campo consistió en una serie de entrevistas en 
profundidad a directores e investigadores de los 
proyectos incluidos en la muestra junto con una 
indagación documental de los productos finales 
(o intermedios, según el grado de avance de cada 
proyecto). Estos productos -en su mayoría- se en-
cuentran disponibles en los distintos espacios o 
plataformas digitales de los grupos de investiga-
ción que además fueron provistos por los respon-
sables para el análisis. El objetivo de la indaga-
ción no se centra en problematizar la naturaleza 
epistémica o el contenido de esos productos, sino 
en presentar algunos emergentes que permitan 
caracterizarlos como resultados de investigación 
-según las dimensiones conceptuales que se des-
pliegan- e incluyendo y haciendo foco en el re-
lato de los investigadores respecto del proceso 
de producción de conocimiento, la construcción y 
circulación de esos productos. 

Sobre investigación social: 
productos, resultados, outputs y 
outcomes

En otros trabajos hemos problematizado los mo-
dos de producción de conocimiento (Alonso, 2021; 

2. La Secretaría de Ciencia y Técnica de la Universidad de Buenos Aires coordina diversas iniciativas que marcan un rumbo decidido en 
la promoción de la investigación interdisciplinaria con relevancia social. Entre ellas, la creación –desde el año 2007– de cinco programas 
interdisciplinarios especiales como alternativa adecuada para promover y organizar la actividad científica de la UBA en materia de 
vinculación entre la universidad y los decisores de política pública. Las temáticas priorizadas son: Programa Interdisciplinario de la UBA 
sobre Cambio Climático [PIUBACC], Marginaciones sociales [PIUBAMAS], Energías sustentables [PIUBAES], Desarrollo [PIUBAD] y Transporte 
[PIUBAT]. El caso del PIUBAMAS se enfoca principalmente en los ejes de hábitat, derechos humanos, economía social y pobreza urbana 
en general. El carácter interdisciplinario de este programa se materializa, al igual que los otros PIUBA, a través de la acción conjunta de 
investigadores que tienen inscripción en diferentes facultades de la Universidad de Buenos Aires [UBA], como Agronomía, Arquitectura 
y Diseño, Ciencias Económicas, Ciencias Sociales, Derecho, Filosofía y Letras, Ingeniería y Psicología. En tal sentido, frente a problemáticas 
específicas y complejas, se cuenta con la posibilidad de tener el aporte de expertos que accionan de modo articulado y cooperativo en 
torno a los distintos escenarios emergentes de la sociedad actual.
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Alonso et al, 2022) haciendo foco en las prácticas 
de los investigadores y las actividades más signi-
ficativas que hacen al quehacer investigativo. Una 
primera lectura posible puede hacerse partiendo 
del locus en que se desarrollan esas tareas: acti-
vidades de investigación «intra» muros (del labo-
ratorio, el instituto de investigación y de la pro-
pia universidad) y actividades «extra» muros que 
implican el trabajo en terreno, en vinculación con 
agentes extraacadémicos que forman parte y se 
incorporan e interactúan con investigadores en el 
primero, segundo o tercer tiempo de la moviliza-
ción del conocimiento. Esta separación no necesa-
riamente divide la práctica académica en compar-
timentos estancos, disociados entre sí, sino que 
permite poner el acento en aspectos emergentes 
que devienen en significativos a la hora de mirar 
outcomes y/o outputs de la práctica académica. 
De modo esquemático, podría sostenerse que el 
output por excelencia de esa actividad «intra» 
muro es la publicación académica (papers, libros, 
capítulos de libro, etc.) mientras que sobre los ou-
tputs que dan cuenta de la actividad «extra» mu-
ros tenemos menos certezas o, al menos, menor 
claridad sobre cuáles de los posibles resultados 
de esos procesos son reconocidos como legítimos 
y, por tanto, o por ello, la jerarquización de los 
resultados de investigación vinculados a esta di-
mensión deviene en problemática.

El enfoque presentado se concentra en recono-
cer la diversidad de resultados que pueden surgir 
de las actividades de investigación, sin limitarse 
a la aplicación práctica de los resultados de la 
investigación interpretados de manera restringida 
(predominantes en los procesos de transferencia 
de tecnología, cuyo caso emblemático son las pa-
tentes tecnológicas). Como dijimos más arriba, lla-
maremos productos de investigación a todas las 
formas que adquiere el resultado de una investi-
gación para luego avanzar en proponer algunas 
primeras caracterizaciones. 

Para el análisis de los procesos de producción 
y uso de conocimiento, el bagaje analítico que 
ofrece una tipología de productos resulta particu-
larmente inadecuado: poca relación existe entre 
las tipologías de productos para reconocer, medir, 
categorizar y jerarquizar los productos de investi-
gación orientada al uso en ciencias naturales y los 
de ciencias sociales.

La primera parte del problema, a la hora de ana-
lizar los productos de investigación en ciencias 
sociales es que las categorías de productos sue-
len ajustarse a los criterios establecidos desde los 
ámbitos de gestión. Cuando en política científica 
se diseñaron instrumentos para promover y eva-
luar los productos y resultados de investigación 
orientado siempre se tuvo en cuenta más a las po-
sibilidades de transferencia de las ciencias natura-
les o las ingenierías (ENRESSH, 2019). La segunda 
parte, estrechamente vinculada con lo anterior, es 
que desde los campos de ciencias sociales no se 
han construido o consolidado indicadores que per-
mitan medir los resultados de las investigaciones 
en el marco de dinámicas de investigación orienta-
das al uso. Siguiendo los aportes de Benneworth 
(2012, 2016) y de Jong y Muhonen (2020) no se 
han consolidado nuevas formas de reconocer y je-
rarquizar los resultados de investigación para las 
ciencias sociales. Siguiendo a los autores, producto 
de la introducción del marco del impacto social del 
conocimiento (REF, 2014) se dio una exposición de 
trabajos que revisita críticamente los mecanismos 
institucionalizados sobre los que se evalúa el im-
pacto social del conocimiento y en especial para 
las ciencias sociales (de Jong y Muhonen, 2020).

Del mismo modo, las actividades de investigación 
producen más (o suelen producir más) resulta-
dos que los resultados estrictamente publicables 
en los términos de los circuitos de comunicación 
científica. La comprensión de los resultados de 
un proyecto es más amplia: se deben considerar 
la aplicación de las habilidades y el conocimien-
to que los investigadores han desarrollado, como 
también la creación de redes de colaboración que 
involucren a investigadores y beneficiarios poten-
ciales (Molas-Gallart, 1999).

Toda política pública -en particular en ciencia y 
tecnología- es un ejercicio de delegación sobre la 
base de asimetrías de información. De este modo, 
es necesario desarrollar, desde los propios cam-
pos de conocimiento social, categorías y tipolo-
gías que permitan caracterizar los productos que 
surgen de la investigación social en el marco de 
los modos de producción de conocimiento orien-
tados al uso.

Para el caso de los investigadores en ciencias so-
ciales, recuperamos la caracterización elaborada 
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por Vaccarezza (2005, 20133) que despliega una 
posible caracterización de resultados de investi-
gación en 8 tipos:

1) Diagnóstico social: descripción de una si-
tuación local que implica la existencia de 
una problemática cuya resolución exige una 
intervención específica de algún agente ins-
titucional o constituye una información rele-
vante para la toma de decisiones del mismo 
agente o de otros que intervienen en la si-
tuación (por ejemplo, el ámbito judicial).

2) Programa de intervención: consiste en el 
diseño de objetivos, metas, acciones, téc-
nicas sociales, procedimientos, recursos, 
normas, dispositivos sociales destinados a 
la resolución o mejoramiento de situaciones 
consideradas caracterizadas como proble-
máticas en términos de los parámetros de 
calidad de vida, integración social, etcétera. 

3) Investigación evaluativa: refiere al proce-
so de conocimiento acerca de una acción de 
intervención social (o conjunto de acciones 
reunidos en programas institucionalizados) 
con el fin de identificar logros y alcances, 
y medir la diferencia entre objetivos de ac-
ción, recursos empleados y logros e impac-
tos de la intervención. 

4) Evaluación institucional: refiere a estu-
dios destinados a caracterizar el funciona-
miento de una determinada organización (o 
conjunto de organizaciones institucionaliza-
das) tanto en el cumplimiento de su misión 
institucional como en la estructura y diná-
mica de sus componentes. Incluye estudios 
históricos de instituciones requeridos por 
éstas o para éstas. 

5) Registro de información (base de datos): 
consiste en la actividad de recopilación sis-
temática de información sobre determinado 
campo de interés con fines de facilitar la 
gestión, planificación y formulación de polí-
ticas, empleando criterios de ordenamiento, 
clasificación y significación específicos. 

6) Investigación explicativa sobre procesos 
singulares demandados por agentes institu-
cionales de intervención: se refiere a análi-
sis causales acerca de procesos o hechos 
singulares acotados a los intereses de un 
demandante singular (individual o colec-
tivo), cuyo resultado no es caracterizado 
como conocimiento generalizable. 

7) Conocimiento normativo: refiere al resul-
tado de reflexión, análisis, interpretación y 
definición de normas referidas a una pro-
blemática o campo social específico desti-
nado a resolver una situación problemática 
singular. 

8) Metodologías y técnicas de relevamiento 
de información y análisis formuladas y dise-
ñadas para facilitar el conocimiento de una 
situación singular y/o la gestión del proceso 
de intervención en la misma. Incluye el di-
seño de tests o cuestionarios, elaboración 
de modelos de interpretación, dispositivos 
informáticos (Vaccarezza, 2013).

Esta caracterización de resultados de investiga-
ción en ciencias sociales permite, en primer lugar, 
proveer soporte teórico para pensar en posibles 
clasificaciones de la investigación social según 
sus productos. En segundo lugar, habilita a discu-
tir en profundidad sobre la capacidad de producir 
información socialmente relevante -de parte de 
las ciencias sociales- y de intervenir en la realidad 
social que la contiene.

Los productos de la investigación 
social en la voz de los 
investigadores

La tabla 1 muestra la base empírica de proyectos y 
una selección de productos relevados para cada pro-
yecto, en palabras de los propios investigadores y 
propone una categorización adicional a la vinculada 
según la naturaleza del producto final y las carac-
terísticas de uso que reconocen los investigadores.

La descripción de los productos declarados por 
los investigadores se hizo en base al acceso a la 

3. Vaccarezza (2013) “Contribuciones analíticas para la caracterización de los Proyectos de Desarrollo Tecnológico y Social (PDTS) en las 
diversas disciplinas científicas y tecnológicas” (MINCTIP, junio 2013)
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Tabla 1. Productos de Investigación en tipologías de producto (Vaccarezza, 2013) y uso (Nutley, 2005)

documentación de informes de avance e informes 
finales brindados por los propios investigadores. 
La descripción incluye una recategorización so-
bre el producto declarado por los investigado-
res en pos de garantizar la anonimidad. Junto 
con este eje descriptivo, se incorporan dos ejes 
analíticos que le clasifican los productos según 
la tipología de producto previamente presentada 
de Vaccarezza (2013) y sobre los fines de uso de 
esos productos/resultados, recuperando las con-
ceptualizaciones de Nutley (2005) en clave bi-
naria: uso instrumental y uso conceptual de los 
resultados de investigación. Siguiendo a Nutley 
(2005), diferenciamos entre “uso instrumental” 

de los resultados de la investigación (principal-
mente como técnicas de resolución de proble-
mas) y “uso conceptual” (que se extiende desde 
la confirmación y justificación de políticas hasta 
evaluaciones de impacto de políticas, por ejem-
plo). Nutley considera que se produce un uso 
conceptual cuando hay un cambio en el cono-
cimiento, la comprensión o las actitudes de los 
tomadores de decisiones atribuible a la iniciativa 
de investigación en estudio y uso instrumental 
para la aplicación de herramientas y técnicas de-
sarrolladas a través de la iniciativa de investiga-
ción para la solución de problemas que enfrentan 
los usuarios no académicos.

# Período Unidad 
Académica 

Título del 
Proyecto 

Producto / 
Resultado Final 

Tipología del 
Producto Tipos de Uso  

1 2019-2020 FCEN Big data y 
marginaciones 
sociales 

Publicación sobre 
discursos de odio 
en redes sociales 
/ Base de datos 
de publicaciones 
extraídas de 
redes sociales 

Diagnóstico social 
/ Conocimiento 
normativo 

Conceptual  

2 2019-2020 FSOC Sistema de 
indicadores de 
progreso 
multidimensional 
de las 
marginaciones 
sociales. 

Boletín del 
Sistema de 
Indicadores sobre 
Marginaciones 
Sociales 
(SIMASoc) 

Diagnóstico social 
/ Conocimiento 
normativo / 
Registro de 
Información / 
Metodologías y 
técnicas de 
relevamiento de 
información y 
análisis  

Conceptual / 
Instrumental 

3 2019-2020 FADU Centralidad, 
acción pública y 
organizaciones 
sociales: 
Producción 
autogestionaria 
de hábitat en la 
Ciudad 
Autónoma de 
Buenos Aires 

Talleres, Informes 
y Webinars sobre 
hábitat y acceso 
al suelo 

Registro de 
información / 
Programa de 
intervención / 
Diagnóstico Social 

Conceptual / 
Instrumental 

4 2019-2020 FCEN Proyecto 
Interdisciplinario 
de 
fortalecimiento 
de los 
postgrados de la 
UBA ampliando 
la formación en 
aspectos 
múltiples con 
perspectiva de 
género. 

Informe sobre 
Formación en 
habilidades 
blandas y/o 
transferibles en el 
Doctorado. 
Desarrollo de 
cursos de 
formación en 
habilidades 
blandas. 

Registro de 
información / 
Evaluación 
Institucional 

Conceptual / 
Instrumental 

5 2016 FPSI Estrategias 
interdisciplinaria
s y participativas 
de comunicación 
y divulgación de 
las 
problemáticas 
que involucran 
marginaciones 
sociales 

Libro e Informes 
sobre Políticas 
habitacionales en 
las políticas 
urbanas de la 
Ciudad de 
Buenos Aires 

 

Diagnóstico social 
/ Conocimiento 
normativo / 
Registro de 
Información / 
Metodologías y 
técnicas de 
relevamiento de 
información y 
análisis 

Conceptual / 
Instrumental 
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De las categorías analíticas de la Tabla 1 se iden-
tifican tres emergentes significativos: en primer 
término, una preponderancia del uso instrumen-
tal por sobre el uso conceptual. Si bien esa dis-
tinción es sociológicamente problemática puesto 
que las categorías no son necesariamente exclu-
yentes (el uso conceptual del conocimiento po-
dría significarse como un estadio previo al uso 
instrumental, de modo de que el uso instrumen-
tal podría contenerlo) suponen dos dimensiones 
que van en línea con lo discutido a lo largo del 
en trabajo: existe una cercanía e integración (in-
teractiva) del usuario/adoptante en el modo de 
producción de conocimiento que promueve un 
tipo de uso situado del conocimiento producido. 
Y, ese uso, se explica en tanto es producto de las 
dinámicas de la interacción, los roles y funcio-
nes que desempeñan los agentes en el marco de 
procesos interpretativos de atribución de sentido 
sobre la utilidad social en el modo de produc-
ción de conocimiento en el que desempeñan su 
práctica. 

En segundo lugar, respecto del uso conceptual, 
corresponde incluir un matiz que parte de la pro-
pia voz de los investigadores. Los proyectos rele-
vados y sus resultados destacan como valioso y 
apuntan a la circulación (o socialización) de sus 
hallazgos para audiencias académicas y no acadé-
micas. La cuestión de la divulgación de los resul-
tados de investigación emerge como una preocu-
pación central de la producción.

“No se agota en la generación de conoci-
miento y en entregar un informe o una base 
sino en poder tener el efecto multiplicador y 
difundir desde nuestros propios espacios” 
(Entrevistada para el relevamiento)

“El objeto de transferencia es el conjunto de 
saberes propios de la disciplina con el fin de 
ponerlos al servicio de las necesidades sen-
tidas por cada colectivo en estudio (desna-
turalización/problematización/movilización 
de la conciencia/reflexión). Ningún trabajo 
se comenzó desde las necesidades del equi-
po de investigación, pues no se trata solo de 
escribir artículos o hacer ponencias, sino de 
estar al servicio de quienes lo soliciten, es-
pecialmente si son grupos desfavorecidos” 
(Entrevistada para el relevamiento)

“Nuestros productos son los que hacemos 
en el campo -en el territorio- y luego nos obli-
gamos a escribir papers o libros para poder 
contar y poner a disposición de otros lo que 
hicimos” (Entrevistada para el relevamiento)

“Todo va también para otros académicos o 
profesionales que también quieran hacer lo 
mismo” (Entrevistada para el relevamiento)

“Yo lo entiendo a veces como una “divul-
gación al revés” que es como presentarle 
-o compartirle- a colegas de la academia al-
gunos temas o problemas de investigación 
que están más invisibilizados” (Entrevistada 
para el relevamiento)

“El resultado que nosotros pensamos tam-
bién es también (…) hacer disponible la base 
de datos que construimos en el proyecto 
para que también otros puedan usar esa 
base y seguir investigando” (Entrevistada 
para el relevamiento)

El tercer emergente, responde al tipo de producto, 
en el que aparecen el registro de información, el 
diagnóstico y los programas de intervención como 
más significativos. En este marco, la tipología reto-
mada de Vaccarezza (2013) no supone que un pro-
ducto se enmarque en una sola categoría, sino más 
bien la capacidad de reconocer las distintas dimen-
siones analíticas que los productos de la investiga-
ción social pueden tener. Al respecto, del análisis de 
los proyectos y productos aparece con fuerza, como 
muestra la Tabla 1, los resultados vinculados al re-
gistro y sistematización de información. Esto -en el 
marco de nuestro Estado- evidencia un fuerte déficit 
en la sistematización de información para atender 
problemas sociales. Esto no es una característica 
exclusiva de los proyectos relevados en ciencias 
sociales y supone un desafío y a la vez una opor-
tunidad para el complejo de CyT. Existen capacida-
des instaladas en los equipos e investigadores para 
colaborar con la producción y sistematización de 
información necesaria -que en uso se convierta en 
evidencia- para la toma de decisiones en materia de 
política pública, en especial en contextos de recur-
sos escasos. Si la función de la investigación social 
es “ayudar al Estado a pensar” (Estébanez, 2007; 
Weiss, 1979) en la investigación relevada aparecen 
capacidades que pueden atender estas demandas. 
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Otro elemento que surge del relevamiento mues-
tra que los productos de una investigación que 
pueden reconocerse representan una multiplici-
dad de soportes en la que una posible caracte-
rización puede realizarse en función del usuario 
o destinatario de esa investigación. Si bien en 
todos los casos el resultado es conocimiento sis-
tematizados sobre alguna dimensión del tema/
problema de investigación, según el tipo de 
usuario, los investigadores elaboran distintos ti-
pos de productos:

“Generar observatorios sobre temáticas de 
marginaciones sociales y canales de divul-
gación de conocimientos que muchas veces 
son complejos para ser consumidos desde el 
lenguaje duramente científico y para las cua-
les hace falta permite generar otro tipo de 
estrategias de conocimientos” (Entrevistada 
para el relevamiento)

“Lo que nosotros pudimos verificar, fueron 
todos los inconvenientes que han tenido es-
tos conjuntos habitacionales. Y si hay logros 
que hemos tenido fue, por ejemplo, que se 
frenara un proceso de construcción de los 
conjuntos habitacionales que era erróneo” 
(Entrevistada para el relevamiento)

En este sentido, se vuelven evidentes también 
resultados que responden a la nomenclatura an-
tes presentada de técnicas, instrumentos o herra-
mientas analíticas en la que el interés ya no es 
solo comunicar sino intervenir sobre, por ejemplo, 
la medición de un fenómeno o su registro. Por 
cierto, se nota sobre esta dimensión, que aquellos 
resultados vinculados a la intervención/implemen-
tación (en los términos de investigación-acción) 
aparecen como legítimos (y socialmente valiosos) 
cuando son resultados de un proyecto de inves-
tigación:

“Construimos una medida de territorializa-
ción del déficit habitacional que fue un tra-
bajo que tuvo mucha difusión, porque es una 
medida muy práctica, que permite tomar de-
cisiones muy atinadas en términos de la defi-
nición de políticas de vivienda social respec-
to a dónde localizar la vivienda social, con 
qué criterios tomar esas decisiones y demás” 
(Entrevistada para el relevamiento)

“Trabajamos con el adoptante para que pue-
da acceder, a través del espacio digital a las 
demandas a las que los usuarios acceden 
normalmente o por trabajo en el territorio, 
o por denuncias o personales o telefónicas” 
(Entrevistada para el relevamiento)

“Fue una experiencia increíble, profundizar 
en las múltiples formaciones discursivas y 
comunicativas de las vulneraciones de de-
rechos. Llámese informes, llámese podcast 
o todas las posibilidades gestadas en con-
junto con los propios implicados. Esta gene-
ración de conocimiento, esta elaboración de 
diagnóstico de las políticas públicas fue útil. 
Entonces, digamos, para nosotros fue real-
mente un proceso muy importante” 
(Entrevistada para el relevamiento)

Como dijimos, el enfoque de análisis se reserva el 
término “uso instrumental” para la aplicación de 
herramientas y técnicas desarrolladas a través de 
la iniciativa de investigación para la solución de 
problemas que enfrentan los usuarios no acadé-
micos, mientras que el término “uso conceptual” 
responde a cualquiera de los procesos a través 
de los cuales la nueva comprensión y los concep-
tos derivados de la investigación se han filtrado 
a las comunidades no académicas y han cambia-
do o informado sus prácticas. No basta con que 
un usuario potencial conozca los resultados de la 
investigación, sino que necesita haber utilizado 
estos resultados de alguna forma. Por otro lado, 
se considera la posibilidad de que los resultados 
de un estudio puedan aplicarse a la confirmación 
o justificación de una política (una forma de uso 
que no implica un cambio de política per-se, pero 
que aparece en la base empírica analizada). Como 
han enfatizado los analistas de políticas públicas, 
incluso el uso de análisis relevantes para las po-
líticas de manera justificativa juega un papel im-
portante en el proceso de formulación de políticas 
(Majone, 1989).

“En algunas reuniones [con integrantes de 
una organización social] podía intervenir, 
podía hablar de mis investigaciones, po-
día hablar de los resultados. Ellos también 
tenían demandas. O no sé, por ejemplo, te 
digo para decirte una cosa actual, como yo 
ahora estoy estudiando los liderazgos en 
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los nuevos movimientos sociales; bueno, 
ese tipo de información ellos la necesitan. Y, 
además, la quieren volcar dentro del movi-
miento” (Entrevistada para el relevamiento)

Respecto del uso, corresponde también preguntar-
se el grado de utilización del conocimiento. Knott 
y Wildawsky (1980) esquematizan seis etapas de 
utilización del conocimiento. Etapa 1 Transmisión: 
de los resultados de la investigación a los practi-
cantes y profesionales involucrados; Etapa 2 Cog-
nición: identificar si los profesionales interesados 
leyeron y comprendieron los informes de investi-
gación; Etapa 3 Referencia: Constatar si el trabajo 
ha sido citado como referencia en los informes, 
estudios y estrategias de acción elaborados por 
practicantes y profesionales; Etapa 4 Esfuerzo: 
Analizar si se hicieron esfuerzos para adoptar los 
resultados de la investigación por parte usuarios; 
Etapa 5 Influencia: ver si los resultados de la in-
vestigación influyeron en la toma de decisiones y 
finalmente, Etapa 6 Aplicación: comprobar si los 
resultados de la investigación dieron lugar a apli-
caciones por parte de los usuarios.

Al respecto, algunos investigadores reconocen 
matices en los grados de utilización del conoci-
miento por parte de agentes extra-académicos. 
Los investigadores perciben aquellos grados de 
utilización de menor alcance (las primeras 3 eta-
pas especialmente) como menos exitosas en el 
marco del modo de producción de conocimiento 
con fines de uso. Reconocen la complejidad in-
trínseca de trabajar con un “otro” en un contexto 
situado y asumen aquellos casos menos exitosos, 
en los términos de sus significados atribuidos a 
la utilidad social de su producción. A esta condi-
ción no deseable, pero “esperable” de fracaso la 
reconocen como parte del proceso y han podido 
articular elementos de corte coyuntural posibles 
interpretaciones sobre los motivos: 

“En este proyecto no ocurrió, pero en el pre-
vio el funcionario con el que teníamos más 
relación (…) que era nuestro interlocutor, lo 
movieron de área y esa dirección quedó acé-
fala. Nos quedamos con un montón de infor-
mación colgada (…) que tuvimos que actuali-
zar (…) hasta que se ocupó esa Dirección y su 
pudo volver a empezar” (Entrevistada para 
el relevamiento)

Por cierto, las consideraciones de los investiga-
dores sobre la utilidad social de su producción 
podrían jerarquizarse también según el grado y 
las etapas de utilización del conocimiento. Si bien 
aparece una significación sobre el potencial de uti-
lidad social (en sus discursos) que reconoce signi-
ficados de utilidad social más en suspenso hasta 
que el conocimiento es usado, se desprende de 
sus discursos una jerarquización que responde al 
esquema de etapas de utilización: a mayor grado 
de uso, mayor es el significado de utilidad social 
atribuido. 

“Yo que (…) atiendo las dos ventanillas (ri-
sas) por ser de CONICET, de ningún modo 
pienso que escribir y publicar sea inútil. Y no 
lo hago con pesar, para mí también es impor-
tante que te citen y te lean (…) pero hay otra 
forma también de pensar nuestra utilidad 
como cientistas sociales y que -a mí por lo 
menos- me funciona y me atrae. Con todos 
los líos que sabemos que eso conlleva tam-
bién. Ojo, no digo que sea algo que tengan 
que hacer todos” (Entrevistada para el rele-
vamiento)

Finalmente, un último elemento sobre la cuestión 
de los productos de investigación, quizás el más 
social de todos, está vinculado a revisar qué carac-
terísticas, en la interpretación de investigadores, 
debe cumplir en términos de su capacidad de ser 
apropiado y usado por agentes extra-académicos. 
Me refiero a aquellas condiciones contextuales del 
conocimiento, no solamente en términos de su 
validez y rigor científico sino orientado hacia pro-
mover condiciones de apropiación. 

Nos referimos, de modo esquemático, a las con-
diciones contextuales que debe atender el conoci-
miento con fines de uso, destacando tres caracte-
rísticas: debe ser apropiado, persuasivo y situado 
(de Jong, 2016; Bandola-Gill, 2019; Majone, 1989).
Por apropiado, se entiende que la evidencia debe 
seleccionarse no solo sobre la base de sus cua-
lidades epistemológicas, sino más bien según su 
idoneidad para los procesos sociales en los que 
interviene. Este concepto proviene más específica-
mente de los ámbitos de formulación de política 
pública. De este modo, académicos que presentan 
este tipo de argumentos reconocen la naturaleza 
profundamente política de la formulación de las 
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políticas públicas. Como destacan Hawkins y 
Parkhurst: “la política no es una barrera para el uso 
de la evidencia, sino el carácter definitorio del en-
torno en el que se utiliza la evidencia” (2015, 576).

“Hay muchos colegas que critican a los fun-
cionarios -desde afuera- porque no se hizo tal 
o cual cosa o tal otra se hizo mal. En los es-
pacios de decisión política pocas veces todo 
es color de rosas y a veces sencillamente no 
se puede llevar adelante todo, todo el tiem-
po, y las intervenciones mayormente son de 
carácter incremental (…) las condiciones son 
éstas, podemos estudiarlas y teorizarlas mil 
horas, pero en definitiva es así” (Entrevista-
da para el relevamiento)

Más allá de reconocer margen de maniobra y po-
tencial para la transformación, sobre el carácter 
de apropiado, se vislumbra un reconocimiento de 
los elementos contextuales, coyunturales que, en 
tanto estructurales, no se ubican de forma inme-
diata en el reino de la transformación producto de 
su agencia. Como vimos, en el reconocimiento de 
un otro de la investigación, se incorporan también 
las posibilidades de agencia y los limitantes es-
tructurales de ese otro. El reconocimiento de esta 
condición (en tanto tensión de agencia/estructura) 
de los agentes extra-académicos forma parte de 
la delimitación de la arena trans-epistémica en la 
que se dará la interacción: forma parte la carac-
terización socio-demográfica de una población y 
que funciona -toda vez- como variable indepen-
diente en la indagación sociológica.

El conocimiento con fines de uso es persuasivo 
cuando la capacidad argumentativa es atribuible 
al conocimiento. Desde esta perspectiva se refiere 
el proceso producción y uso de conocimiento no 
de acuerdo con el modelo tecnocrático/racional, 
sino como un proceso retórico-interpretativo, re-
conociendo que la condición de objetividad del 

conocimiento está sujeta a un trabajo argumen-
tativo y deliberativo (Fischer y Forester, 1993; 
Greenhalgh y Russell, 2006; Majone, 1989; Stone, 
1997).

“Nosotros tenemos que poder interpelarlos, 
persuadirlos, convencerlos de que lo que es-
tamos haciendo con ellos va hacia un fin. No 
es imponer, pero tampoco es ser siempre su-
misos. Y ojo, eso es en los dos sentidos, por-
que el adoptante nos terminó convenciendo 
de algo que terminó siendo importante para 
el proyecto” (Entrevistada para el releva-
miento)

La tercera característica, sobre el carácter situa-
do del conocimiento refiere al contexto de apli-
cación socio-históricamente situado. En el modo 
de producción analizado el conocimiento es situa-
do cuando reconoce el contexto de producción y 
aplicación de los resultados de investigación en 
los términos de esa situación definida. Supone 
reconocer el alcance del conocimiento y su apli-
cación al contexto determinado contingentemente 
por los agentes que intervienen en el modo de 
producción.

“Cuando nos convocan o vamos nosotros, 
definimos un tema puntual para la investiga-
ción y antes de empezar hacemos esfuerzos 
para mostrar para qué serviría y en qué con-
texto. No es en el aire” (Entrevistada para el 
relevamiento)

Tipología de productos/resultados 
de la investigación social

Finalmente, debajo, presentamos en la Tabla 2, 
una caracterización actualizada de productos vin-
culados a los proyectos relevados en el marco del 
PIUBAMAS. 
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La Tabla 2 da cuenta de tres categorías iniciales 
según la naturaleza del tipo de producto: Mate-
riales de comunicación, Herramientas para la ges-
tión y Acciones de intervención pública. Estas tres 
dimensiones, aunque solapadas, parecieran ser 
exhaustivas para caracterizar los productos de in-

vestigación relevados. Al igual que el resto de las 
dimensiones analizadas en el trabajo, las mismas 
no se presentan como excluyentes, pero sí preten-
den dar cuenta de los distintos tipos de productos 
según su diseño y potencialidad de uso por fuera 
de los propios proyectos de investigación. 

Tabla 2. Caracterización de posibles productos de la investigación social4

Categorías Subcategorías Ejemplos 

Materiales de 
comunicación 

Textos  Divulgación - Manuales. Libros. Cuadernillos. 

Académicos - Libros (completos/capítulos). Papers. 
Comunicaciones en Eventos de CyT 

Institucionales - Materiales didácticos. Informes 

Servicios  Plataformas web - Desarrollo de sitios web de información 
específica 

Material para 
formación  

- Cursos y/ formación complementaria 

Software - Desarrollo de apps o plataformas de 
información  

Audiovisuales 

 

- Producción de videos. 

Herramientas 
para la 
gestión 

Información sistematizada / 
Asistencia Técnica 

- Mapeos 

- Registros. 

- Bases de datos 

Indicadores - Índices de medición de fenómenos 

Acciones de 
intervención 
pública 

Argumentativa - Insumos para la desarticulación o 
revisión de una medida o política pública  

Visibilización - Identificación de población  

- Testimonios de actores  

- Relevamiento de canales de reclamos y 
comunicación 

Material - Puesta en valor de patrimonio 
arquitectónico.  

- Diseño de herramientas y maquinarias 

- Creación de espacios de memoria y 
museos. 

Interactoral - Participación en reuniones de expertos 
con gobiernos y organismos 
multilaterales. 

- Integración a redes regionales de 
Investigación 

- Encuentros de debate e intercambio con 
académicos 

4. La tabla toma como insumo el trabajo desarrollado en Clemente et al (2021).

Fuente: Elaboración Propia
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El objetivo de la caracterización es -recuperando lo 
vertido en las secciones anteriores- presentar una 
primera aproximación que reconozca la multiplici-
dad de productos de la investigación social y que 
permita avanzar hacia su reconocimiento e insti-
tucionalización dentro de los ámbitos académicos.

Como se dijo, la valoración por parte de los otros 
de la investigación aparece como mecanismo de 
validación de estos productos, sin embargo, que-
da aún un camino por recorrer para que esta vali-
dación devenga en legítima por parte de la comu-
nidad de pares. 

Discusión

Sobre los productos de investigación, presenta-
mos una caracterización exploratoria -de base 
empírica- que reconoce y propone nomenclaturas 
ajustadas a las condiciones de producción y uso 
de los resultados de investigación para productos 
y resultados de investigación que no se encuadran 
dentro de los outputs clásicos y -por lo tanto- ca-
recen de indicadores de medición comprehensiva. 
No fue objeto de este trabajo ahondar sobre la 
dimensión epistémica de los productos de investi-
gación por fuera de la caracterización presentada. 
Al respecto, está iniciada y se espera contribuir en 
el futuro a problematizar la naturaleza epistemo-
lógica de estos productos de investigación y de 
sus mecanismos de validación por parte de los 
otros agentes extra-académicos. Tarea que, por 
cierto, no puede sino hacerse incluyendo las vo-
ces de estos agentes en la indagación. 

Como sostuvimos en otros trabajos (Clemente et al, 
2021; Alonso, 2021), existe una marcada desco-
nexión entre las dinámicas de producción de cono-
cimiento de las ciencias sociales y los instrumentos 

de gobernanza en la política pública en ciencia y 
tecnología, de modo que se espera que el análisis 
presentado pueda contribuir a diseñar instrumentos 
orientados desde y para las ciencias sociales. 

Una vez más decimos, entonces, que problemati-
zar la contribución de la investigación a la socie-
dad que la financia y contiene no puede quedar 
resumido exclusivamente al relevamiento de pro-
ductos tecnológicos y que la transferencia, vincula-
ción y/o movilización del conocimiento producido 
por la investigación requiere de una problematiza-
ción más comprensiva de parte de la comunidad 
académica toda en lo que refiere a identificar no 
solamente sus características, dinámicas y produc-
tos, sino también a los mecanismos de medición 
y asignación de valor a la hora de evaluar las tra-
yectorias de investigación y los procesos de asig-
nación de recursos. Por cierto, lo anterior también 
puede convertirse en insumo para que desde los 
ámbitos de gestión de la CyT se pueda establecer 
prioridades y ordenar esfuerzos que permitan re-
correr caminos hacia la atención a problemáticas 
y desafíos en nuestra sociedad y en nuestras ins-
tituciones académicas. 

Sobre las ciencias sociales pesan muchos imagina-
rios: inútiles, subjetivas, improductivas, etc. Nues-
tro trabajo procura desarmar esos imaginarios con 
un análisis de base empírica, que muestran las 
particularidades con las que el conocimiento so-
cial puede volverse útil, en términos de uso efecti-
vo por agentes no-académicos concretos. Si en el 
pasado, se suponía que el conocimiento científico 
sin mediaciones externas fuese útil por su carácter 
autoevidente, aquí se muestra como investigado-
res sociales -socio-históricamente situados- cons-
truyen significados de utilidad de su producción 
en procesos interactivos con agentes extra-acadé-
micos como usuarios de ese conocimiento.
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Resumen

Este trabajo presenta una reflexión sobre la experiencia del Programa Interdisciplinario de la Universidad 
de Buenos Aires sobre Marginaciones Sociales (PIUBAMAS), señalando sus contribuciones y también las 
limitaciones que se presentaron para su ejecución. El programa constituye una apuesta institucional de la 
Universidad por orientar la producción de conocimientos en torno a problemas específicos de relevancia 
social (Hidalgo, 2016; Masseilot, 2020; Senejko y Versino, 2018) en el marco de un contexto general que 
plantea la reconfiguración de las agendas de investigación para atender las demandas sociales y una mayor 
vinculación de las universidades con actores no académicos (Arocena y Sutz, 2000; Sutz 2005; Unzué y 
Rovelli, 2017; Sarthou et al., 2022, Naidorf y Alonso, 2018). Si bien hay otros antecedentes por orientar la 
investigación en la UBA (Hidalgo, 2016; Vasen y Vienni, 2017), el PIUBAMAS se distingue por haber consoli-
dado una red de investigadoras/es, dejando como acervo un conjunto de prácticas de trabajo colaborativo 
en torno a la agenda pública vinculada a la problemática.

Palabras Clave: Universidad; Programas interdisciplinarios; Marginaciones sociales; Orientación de la inves-
tigación; Vinculación.
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Summary

This work presents a reflection on the experience of the Interdisciplinary Program of the University of Buenos 
Aires on Social Marginalizations (PIUBAMAS), pointing out its contributions and also the limitations that 
arose for its execution. The program constitutes an institutional commitment of the University to guide the 
production of knowledge around specific problems of social relevance (Hidalgo, 2016; Masseilot, 2020; 
Senejko and Versino, 2018) within the framework of a general context that proposes the reconfiguration 
of research agendas to address social demands and greater links between universities and non-academic 
actors (Arocena and Sutz, 2000; Sutz 2005; Unzué and Rovelli, 2017; Sarthou et al, 2022, Naidorf and 
Alonso, 2018). Although there are other antecedents to guide the research at the UBA (Hidalgo, 2016; Vasen 
and Vienni, 2017), the PIUBAMAS stands out for having consolidated a network of researchers, leaving a set 
of collaborative work practices around the public agenda linked to the problem.

Key words: University; Interdisciplinary programs; Social marginalization; guided research; linkage. 

La Universidad y la implementación 
de instrumentos orientados a la 
resolución de problemas sociales

Las universidades constituyen en América Latina 
el espacio de producción y transmisión de cono-
cimientos por excelencia. Estas funciones estable-
cidas en sus estatutos fundacionales son desa-
rrolladas atendiendo las distintas características 
institucionales, las prácticas propias, los actores 
involucrados, el contexto local y las condiciones 
de validación y reproducción académicas impe-
rantes en las disciplinas implicadas. Es decir, en 
términos de Vasen “la dinámica de la política 
científica en la universidad tiene componentes es-
pecíficos relacionados con el peso de los actores 
que participan y las identidades que la institución 
representa” (2014, 183). 

En las últimas dos décadas surgieron distintos 
planteos por generar una mayor vinculación de la 
investigación científica con demandas socio-pro-
ductivas y se han implementado en forma crecien-
te áreas prioritarias o estratégicas para la promo-
ción del conocimiento (Rovelli, 2017). Ello plantea 
un escenario cambiante para la investigación uni-
versitaria que se representa con las siguientes ca-
racterísticas: aumento de las actividades de vincu-
lación con otros actores sociales; replanteo en las 
agendas de investigación individuales; apertura 
de los espacios de producción de conocimientos y 
creación de políticas de investigación orientadas a 
la atención de demandas sociales externas. 

Por estos motivos, la tendencia hacia la promo-
ción de nuevos modos de producción de conoci-
mientos orientados al desarrollo social y económi-
co es planteada por Unzué (2015) como un indicio 
más de la democratización de la Universidad a 
partir de su apertura y acercamiento con la socie-
dad y el entorno.

La UBA y los Programas 
Interdisciplinarios como propuesta 
de orientación de la investigación

La UBA se ha caracterizado desde la conformación 
inicial de la Secretaría de Ciencia y Técnica, en el 
año 1986, por la definición disciplinar de los temas 
de investigación (Vaccarezza, 1994) y las propues-
tas ofertadas por los investigadores en temáticas 
“libres”. No obstante, desde sus inicios presenta 
diferentes propuestas de orientación de la investi-
gación, aunque representan una expresión minori-
taria respecto a otro tipo de propuestas (Senejko 
y Versino, 2018), o según Vasen (2013) resultan 
débiles y sin continuidad. Este planteo institucio-
nal de promover la investigación hacia la solución 
de problemas de relevancia social fue impulsado, 
en términos de Vasen (2014), por un espacio bu-
rocrático en el ámbito del rectorado que se plan-
teaba prerrogativas de planificación y orientación 
de la investigación. 

Los Programas Interdisciplinarios de la Universi-
dad de Buenos Aires (PIUBAs) surgen entre los 
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años 2007 y 2012 como iniciativas de la Secretaría 
de Ciencia y Técnica de la Universidad, con el ob-
jetivo de fortalecer la generación de conocimiento 
en dimensiones complejas de la realidad. Espe-
cíficamente, se proponían traspasar las fronteras 
disciplinares y favorecer la aplicación y transferen-
cia de los conocimientos en cinco problemáticas 
expresadas como estratégicas, referenciadas en la 
planificación nacional1, y que encuentran eco en 
el marco de la propia institución: cambio climáti-
co; marginaciones sociales, energías sustentables, 
desarrollo industrial y transporte (Hidalgo, 2016; 
Masseilot, 2020; Senejko y Versino, 2018).

Con esta idea se crearon el Programa Interdiscipli-
nario de la UBA sobre Cambio Climático (PIUBACC) 
y el Programa Interdisciplinario de la UBA sobre Mar-
ginaciones Sociales (PIUBAMAS) en el año 2007; el 
Programa Interdisciplinario de la UBA sobre Energías 
Sustentables (PIUBAES) en 2008, el Programa Inter-
disciplinario de la UBA para el Desarrollo (PIUBAD) 
en 2010 y el Programa Interdisciplinario de la UBA 
sobre el Transporte (PIUBAT) en 2012. 

En términos institucionales, se consideró que los 
PIUBAs debían articular las tradicionales activida-
des de investigación, formación de recursos hu-
manos, extensión, transferencia y vi nculación y 
apuntar a fortalecer el rol social de la Universi-
dad. Es decir, orientarse a la generación de cono-
cimiento científico con características de aplicabi-
lidad a la transformación de la realidad, desde un 
enfoque interdisciplinario. A la vez, trabajar en la 
identificación de demandas sociales y la dinami-
zación de los canales de comunicación y entre-
cruzamiento entre la Universidad y los ámbitos 
de decisión política (Memoria SECYT 2007-2014; 
Senejko y Versino, 2018).

De esta forma, la agenda de problemas que se 
plantea la Universidad con los PIUBAs no se li-

mita al diseño de facultades, carreras, espacios 
de investigación o disciplinas, sino a los debates 
de la agenda nacional (Senejko y Versino, 2018), 
reflejando los aspectos políticos y temporales de 
la relevancia, tal como plantea Judith Sutz (2016). 
En este artículo, me propongo reflexionar sobre 
el desarrollo de uno de los PIUBAs: el Programa 
Interdisciplinario de la UBA sobre Marginaciones 
Sociales (PIUBAMAS), creado por Resolución de 
Consejo Superior UBA 3134/07, como programa 
orientado a la resolución de problemas comple-
jos de relevancia social, e identificar cuáles fueron 
sus contribuciones en estos años, pero también 
las limitaciones que se presentaron para su ejecu-
ción desde la Universidad.

El análisis se centra en entrevistas semi estructu-
radas a informantes clave y también en el propio 
registro a partir de haber participado en la coordi-
nación de los PIUBAs entre los años 2013 y 2020. 
Con esto, se propone dar cuenta de la experiencia 
de este programa, desde su conformación, men-
cionando su producción y señalando algunas limi-
taciones en su desempeño.

La conformación del PIUBAMAS

El año de creación del PIUBAMAS (2007) coincide 
con la creación del Ministerio de Ciencia, Tecno-
logía e Innovación (MINCYT). Previamente, se ha-
bía desarrollado el Plan Estratégico Nacional de 
Ciencia, Tecnología e Innovación “Bicentenario” 
(2006-2010) de la entonces Secretaría de Ciencia, 
Tecnología e Innovación, en el que ya se aborda-
ban temas como la marginalidad, la discrimina-
ción y los derechos humanos2. Luego, entre los 
años 2008-2009, se presentó el Plan Estratégico 
de Investigación y Desarrollo (PEID) del Consejo 
Interuniversitario Nacional (CIN). En este plan, 
se incluyó la problemática de las marginaciones 

1. En el año 2006 se promovió el  Plan Estratégico Nacional de Ciencia y Tecnología e Innovación “Bicentenario” (2006-2010) que se conformó 
en el primer ejercicio de planificación nacional del sector desde la entonces Secretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación y, por otro lado, 
en 2009 se consolidó el Plan Estratégico de Investigación y Desarrollo (PEID) desde el Consejo Interuniversitario Nacional (CIN), los cuales 
convocaron a investigadores argentinos, avalados como reconocidos expertos en las área seleccionadas, para que discutan y delineen 
políticas de desarrollo que sirvan de guía a organismos nacionales.

2. Las áreas, problemas, oportunidad y áreas temáticas definidas en el Plan Estratégico Nacional de Ciencia, Tecnología, Innovación 
Bicentenario (2006-2010) son: marginalidad, discriminación y derechos humanos, competitividad de la industria y modernización de sus 
métodos de producción, competitividad y diversificación sustentable de la producción agropecuaria, conocimiento y uso sustentable de 
los recursos naturales renovables y protección del medio ambiente, infraestructura y servicios de transporte, infraestructura energética, 
uso racional de la energía, prevención y atención de la salud, políticas y gestión del estado, política y gestión educativa, hábitat, vivienda y 
asentamientos humanos.



Cuestión Urbana - Año 7 Nro. 14 - Dic. 2023

36

SECCIÓN > Dossier

sociales como uno de los ejes de discusión en los 
talleres realizados en 2009, en los cuales la UBA 
realizó aportes significativos gracias a la experien-
cia del PIUBAMAS.

Con la creación del PIUBAMAS, la Universidad se 
propuso “establecer los mecanismos para poten-
ciar y favorecer la articulación entre disciplinas tan-
to para la formación de recursos humanos, la pro-
ducción, transferencia, extensión y difusión de los 
conocimientos” (UBA, 2007). También contribuir a 
la producción de conocimiento científico interdisci-
plinario aplicado a la resolución de problemas, con 
el fin de fortalecer tendencias orientadas a:

	 la conformación y consolidación de una masa 
crítica de alto desarrollo teórico-metodológico 
para áreas temáticas sensibles;

	 la cobertura de áreas prioritarias de vacancia y 
consecuente optimización de respuestas a las 
demandas del contexto;

	 la intensificación de los flujos de comunicación 
e intercambio y al fortalecimiento de la vincu-
lación científico – tecnológica.

De esta forma, con el programa se presenta una 
iniciativa para dar cuenta de la agenda de proble-
mas que la Universidad también define como es-
tratégica, pero no responde al diseño intrínseco de 
la UBA desde facultades, carreras y disciplinas. Si 
bien el programa se coordina desde la SECYT UBA, 
un primer punto fue convocar a las facultades a 
sumar investigadores/as para participar del mismo.

Cabe destacar que si bien las participaciones va-
riaron en el tiempo, siempre se constituyó un gru-
po estable sobre todo de mujeres investigadoras 
que participaron desde sus inicios. La participa-
ción mayoritaria fue de las facultades de carre-
ras sociales y humanísticas: Arquitectura, Ciencias 
Sociales, Derecho, Filosofía y Letras y Psicología. 

Desde su fundación, se definió la necesidad de un 
abordaje multi e interdisciplinario para las proble-
máticas a partir de los que se derivaron y organi-
zaron cinco componentes del programa:

	 Marginaciones Sociales y Educación.
	 Marginaciones Sociales y el complejo Salud-en-

fermedad.
	 Marginaciones Sociales y Territorio.
	 Marginaciones Sociales y Trabajo/producción. 
	 Marginaciones Sociales y Violencias.

En tanto, se incluyeron como ejes transversales 
los derechos humanos, el papel de las políticas 
públicas en la producción y reproducción de las 
marginaciones sociales y las formas de control so-
cial de la gestión pública y privada (UBA, 2007).

Un aspecto a resaltar entre los programas fue que 
en el caso del PIUBAMAS3 su primera coordina-
dora fue quien entonces se desempeñaba como 
subsecretaria en Ciencia y Técnica, lo cual facilitó 
la toma de decisiones y la articulación institucio-
nal al interior de la UBA desde la misma gestión.

Respecto a sus inicios, una de las entrevistadas, 
integrante fundacional del programa, señaló que 
“se encaraba algo nuevo y se cargaba con la heren-
cia de las experiencias previas que no salieron bien 
o que fueron interrumpidas sin haber evaluado o 
analizado las razones de ello”. Esto alude funda-
mentalmente a la desactivación de los Proyectos 
de Urgencia Social, que se constituyeron en la 
experiencia previa más inmediata a estas nue-
vas propuestas (Senejko y Versino, 2018; Vasen 
y Vienni, 2017). Esta falta de continuidad institu-
cional con la anterior línea de promoción de pro-
yectos implicó un desafío mayor para la puesta 
en marcha de los nuevos programas, a lo que se 
sumó también la escasez de presupuesto y “la 
resistencia de los propios investigadores a salir de 
sus propias líneas de investigación disciplinares y 
unirse a otros grupos de trabajo, lo que implicó una 
tarea de sensibilización desde la conducción de la 
Secretaría de Ciencia y Técnica UBA”, tal como ex-
presa otra informante.

En relación con la experiencia previa y la creación 
de los Programas, otra entrevistada -que también 
había participado de las convocatorias de Urgen-
cia Social- sostiene al respecto: “En general, para 
los que veníamos haciendo investigación orienta-
da de manera natural, esto fue como una señal. 

3.  Lo mismo sucedió en el caso del PIUBACC, creado en el mismo año (2007).
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Nunca logramos que nos juntaran, fue casi como 
que la UBA tuvo que hacer eso porque había pasa-
do la emergencia y no había hecho nada en todos 
esos años; entonces fue casi un compromiso y no 
había una vocación hacia la sinergia, un colectivo 
más amplio, sino que había que salir a decir que la 
UBA estaba preocupada por la emergencia social. 
Pero bueno, fue una buena señal”. 

En este sentido, destaca que “el PIUBAMAS las 
colectivizó”, ya que permitió que se conocieran 
con quienes hacían investigación orientada en 
la universidad. Sobre su funcionamiento seña-
la: “nos obligó, nos impuso la coordinación inter 
facultades, que de hecho lo hacíamos, así que no 
nos pareció tan nuevo, pero sí era un requisito 
por muy poca plata, y después se fue mejorando 
el recurso, pero era muy poca plata para la carga 
de coordinación que tienen estos proyectos, en-
tonces los investigadores que tomamos esta tarea 
siempre nos sentimos como castigados, como que 
tenemos que hacer más tareas que el resto, por-
que además de hacer investigación, tenés que ga-
rantizar transferencias, producciones y coordina-
ción entre facultades que es lo más difícil de todo, 
este es un poco el registro. Pero no lo dejamos de 
hacer, nos gusta”.

Puede señalarse, por un lado, que no necesaria-
mente se presentan lazos de trabajo previo entre 
quienes integraron el PIUBAMAS, sino que fue el 
programa el que permitió nuclear institucional-
mente a quienes trabajan los temas vinculados 
a la problemática de las marginaciones sociales 
desde la Universidad en las distintas facultades. 
Por otro lado, la participación en el programa re-
presentaba una carga de trabajo extra dado que 
la producción se orientaba hacia las tareas de vin-
culación, transferencia y divulgación, que se agre-
gan a la tarea regular de investigación y ello sin 
contar con recursos adicionales. En este sentido, 
una entrevistada plantea: “el PIUBAMAS fue inte-
resante con las convocatorias transversales, meto-
dológicas: evaluación, planificación, discusión so-
bre el desarrollo. Logró que quienes estaban inves-
tigando cosas distintas tengan en común algunas 
preocupaciones en lo que son los dispositivos de 
vinculación”. 

Las producciones del PIUBAMAS 
y la vinculación con los actores 
sociales

Si bien el PIUBAMAS como tal no implicaba finan-
ciamiento específico, a partir del mismo se ge-
neraron nuevos instrumentos de promoción. Así, 
en el 2009 surgen los Proyectos Interdisciplinarios 
(PI) con el objetivo de fomentar la actividad inter-
disciplinaria, pensando en darle un mayor anclaje 
y sostener la continuidad de los Programas exis-
tentes4. Luego, en 2016 surgieron los proyectos de 
fortalecimiento y divulgación que se plantearon, 
por un lado, para desarrollar estrategias de for-
talecimiento institucional, acciones y actividades 
interdisciplinarias con el objetivo de potenciar el 
valor y las capacidades de cada programa y, por 
otro lado, para desarrollar estrategias de divulga-
ción de conocimientos y contenidos en el marco 
de los PIUBAs dentro o fuera de la Universidad 
y para el público en general, con el objetivo de 
potenciar el valor y las capacidades de cada pro-
grama. Estos proyectos permitieron la financiación 
de 8 proyectos de estas categorías entre las con-
vocatorias 2016 y 2019. 

Con el surgimiento del PIUBAMAS, en pocos años 
se objetivaron diversas producciones, tales como: 
el desarrollo de un Sistema Integrado de Informa-
ción sobre políticas públicas de niñez, adolescen-
cia y familia (SIIPNAF) en convenio con la ex Se-
cretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia 
(SENNAF) (Debandi et al., 2015); la publicación 
de 3 libros (2012, 2015 y 2017), la realización de 
talleres, jornadas y encuentros participativos, tal 
como plantea Robertazzi (2017) en la publicación 
que sintetiza los avances de uno de los proyectos 
de divulgación financiados, y la implementación 
de un observatorio (también como resultado de 
dos proyectos de fortalecimiento), entre otras.

Lo que puede señalarse es que el PIUBAMAS, prin-
cipalmente, se planteó el diálogo con los actores 
extra académicos afectados por la problemática, 
fundamentalmente a través de la articulación con 
las organizaciones sociales. En este sentido, en 
la publicación que resume los encuentros sobre 
marginaciones sociales y trabajo y marginaciones 

4. Entre las convocatorias 2010 y 2018, se financiaron 34 proyectos en el marco del PIUBAMAS.
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sociales y hábitat popular se mencionan distintas 
organizaciones sociales vinculadas al Movimiento 
Nacional de Empresas recuperadas y otras tantas 
vinculadas a la economía social y al hábitat popu-
lar (PIUBAMAS, 2017).

Es decir, que a pesar de que individualmente cada 
integrante tenía su propia línea de investigación 
(a partir de proyectos Ubacyt) en el marco de dis-
tintos institutos y facultades de la Universidad, 
existía un compromiso por la participación con-
junta en el programa, dando lugar a producciones 
menos convencionales, orientadas principalmente 
a la vinculación con la sociedad y fundamental-
mente a generar registro de las voces de las orga-
nizaciones sociales involucradas. 

También puede mencionarse el diálogo con ac-
tores gubernamentales, legisladores y del poder 
judicial (fiscalías, juzgados, cámaras de ape-
laciones, Consejo de la Magistratura de la ciu-
dad, entre otras) que también participaron de 
encuentros y talleres participativos. Aunque en 
estos casos se presentaron mayores dificultades 
de articulación, fundamentalmente por tensio-
nes propias de la arena política. En este sentido, 
había figuras convocadas que no expresaban la 
opinión de las autoridades de la Universidad o 
bien de la gestión política de turno. Lo mismo 
sucedía cuando los diagnósticos eran críticos a 
las gestiones, generando dificultades para que 
los resultados de las investigaciones o los diálo-
gos con los afectados puedan conducir a mejoras 
en las políticas públicas.

Dado que los programas pertenecen al rectorado 
de la Universidad, se presentaban dificultades a 
los efectos de autorizar que el PIUBAMAS avale 
o realice revisiones críticas a las políticas públi-
cas, por lo cual muchas veces las/los integrantes 
finalmente concretaron estos planteos en forma 
individual y no desde el colectivo institucional. 
En definitiva, se presentaban tensiones entre los 
aportes individuales, la participación conjunta 
desde el programa y la política.

Por último, es importante destacar que en todos 
los casos la vinculación dependió del impulso de 
los/as investigadores/as involucrados con los ac-
tores sociales externos, más que de vinculaciones 
institucionales (Senejko y Versino, 2018).

Reflexiones finales

Desde sus inicios, el PIUBAMAS permitió la con-
formación de redes y se constituyó en un espacio 
de construcción colectiva entre investigadoras/es 
de distintas facultades y disciplinas que ya venían 
haciendo investigación orientada al momento de 
su conformación, pero que no habían generado si-
nergias en forma previa a su existencia. Tal como 
expresaron las entrevistadas, se trató de “una 
buena señal” y de una forma de convocar a quie-
nes trabajaban en la temática. Su promoción des-
de la SECYT UBA constituyó un diferencial respec-
to a las configuraciones desde facultades, carreras 
y disciplinas características de la Universidad.

Puede decirse, referenciando a Vienni (2016), en 
relación a las contribuciones de la interdisciplina, 
que el PIUBAMAS aparece asociado al abordaje de 
problemas complejos y esta propuesta interdisci-
plinaria se expresa, entonces, como medio orien-
tado a la resolución de problemas. 

A lo largo de los años el programa se ha plan-
teado considerar las múltiples dimensiones que 
presenta la problemática de las marginaciones 
sociales, por lo cual debió considerar la multipli-
cidad de sectores y actores sociales involucrados 
en articulación con lo académico.

Aunque su producción no fue homogénea, pue-
de decirse que, por un lado, ha generado apor-
tes para las políticas públicas inclusivas (como el 
caso de la aplicación para la ex SENNAF) a partir 
del modo en que se construyó y transfirió ese 
conocimiento en torno a problemas específicos y, 
por otro lado, ha promovido la comunicación y di-
vulgación científica como tarea adicional a la labor 
investigativa, sobre todo a partir de la realización 
de encuentros participativos que luego constitu-
yeron insumos para distintas producciones acadé-
micas. En definitiva, un punto central fue la comu-
nicación entre investigadores/as y públicos intere-
sados, sin dejar de mencionar las tensiones entre 
ciencia y política fundamentalmente centradas en 
los temas de coyuntura con los representantes de 
las gestiones de gobierno.

Sobre su financiamiento, vale destacar que los 
proyectos de investigación interdisciplinarios y los 
proyectos de fortalecimiento y divulgación fueron 
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insumos necesarios para el funcionamiento del 
programa y el desarrollo de sus actividades.

Como acervo, el programa generó un conjunto 
de prácticas de trabajo colaborativo en torno a 
la agenda vinculada a las marginaciones sociales, 
Así, sus principales contribuciones se centran en 
la reflexión conjunta de diagnósticos y propuestas 
para atender las marginaciones sociales, la confor-
mación de sinergias a partir del trabajo interdisci-
plinario e intra-inter institucional y la posibilidad 
de pensar en un tipo de investigación a demanda 
de los actores sociales afectados/involucrados. 

En definitiva, la vinculación y transferencia de co-
nocimientos, fundamentalmente con las organiza-
ciones sociales fueron sus principales prácticas. 
De esta forma, el PIUBAMAS se constituyó como 
una experiencia institucional de la Universidad 

que promovió su apertura y acercamiento con la 
sociedad y el entorno, tal como plantea Unzué 
(2015).

Respecto a sus limitaciones, la experiencia de es-
tos años de actividad del programa muestra la 
necesidad de generar ciertos incentivos para la 
ampliación del espacio, su fortalecimiento y conti-
nuidad, sobre todo si se considera que la partici-
pación de sus integrantes continúa presentándose 
como actividades extras que se suman a las tradi-
cionales de docencia e investigación y que resulta 
necesario potenciar la participación de nuevos y 
más equipos. Esto último, ya era señalado por 
Emiliozzi, Vasen y Palumbo (2011) en relación a 
las dificultades para los procesos de vinculación y 
transferencia dadas por la baja cantidad de equi-
pos de investigación interdisciplinarios en la Uni-
versidad.
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Resumen

Los mecanismos formales de articulación de la Universidad de Buenos Aires con la sociedad son múltiples y 
variados: la currícula en sí misma; la investigación aplicada en los proyectos subsidiados; los proyectos de 
extensión a través de los cuales se procura difundir “los beneficios de su acción cultural y social directa”; 
los programas de voluntariado; y el asesoramiento técnico enmarcado en convenios institucionales.

En este artículo se analizará en perspectiva histórica el rol de la Facultad de Arquitectura, Diseño y Urba-
nismo de la Universidad de Buenos Aires en el planeamiento urbano, las políticas urbanas y el desarrollo 
urbano recientes de la ciudad de Buenos Aires. El objetivo es analizar las vinculaciones de la Universidad 
con la sociedad y los entramados y responsabilidades institucionales, en un contexto político en el que 
la reformulación de las herramientas e instrumentaciones de planeamiento y desarrollo urbano resultan 
convergentes con las políticas neoliberales globales. El periodo de estudio comprende desde 2007 hasta 
la actualidad.

Palabras Clave: Planeamiento urbano; Políticas urbanas; Desarrollo urbano; Universidad.

Summary

The formal mechanisms of articulation of the University of Buenos Aires with society are multiple and varied: 
the curriculum itself; applied research in subsidized projects; extension projects through which it seeks 
to spread “the benefits of its direct cultural and social action”; volunteer programs; and technical advice 
framed in institutional agreements.

The role of the Faculty of Architecture, Design and Urbanism of the University of Buenos Aires in urban 
planning, urban policies and recent urban development, deployed since 2007 in the city in historical 
perspective, will be analyzed in order to explain the University’s links with society and the institutional 
frameworks and responsibilities, in a political context in which the reformulation of urban planning and 
development tools and instrumentation are convergent with global neoliberal policies.

Key words: Urban planning; Urban policies; Urban development; University. 
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Introducción

Este artículo se propone analizar en perspectiva 
histórica el rol de la Facultad de Arquitectura, Di-
seño y Urbanismo (FADU) de la Universidad de 
Buenos Aires (UBA) en el planeamiento urbano, 
las políticas urbanas y el desarrollo urbano des-
plegados durante la gestión del PRO2 en la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires (CABA). El obje-
tivo general es estudiar las vinculaciones de la 
Universidad con la sociedad y los entramados y 
responsabilidades institucionales.

Se investigarán las tensiones entre el planeamien-
to urbano y las políticas urbanas implementadas 
en la ciudad desde la declaración de su autono-
mía, analizando cómo los procesos de renovación 
y recualificación urbana promovidos por las últimas 
administraciones han contribuido a un desarrollo 
urbano excluyente y expulsivo, afectando especial-
mente a los sectores más vulnerables (Rodríguez 
y Di Virgilio, 2014). La investigación se centrará 
en el contexto político reciente, en el que la refor-
mulación de herramientas e instrumentos de pla-
neamiento y desarrollo urbano convergen con las 
orientaciones de las políticas neoliberales globales.

Se analizarán globalmente las diferentes moda-
lidades de inserción social adoptadas, según las 
políticas universitarias que se implementaron. A la 
luz de las normativas institucionales que se suce-
dieron desde la década de 1960 cuando se formu-
ló el Estatuto Universitario de la UBA.

Por último, a través de estudios de casos, se pro-
fundizará en el rol de la FADU en las políticas 
urbanas en el contexto reciente de avance de 
proyectos de desarrollo urbano, donde prima el 
desarrollo inmobiliario sobre el bien común, en 
un marco de agravamiento de una estructura so-
cioeconómica y territorial históricamente desigual 
(Ciccolella, 2012).

Este escrito se desprende de las investigaciones 
realizadas en el marco de diferentes proyectos in-
terdisciplinarios y aplicados de investigación, con 
equipos conformados por investigadores prove-
nientes de las siguientes áreas de investigación: 

arquitectura y planificación urbana; filosofía; psi-
cología; ingeniería; ciencias sociales y derecho.

Según Archenti (2007), el estudio de caso es un 
diseño de investigación que se propone estudiar 
las relaciones entre muchas propiedades que es-
tán concentradas en una única unidad. Implica, 
entonces, trabajar con muchas categorías o varia-
bles, pero con un solo caso, o quizá con algunos 
más. También supone múltiples estrategias para 
la elaboración de los datos, aunque, en verdad, 
se prefieren las técnicas no estándar.

Más allá de las controversias entre autores, que 
lo definen como un método de estudio o un di-
seño u opción metodológica, una vez definido el 
objeto, se concentra en él toda la atención para 
conocer en profundidad sus significados, con el 
propósito de comprenderlo en su especificidad, 
sin establecer generalizaciones.

En esta oportunidad, se presentará un estudio de 
caso colectivo que propone un análisis comparati-
vo de las intervenciones de la FADU, enmarcadas 
en diversas formas institucionales. Este análisis se 
enfocará en contextos y coyunturas histórico-polí-
ticas, tanto en lo referente a la evolución urbana 
de la ciudad como en relación con las políticas y 
normativas universitarias (Stake, 1998).

Al tratarse de una investigación interdisciplinaria 
y transdisciplinaria aplicada, se enmarca en lo que 
en la Psicología Social Latinoamericana se conoce 
como Investigación-Acción Participativa (I-AP). Esta 
metodología articula docencia, investigación y ex-
tensión, y parte de las necesidades sentidas y ex-
presadas por los propios participantes para gene-
rar un verdadero intercambio de saberes colectivos 
que trascienda las diferencias entre lo académico y 
lo no académico (Montero, 2006; Robertazzi, 2011).

Lo urbano en perspectiva 
histórica: planeamiento, políticas y 
desarrollo

En 1998, dos años después de la declaración de 
la autonomía y sanción de la constitución de la 

2. El partido PRO (Propuesta Republicana) ha liderado la jefatura de gobierno de la CABA desde el año 2007, en cuatro mandatos, dos de 
Mauricio Macri entre los años 2007 y 2015 y dos de Horacio Rodríguez Larreta desde el mes de diciembre del año 2015 hasta finales de 2023.
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Ciudad de Buenos Aires, se sancionó la ley Nº 71 
que disponía la formulación y actualización del 
Plan Urbano Ambiental (PUA) a cargo del Conse-
jo del Plan Urbano Ambiental (CoPUA) y el Con-
sejo de Planeamiento Estratégico (CoPE). El PUA 
se instituía como el instrumento de planeamiento 
por excelencia, a través del cual se definirían los 
modelos y lineamientos de desarrollo urbano y 
ambiental de la ciudad y los instrumentos de con-
trol y regulación.

Al igual que la Constitución de la ciudad, que 
promueve la participación, esta ley establece 
que las políticas públicas y urbanas deben de-
sarrollarse de manera integral y participativa, 
con el PUA como instrumento primordial. En el 
artículo 3° se fijó como objetivo: “Constituirse 
en el soporte del proceso de planeamiento y 
gestión de la ciudad, como política de Estado, 
a partir de la materialización de consensos so-
ciales sobre los rasgos más significativos de la 
ciudad deseada y la transformación de la ciu-
dad real”, de manera tal que diera “respuesta 
acabada al derecho a la ciudad para todos sus 
habitantes” (CoPUA, 2009, 28).

Lo más relevante en este escenario es que se 
instauró un nuevo paradigma: el planeamiento 
de la ciudad dejó de ser una cuestión exclusi-
vamente técnica para convertirse en un proceso 
participativo. Este enfoque requirió del involu-
cramiento de toda la ciudadanía como medio de 
legitimación y de sustentabilidad a lo largo del 
tiempo y en el espacio. Junto con esta ley, se 
sancionó la ley N° 123 que impuso la Evalua-
ción del Impacto Ambiental, concebido como un 
procedimiento técnico-administrativo destinado 
a identificar, interpretar, prevenir y recomponer 
los efectos adversos que actividades, proyectos, 
programas o emprendimientos podrían causar al 
ambiente (LCABA, 1998)3. A través de esta ley se 
colaboraba con el control y evaluación del desa-
rrollo de los diferentes territorios con criterios de 
sustentabilidad.

Fruto de la lucha del movimiento comunero du-
rante la crisis política, social y económica de 2001, 
se sancionó en 2005 la Ley Orgánica de Comunas. 
Esta ley creó unidades de gestión política y ad-
ministrativa descentralizadas, con el objetivo de 
desconcentrar algunas funciones de gobierno y fa-
cilitar la participación ciudadana en la toma de de-
cisiones y el control de los asuntos públicos, así 
como preservar el patrimonio y la identidad cultu-
ral de los distintos barrios (LCABA, 2005). A través 
de las comunas se perseguía el anclaje territorial 
de las políticas con el fin de “reforzar la calidad 
y funciones de los centros que recibieran las nue-
vas funciones a implementar”, tal como estaba 
dispuesto constitucionalmente (LCABA, 1998). Sin 
embargo, hasta el momento esta autonomía no 
ha sido efectivamente posible, en tanto la ciu-
dad carece de una legislación sobre presupuesto 
participativo. Esto da muestras de las resistencias 
opuestas por las diferentes gestiones de gobierno 
al no tener entre sus objetivos resignar la admi-
nistración centralizada de los recursos4.

El PUA llevó ocho años en sancionarse, se envia-
ron dos proyectos a la Legislatura de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires5 en los años 2000 y 
2004, pero no se aprobaron por no haberse cum-
plido con los procesos participativos dispuestos 
constitucionalmente. Gran parte de los responsa-
bles de su redacción, incluidos funcionarios de 
gobierno y profesores de la FADU contratados 
mediante convenios institucionales, fueron los 
técnicos encargados de estas versiones sin parti-
cipación ciudadana. Finalmente, se envió un nue-
vo proyecto en el año 2007 que fue sancionado 
al año siguiente y promulgado como ley N° 2930.6

Desde 2007, con el PUA recientemente aprobado, 
y hasta la actualidad las políticas urbanas llevadas 
adelante se caracterizaron por la promoción de 
emprendimientos de desarrollo urbano inmobilia-
rio de gran escala, implementados a través de una 
política de desprendimiento masivo de inmuebles 
del Estado (local y nacional) a mano de privados 

3. Esta ley fue retomada por los vecinos para poner freno a “la expansión de edificios de altura” (MDU, SP, 2018: 42).

4. Recién en el año 2015 se presentó un proyecto de ley y a mediados del año 2016 se presentaron seis proyectos de ley en los que se 
proponían diferentes modalidades de participación comunal que oscilaban entre la conformación de un sistema participativo hasta un 
procedimiento. Hubo presentaciones en las comunas, pero el debate eleccionario eclipsó la iniciativa.

5. En adelante “Legislatura”.

6. Todavía en 2012 un informe de la auditoría se extendía expresamente en esta cuestión (AGCBA, 2012).
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(a través de ventas y concesiones) y por una polí-
tica de promoción de oportunidades de inversión 
que favorece la radicación de emprendimientos 
a partir de diferentes modalidades de incentivos 
(créditos, exenciones impositivas, y mejoramiento 
de infraestructuras). Instrumentadas mediante po-
líticas de fomento del desarrollo urbano en zonas 
devaluadas de la ciudad, bajo la figura de Polos y 
Distritos (Figura 1)7, estas políticas se han desple-
gado al margen del Plan Urbano Ambiental (PUA), 
el cual es el instrumento de planeamiento por ex-
celencia creado constitucionalmente. El Modelo 
Territorial Buenos Aires 2010/2060, aunque nunca 
fue aprobado por la Legislatura, se convirtió en 
el documento a través del cual se operativizaron 
estas políticas de fomento del desarrollo urbano.

Figura 1. Mapas de la ciudad con Polos y Distritos. 
En el Distrito del Deporte estaban asentados el 
Polo Farmacéutico y el Centro de Transferencia de 
Cargas.8

El incumplimiento de la Ley N° 257 de 1999, 
que reconoce el estado de deterioro progresivo 
de las fachadas en el parque habitacional y que 
implementó una línea de créditos blandos a los 
consorcios por parte del Banco Ciudad, ha sido 
completamente desestimado durante todos estos 
años y es consustancial a la política de renovación 
inmobiliaria. La ley quedó reducida a su aspec-
to formal de presentación de informes periódicos 
sobre mantenimiento firmados por profesionales 
que son responsables por la certificación del es-
tado del edificio. Esto redundó en un repliegue 
del Estado en las responsabilidades civiles por 
accidentes.

Hall (1996, 354) desarrolló una genealogía de 
esta tendencia global surgida en los años seten-
ta, cuando el urbanista comenzó a dedicarse a 
fomentar el desarrollo urbano con todos los re-
cursos a su alcance, tanto que la ciudad comen-
zó a concebirse como una “máquina de generar 
riqueza”, y su rol se circunscribió simplemente a 
“engrasar” la maquinaria.

Conforme a estas concepciones, el modelo territo-
rial se orientó al fomento de “economías de aglo-
meración con alta complejidad” que se valorizaba 
como positiva y que redundó en la promoción de 
polos y distritos en diferentes zonas detectadas 
como degradadas o vacantes, que presentaban un 
particular atractivo para las inversiones privadas. 
Infraestructuras,9 beneficios impositivos, líneas 
crediticias especiales, todas las medidas políticas 
orientadas al fomento de “nuevas centralidades”, 
sin captación de plusvalías por parte del Estado 
(MDU, SP, 2009: 332), ignorando la Ley 14449.10 
Con esta política, el Estado local fortaleció su rol 
como agente facilitador de inversiones inmobilia-
rias.

7. 2005: Polo Farmacéutico; 2008: Distrito Tecnológico; 2011: Distrito Audiovisual; 2012: Distrito de las Artes; 2013: Distrito del Diseño; 2014: 
Distrito del Deporte; 2016: Polo de la Innovación; 2018: Distrito Joven.

8. Extraído  de: https://www.buenosaires.gob.ar/innovacion/distritoseconomicos/distritotecnologico/mapa-del-distrito-tecnologico.

9. Para el caso del Distrito Tecnológico, fibra óptica. En el caso del Distrito del Deporte resultó dramática la falta de recaudos en la localización 
de la Villa Olímpica, cuyos residuos cloacales se dirigen a la planta potabilizadora del partido de Lanús. En las audiencias de la ley de Villa 
Olímpica, gran parte de las intervenciones fue la denuncia de esta imprevisión.

10. La ley 14.449 de Acceso Justo al Hábitat fue sancionada el 29 de noviembre de 2012 y publicada en el Boletín Oficial en octubre de 2013.
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Desde fines del año 2015, con la asunción de 
Mauricio Macri como presidente de la República 
Argentina, Horacio Rodríguez Larreta como jefe de 
gobierno de la CABA y María Eugenia Vidal como 
gobernadora de la Provincia de Buenos Aires, se 
consolidó una gran concentración de poder po-
lítico que se vio reforzada con nuevas alianzas 
no solo en el ámbito de la Legislatura, sino tam-
bién en la Cámara de Diputados nacional, y que 
permitió afianzar los lineamientos de las políticas 
públicas urbanas, sobre todo en materia presu-
puestaria y respecto de las posibilidades de en-
deudamiento.

El 2016 marcó un escenario de inflexión en los 
procesos de renovación urbana: se definieron una 
serie de proyectos de obra pública de gran enver-
gadura, como la construcción de la Villa Olímpica 
y el Paseo del Bajo y los planes de integración 
socio-urbana de cinco villas de la CABA (Villa 20, 
Playón de Chacarita, Rodrigo Bueno, Lamadrid y 
Barrio Padre Carlos Mugica-ex Villas 31 y 31 bis).
Los ples de integración socio-urbana de cinco vi-
llas lanzados en el año 2016 por Rodríguez Larreta 
estaban centrados en grandes negocios de obra 
pública irrelevantes respecto de las problemáticas 
centrales.

Entre finales 2017 y comienzos del 2018, se sumó 
la gestión y aprobación de la ley que creó el Dis-
trito Joven. Esta ley permitió concesionar el uso y 
explotación de los espacios de dominio público 
ubicados en el polígono de la Costanera Norte por 
un plazo de hasta diez años (LCABA, 2018) y que 
generó un amplio debate en la ciudadanía porque 
implicó un retroceso a la década del 90, cuando 
el borde costero era, en su casi totalidad, privado. 
La creación de este distrito se desentendió de la 
Ordenanza N° 46.229 de fines de la década del 80 
que prohíbe la concesión, cesión, transferencia de 
dominio, tenencia y permiso de uso a todo espa-
cio verde público de la ciudad (HCD, 1988) y de 
la Ordenanza N° 47.666 que prohíbe específica-
mente el otorgamiento de permisos de ocupación, 

uso y explotación de la rambla Costanera Norte. 
Además, es inconstitucional, pues contradice su 
artículo 8°, en el que se establece que la ribera 
del Río de la Plata y del Riachuelo “son públicas 
y de libre acceso y circulación”.

La creación de este distrito se corresponde con 
el plan sistemático de desprendimiento de in-
muebles públicos desplegado por la gestión PRO 
desde el año 2007, que alcanzó a más de 350 
hectáreas de tierras cedidas en venta y concesio-
nes. Para ello, se recurrió a múltiples estrategias: 
autorizaciones gestionadas a través de discusio-
nes parlamentarias en la Legislatura; artilugios 
jurídicos para soslayar el tratamiento legislativo 
y gestiones mediadas por organismos de geren-
ciamiento creados ad-hoc bajo la forma de cor-
poraciones o agencias. La primera de ellas fue la 
Corporación Puerto Madero (para operar sobre el 
área de Puerto Madero)11 y la segunda la Corpo-
ración Buenos Aires Sur S. E. (para operar en los 
barrios del sur de la ciudad). 

En este marco, el día 3 de diciembre de 2015, 
cuando Macri finalizaba su mandato como jefe de 
gobierno de la ciudad, en la Legislatura se aprobó 
en primera lectura el proyecto de Ley N° 2485-J-
2015 que creaba una tercera agencia de la ciudad, 
la Agencia de Bienes S.E. (ABSE), a través de la 
cual se habilitaba la venta del predio del club Tiro 
Federal. Vecinos, organizaciones comunales y el 
Observatorio del Derecho a la Ciudad fueron los 
primeros que alertaron sobre la intención del go-
bierno de vender este predio y difundieron en las 
redes un flyer con el sello del gobierno de la ciu-
dad que circuló en el sur de Estados Unidos en el 
año 2015, en el que bajo el título “Opportunities 
are coming”, se mostraba el render de un proyec-
to de torres de departamentos diseñadas por el 
arquitecto y desarrollador inmobiliario Alejandro 
Gawiansky12 en el predio del Tiro Federal como 
publicidad de inversión inmobiliaria, cuando en el 
país aún no se hablaba del proyecto oficialmente 
(Figura 2).

11. “El 15 de noviembre de 1989 se suscribió un convenio entre el Ministerio de Obras y Servicios Públicos de la Nación, el Ministerio del 
Interior y la entonces Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires por el cual se constituyó una sociedad anónima a la que se le transfirió el 
dominio de los terrenos del área. Sus accionistas, el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad son los que designan a los seis miembros del 
directorio. Esta corporación no recibe partidas de presupuestos públicos y los recursos se generan con la venta de terrenos que se aplican 
a la gestión de infraestructura y el mantenimiento de servicios, trazados viales, parquizaciones, y puentes” (CAPM).

12. Líder de un grupo inversor referente de espacios de co-working en el Distrito Tecnológico. Ofertó por el predio, pero lo adquirió el grupo 
Werthein.
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En marzo de 2016 se realizó una audiencia públi-
ca destinada a la ciudadanía para decidir sobre 
la legalidad y conveniencia de este proyecto de 
ley. A pesar del rechazo absoluto y unánime se 
sancionó como ley N° 5558, aunque con la intro-
ducción (promovida por el bloque opositor) de la 
limitación de que, para vender o privatizar tierras 
públicas, debía contar la ABSE con la autorización 
de la Legislatura.13

Por medio de esta ley se habilitó la venta de tie-
rras del predio del Tiro Federal y la instalación de 
un negocio inmobiliario de viviendas suntuosas 
que terminaría de consolidar un corredor costero 
destinado a grandes emprendimientos inmobilia-
rios, que ensambla la costanera norte de la Pro-
vincia de Buenos Aires con el borde del Riachuelo. 
La ABSE se sumaba a las ya existentes Corpora-
ción Puerto Madero y Corporación Buenos Aires 
Sur S. E.

A través de estos tres organismos, se habilitaba la 
venta de cualquier inmueble de la ciudad sin ne-
cesidad de autorización de la Legislatura ni de las 
comunas, y sin conocimiento de la ciudadanía. Las 
atribuciones de la ABSE también entran en conflic-
to con el PUA, que inicialmente contemplaba la 
creación de “un banco y un fondo para tierras ur-
banas y estímulos financieros para programas de 
infraestructura, equipamiento y renovación urba-
na». Esta visión se reafirmará con la creación del 
Instituto de la Vivienda de la Ciudad de Buenos 
Aires (IVC) en 2003, el cual debía recibir las tierras 
e inmuebles adecuados para fines habitacionales, 
una medida que nunca se ha implementado.14

Este entramado institucional le permitió a Rodríguez 
Larreta como jefe de gobierno privatizar una can-
tidad aproximada de 174 hectáreas de tierras pú-
blicas, la misma cantidad de tierras que a Macri le 
había llevado ocho años ceder.

Entretanto, las herramientas jurídicas vigentes, el 
Código de Edificación de 1944 y el Código de Pla-
neamiento Urbano de 1977, anteriores a la san-
ción del PUA, no habían sido reformulados y, en 
este contexto, el futuro PUA resultó indispensable 
a los fines de blanquear las contravenciones e 
irregularidades de las grandes empresas construc-
toras de la ciudad.

La UBA en la sociedad

En Argentina, la Reforma Universitaria iniciada en 
la provincia de Córdoba en 1918 ha sido un hito 
central en la enseñanza universitaria, buscando 
democratizar la universidad y conferir un carácter 
científico. Este movimiento reformista se extendió a las 
demás universidades del país y de Latinoamérica, im-
pactando en la reforma de sus estatutos y leyes 
que propugnaban por su autonomía. Si bien tuvo 
motivaciones en principio pedagógicas, pues bus-
caba cambios en los claustros, prontamente se am-
plió hacia perspectivas más generales, dado que 
el simple cambio estatutario no conducía por sí 
mismo a una auténtica reforma, la que no podría 
ocurrir sin una transformación social y política.

Sin embargo, los cambios no se producen de una 
vez y si suceden no resulta tan sencillo mantenerlos. 

Figura 2. Flyer promocionales del predio del Tiro Federal.

13. Al año siguiente se creó la nueva agencia con este condicionamiento disuelto por la Ley N° 5941 (LCABA, 2017).

14. Ley N° 1251, art. 8 (4/12/2003), que luego se reiteró en la Ley N° 1555 (9/12/2004).
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La Psicología Social Histórica es la que se ocupa 
de estudiar las transformaciones, las innovaciones 
y las modificaciones estructurales en el seno de un 
sistema; sin embargo, no todo cambio es radical, 
también puede tratarse del desplazamiento de al-
gunos de sus elementos. En ese marco, se entiende 
el interés de la disciplina por estudiar aquello que 
todavía permanece en lo que se ha transformado 
(Malfé, 1994; Robertazzi y Pertierra, 2013).

No es de extrañar que el 18 de noviembre de 1960, 
en el discurso pronunciado a la Asociación de Pren-
sa Extranjera, Risieri Frondizi, quien fuera Rector de 
la UBA, planteara en un contexto post dictadura 
que la integración universitaria se encontraba en 
pleno desarrollo, dado que con anterioridad solo 
había un conjunto de escuelas profesionales: “al-
gunas con un cerrado espíritu provinciano, encu-
bierto retóricamente por grandes principios: auto-
nomía de las Facultades, gloriosa tradición, etc. […] 
si bien la tradición de la Universidad era realmente 
disociadora” (Ciria y Sanguinetti, 1983, 189).

Este discurso de Frondizi se daba en el marco de 
la construcción de la Ciudad Universitaria, coinci-
dente con un período de reconstrucción y moder-
nización académica y científica orientada al desa-
rrollo nacional, cuando se entendía que la inves-
tigación debía hacerse en la universidad porque 
se consideraba el lugar natural. En ese escenario 
se creó el Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas (CONICET), que nuclea a los 
investigadores del país en un solo organismo des-
centralizado (Romero, González Bracco, 2014). El 
proyecto de Ciudad Universitaria quedó abortado 
por el inicio de la dictadura militar ocurrida en el 
país entre 1976 y 1983. 

Según el Estatuto de la UBA de 1960, se conside-
ra a la investigación como una actividad “normal 
inherente a la condición de docente universitario” 
y se persigue formar “investigadores originales, 
profesionales idóneos y profesores de carrera, so-
cialmente eficaces y dispuestos a servir al país” 
(UBA, 1960). Si bien se propone encauzar “a los 
graduados” en “la enseñanza y en las tareas de 

investigación” como una modalidad de estrechar 
“su relación con la sociedad”, en la FADU la in-
vestigación demoró muchos años en formalizar-
se, dado que, la tradición académica fuertemente 
comprometida se desarticuló con la dictadura mi-
litar y tardó muchos años en reconfigurarse.

La década de 1990 marcó una inflexión, pues des-
de la sanción de la Constitución de la Ciudad se 
instauró formalmente la vinculación de la Univer-
sidad con el Estado local, al instituir la primera 
como consultora preferencial.15 Retomando la tra-
dición académica de la década de 1960, también 
se reforzó la concepción de la investigación que 
priorizara “el interés y la aplicación social”. Simul-
táneamente, desde la UBA se institucionalizó por 
primera vez la investigación con la creación del 
régimen de subsidios denominado UBACyT hasta 
hoy vigente.

Con posterioridad a la crisis política, social, eco-
nómica e institucional del año 2001, desde el 
Programa de Evaluación Externa de Actividades 
Científicas y Tecnológicas el rol social de la UBA 
resultaba poco satisfactorio: “Una compleja gama 
de razones, algunas relacionadas con los límites 
impuestos por su propia organización interna; 
otras derivadas de las discontinuidades y ruptu-
ras en el ordenamiento institucional del Estado, 
han determinado que estos intentos no siempre 
resultaran satisfactorios” (SECyT, 2002, 4).

El 2007 marcó una nueva inflexión en la política 
universitaria. Algunas actividades de extensión 
se formalizaron a través del régimen de proyec-
tos subsidiados UBANEX y desde Rectorado se 
crearon los programas destinados a promover 
la investigación interdisciplinaria con relevan-
cia social (PIUBAS),16 que dos años después, en 
2009, culminó en una convocatoria especial a 
proyectos de investigación interdisciplinaria que 
tienen como perspectiva la aplicabilidad del co-
nocimiento.

Como consecuencia de la escasez de recursos 
que afectó al área de investigación en los últimos 

15. En el Capítulo 19: Ciencia y Tecnología, Artículo 58° (LCABA, 1996).

16. Son cinco programas interdisciplinarios: PIUBACC (sobre Cambio Climático); PIUBAMAS (sobre Marginaciones Sociales); PIUBAES (sobre 
Energías Sustentables); PIUBAD (para el Desarrollo Industrial, Agropecuario y de Obras y Servicios Públicos); PIUBAT (sobre Transporte). 
Menos en el PIUBACC, en el resto participan arquitectos y planificadores.
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años, entre los años 2015 y 2019, tanto en la Uni-
versidad como en el CONICET gran parte de los 
docentes con larga tradición en la investigación 
comenzaron también a desplegar sus actividades 
en el ámbito de la extensión universitaria, lo que 
de manera inconsecuente, implicó una nueva con-
cepción de la investigación aplicada y de lo que 
se entendía por extensión, por pluridisciplina, in-
terdisciplina, y transdisciplina.

En 2007, en un contexto de emergencia de polí-
ticas urbanas neoliberales, se sancionó la ley N° 
2511, que tuvo como objetivo formalizar el aseso-
ramiento científico y tecnológico al gobierno por 
parte de instituciones e investigadores de univer-
sidades públicas y privadas. Sin embargo, esta 
ley adoptó una concepción empresarial orientada 
a promover una «cultura innovadora y emprende-
dora en la ciudad y su contexto metropolitano» 
(LCABA, 2007).

Actualmente, los mecanismos formales de articula-
ción de la Universidad con las demandas sociales 
son múltiples y variadas: investigación aplicada a 
través de los proyectos de investigación; proyec-
tos de extensión; voluntariados y convenios insti-
tucionales para asesoramiento técnico.

La FADU en la sociedad

En la FADU-UBA, situada en la Ciudad Universita-
ria, se dictan siete carreras que conciben el diseño 
como eje vertebrador. Por lo tanto, comparten el 
mismo espacio físico y conceptual quienes dise-
ñan arquitectura, piezas gráficas, productos de 
la industria, indumentaria, textiles, audiovisuales 
y el paisajismo. Lo proyectual como paradigma 
atraviesa todas las carreras, al punto tal que la 
materia del curso de ingreso Introducción al Co-
nocimiento Proyectual es común a todas las carre-
ras porque se considera el ejercicio del proyecto 
como esencial, troncal y transversal.

La carrera de arquitectura tiene un perfil profesio-
nalista, estrictamente enfocado al diseño y cons-
trucción de edificios y espacios. Con este enfoque 
se contempla que el desarrollo profesional se rea-
lice tanto en “la esfera privada, en forma indivi-
dual o integrando equipos de trabajo en estudios 
de arquitectura, como en el ámbito público, en 

reparticiones nacionales, provinciales, o municipa-
les” (FADU-UBA 2019). A continuación, se realizará 
un estudio de casos en los que se evaluará el 
rol atribuido a la FADU en las recientes políticas 
urbanas.

El PUA y el proceso de reformulación de los 
instrumentos jurídicos

Se ha señalado anteriormente que el PUA, que te-
nía como objetivos la “consolidación de principios 
y normas para un desarrollo planificado, compren-
sivo y coherente de la ciudad” (Chain, 2009, 8), 
tardó casi ocho años en consolidarse. En 2000 y 
2004 se enviaron proyectos de reglamentación a la 
Legislatura, pero por no cumplirse con las disposi-
ciones previstas de participación ciudadana y a raíz 
de las denuncias de organizaciones ambientales y 
vecinales perdieron estado parlamentario.

En 2001, desde la Sociedad Central de Arquitectos 
se validó la redacción de la primera versión del 
PUA, que destacaba un enfoque orientado hacia 
«los fragmentos de oportunidad y las áreas de los 
sistemas de posible reconversión». Aunque esta 
versión, fruto de poco más de dos años de traba-
jo, se concibió como «una amplia base de discu-
sión y un conjunto de acuerdos positivos para la 
ciudadanía», destinada a «encuadrar los proyectos 
sectoriales y establecer nuevos horizontes de in-
tegración» (Levrero, 2001, p. 41), como indicaba 
entonces el jefe de gobierno Aníbal Ibarra, el PUA 
se consideraba «el punto de partida para priori-
zar cada una de las acciones de gobierno» (Ibarra, 
2001, p. 43), aunque carecía de respaldo político 
firme. Enmarcado en el enfoque del planeamien-
to estratégico, esta versión del PUA representaba 
la expresión más clara del imaginario profesional 
reflejado en esbozos preliminares de proyectos ur-
banos en diversas áreas de la ciudad.

En la visión que atravesó su redacción se deses-
timaron los diagnósticos para focalizarse en “ob-
jetivos y estrategias” desarrolladas a través de 
múltiples documentos desconectados. En síntesis, 
era “un plan para ser convertido en obras” (García 
Espil, 2001, 45). Como señalaba la urbanista Silvia 
Fajre (2001, 260): “El Plan Urbano Ambiental está 
en continua reformulación porque es un proceso 
que busca especificar y clarificar las políticas ha-
ciendo explícitos los conflictos y con propuestas 
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de resolución, atendiendo los distintos intereses 
en juego”.

A esta presentación fragmentaria podía sucederle, 
en sus extremos, un orden de prelación o impor-
tancia de ejecución (como plan de Estado), o bien 
la generación de procesos de gestión incluidos 
recursos a través de promotores inmobiliarios.

Los proyectos de cada fragmento fueron desarro-
llados por oficinas técnicas de gobierno,17 proce-
sos de llamado a concursos públicos,18 y a través 
convenios con la FADU19 y de contratación directa 
de algunos profesores de la casa de estudios.20 
Los convenios con la FADU estaban imbricados 
con cátedras coordinadas por funcionarios de go-
bierno o de organismos como el CoPE, que tuvie-
ron gran responsabilidad en las profundas limita-
ciones del resultado final.

En el contexto de tratamiento de la versión del 
PUA que se aprobó en 2007, cinco representantes 
de bloques de la Legislatura denunciaron que se 
estaba “ante una recopilación de objetivos y de-
seos, no de un plan; no hay instrumentos precisos 
sobre la intervención de la ciudad, ni normas, ni 
diagnóstico”. Además, no había sido debatido en 
comisión, con lo cual se enviaría a debate públi-
co en audiencia sin tener el suficiente consenso 
(Parlamentario.com, 2007).

Como se mencionó anteriormente, en 2011 el Mo-
delo Territorial estuvo alineado con la política de 
Polos y Distritos. Sin embargo, no fue sino hasta 
2015, durante la etapa final del mandato de Macri 
como jefe de gobierno de la ciudad, cuando se 
formuló el Código Urbanístico y el Código de Edifi-
cación, dos códigos que el PUA identificaba como 
herramientas fundamentales para operativizar el 
planeamiento urbano, junto con los códigos ur-
banístico, ambiental, de edificación y de habilita-
ciones y verificaciones, así como el Modelo Terri-
torial. Estos instrumentos se introdujeron con un 

PUA ya vencido, que aún reflejaba diagnósticos 
de problemas y temas urbanos prioritarios de la 
década de 1990, sin un modelo territorial actuali-
zado y sin abordar adecuadamente las cuestiones 
medioambientales.

En el PUA se mencionan como instrumentos par-
ticipativos la “Comisión Asesora”, el “Foro Parti-
cipativo Permanente”, la “Audiencia Pública” y la 
“Difusión” (CoPUA, 2009, p. 54). En 2015, también 
se publicó un documento elaborado por el CoPE 
y la Unidad de Coordinación del Plan Estratégico 
titulado «Hacia el Plan Estratégico Buenos Aires 
2030: Estrategias para avanzar en la planificación 
participativa». En este documento, bajo el título 
“Hacia una función social de la ciudad”, se subra-
yaba la importancia de que las ciudades ejerzan 
una “función social, garantizando a todos sus ha-
bitantes el usufructo pleno de los recursos que 
la misma ciudad ofrece”, en sintonía con la Carta 
Mundial por el Derecho a la Ciudad. Se enfatizaba 
también que “los espacios y bienes públicos de la 
ciudad deben ser utilizados priorizando el interés 
social, cultural y ambiental” (CoPE, UC, 2015, 69).
Mientras tanto, los códigos Urbanístico y de Edi-
ficación comenzaban a formularse en un contex-
to de crisis habitacional, con escasa participación 
ciudadana y con la colaboración de grupos empre-
sariales de la construcción, incluyendo la partici-
pación del entonces decano de la FADU, el arqui-
tecto Luis Bruno.

En 2016, el gobierno organizó las primeras instan-
cias comunicativas de estos instrumentos en reu-
niones de acceso restringido para la ciudadanía, 
dado que solo podían participar organizaciones 
sociales o entidades culturales, comunales o ba-
rriales reconocidas con acreditación expresa. En 
estas instancias sólo se difundieron algunos po-
cos aspectos superficiales del enfoque. El Código 
Urbanístico propuesto era un código morfológico 
que perseguía un criterio de unificación general de 
alturas en los perfiles de las manzanas, según el 

17. Fueron responsables de los siguientes proyectos: Secretaría de Planeamiento Urbano de dos proyectos para Diagonal Norte; un equipo 
de trabajo del CoPUA del Corredor Verde del Sur.

18. Se concursaron proyectos para el “Área Nuevo Colegiales” y para la “Plaza de la República”.

19. Se desarrollaron en convenios con la FADU los proyectos de: Revalorización del Área Central, Área Aeropuerto-Puerto-Retiro, de 
integración de la Rivera Norte; Corredor Verde del Oeste; Pompeya/Parque Almirante Brown; Chacarita-Agronomía; Sector Chacarita.

20. Para el desarrollo de dos áreas: Mataderos (en el que participaron profesores de cátedras de diseño) y Constitución.
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ancho de las calles, y se eliminaban los indicado-
res constructivos21 sobre la base de la superficie 
del terreno, con la finalidad de hacer inteligible 
a los legos la potencialidad constructiva de cada 
terreno sobre la base de la altura máxima.

En la narrativa ficcional, y casi inverosímil, del 
gobierno que justificaba estas concepciones, la 
finalidad última que guiaría este futuro proceso 
de desarrollo urbano propuesto consistía en apro-
vechar al máximo la capacidad constructiva de 
la ciudad, con el objetivo de duplicarla. Esto se 
fundamentaba en la idea de inducir un aumento 
estimado de la población urbana a 6.000.000 de 
residentes, incluyendo a los 3.000.000 de usua-
rios transitorios de la ciudad, para convertirlos en 
residentes permanentes.

El Observatorio del Derecho a la Ciudad e inte-
grantes de la Campaña por una Carta del Derecho 
a la Ciudad presentaron una acción de amparo, 
solicitando la democratización de la discusión del 
nuevo Código Urbanístico, que culminó en el mes 
de noviembre en una medida cautelar que le orde-
naba al gobierno la elaboración de un cronograma 
de participación comunal según lo dispuesto en 
el PUA.22 Conforme a esta acción de amparo, en 
2016 comenzó “la primera etapa del proceso de 
participación abierto a todos los ciudadanos” a 
través del Foro Participativo Permanente (GCABA, 
2016). Algunos integrantes del equipo de investi-
gación participamos intensamente en la campaña, 
en los debates públicos y fuimos parte actora en 
el amparo.

La formulación de estos instrumentos de planea-
miento urbano cerraba el círculo del modelo de 
gestión de gobierno. Para el Consejo Profesional 
de Arquitectura y Urbanismo, la primera dificultad 
que se presentaba al analizar la propuesta del 
Código Urbanístico era “la ausencia de un Modelo 
Territorial que sirviera de base para la propuesta 
del código vigente”. Además, al haberse aproba-
do el PUA “sin plano”, no se territorializaban “los 
lineamientos de la estructura urbana deseada y 

sus desarrollos futuros, especialmente en material 
de vialidad y espacio público” (CPAU, 2017, 3).

Polos y Distritos

En la portada del apartado “Hacia una función 
social de la ciudad” del libro Hacia el Plan Estra-
tégico Buenos Aires 2030. Estrategias para avanzar 
en la planificación participativa elaborado por el 
CoPE se muestra una imagen de la calle Caminito 
del barrio de La Boca (Figura 3), que ha sido, de 
manera caricaturesca y reduccionista, modificada 
en su fachada, con colores impropios de la cultura 
del lugar, pero que demuestra el tipo de inter-
venciones globales de los centros históricos que 
desnaturalizan el patrimonio tangible e intangible. 
El caso de este distrito ejemplifica, además, las 
consecuencias socioambientales que los procesos 
de valorización de estas políticas desencadenan.

Figura 3. Calle Caminito en el barrio de La Boca.

21. Se eliminaban el Factor de Ocupación del Suelo (FOS) y Factor de Ocupación del Terreno (FOT).

22. La causa caratulada “Baldiviezo, Jonatan Emanuel Y OTROS C/ GCBA S/ Amparo”, Expediente Nª A24068-2016 quedó radicada en el 
Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Nª 4, a cargo de la Jueza Elena Liberatori (ODC, 2016).
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La ley Nº 4353 del año 2012 que dio origen del 
“Distrito de las Artes” se orientó a financiar par-
cialmente el establecimiento y la radicación de 
inversores inmobiliarios en el barrio porteño de 
La Boca y subsectores de los barrios aledaños de 
Barracas y San Telmo, implementando la exención 
impositiva a los a inversores de aquellos impues-
tos que gravan la compra, edificación o posesión 
de inmuebles,23 pero se exceptuó de implementar 
su Artículo 29° (LCABA, 2012). Este artículo había 
sido incorporado a la ley a instancias de los recla-
mos de vecinos y organizaciones sociales que lu-
chan por un derecho a la vivienda digna y que se 
encuentran abocados a paliar las consecuencias 
de expulsiones y procesos de gentrificación que 
estas políticas de promoción de desarrollo urba-
no especulativo fueron generando en la zona sur 
de la ciudad. En ese artículo se establece que el 
poder ejecutivo: “atenderá la situación de vulne-
rabilidad social en la zona, relevando la necesidad 
de soluciones habitacionales y dispondrá acciones 
direccionadas a facilitar la permanencia de las fa-
milias radicadas actualmente en el Distrito de las 
Artes”, aunque nunca fue reglamentado ni puesto 
en práctica.

Pero, además, la ley del 2012 incumple con la 
reglamentación e implementación de otra dispo-
sición, anterior a la creación del distrito, y que 
había sido promovida por vecinos y organizacio-
nes sociales del barrio en el año 2006 con miras 
a mejorar sus condiciones de habitabilidad: la ley 
Nº 2240, que declara la Emergencia Urbanística 
y Ambiental “en lo que hace a la vivienda, ser-
vicios, equipamiento, espacios verdes y de acti-
vidades productivas” (LCABA, 2006). En esta ley 
se estipula que los programas implementados por 
el Poder Ejecutivo en el barrio deben priorizar la 
consolidación dentro de su área, promoviendo la 
ocupación de inmuebles ociosos por parte de los 
residentes para impulsar la renovación urbana, 
el mejoramiento social y ambiental, así como la 
solución de las necesidades habitacionales de la 
comunidad local. Sin embargo, a pesar de estos 
objetivos, la ley no ha visto cumplirse con la asig-
nación presupuestaria correspondiente y ha sido 
completamente ignorada por las administraciones 
del gobierno porteño.

El barrio, que desde la década de 1990 había ex-
perimentado intensos procesos de gentrificación 
debido a las grandes inversiones públicas destina-
das a la revalorización del área costera para miti-
gar las inundaciones, atrajo inversiones privadas, 
especialmente en zonas como Vuelta de Rocha 
y la calle Caminito. Estas inversiones impulsaron 
procesos de reconversión poblacional y gentrifica-
ción, que se intensificaron a partir del año 2000 
con la creación de la Corporación Buenos Aires 
Sur, y se agudizaron aún más desde 2012 con la 
formación del Distrito de las Artes.

Como resultado de estas políticas, mientras que 
antes de su implementación se registraba un des-
alojo cada dos meses, actualmente la frecuencia 
es de tres por semana (Sarmiento, 2020). Hasta 
2016, más de 1.200 habitantes habían sido des-
alojados del barrio. Entre febrero y marzo del mis-
mo año, se desalojaron más de 70 familias y se 
tenían otros 70 desalojos en proceso para abril. 
Esta situación llevó a la presentación de un pro-
yecto de Ley de Emergencia Habitacional en el ba-
rrio en abril, una iniciativa ciudadana promovida 
por el Grupo de Vivienda y Hábitat de la organi-
zación multisectorial La Boca Resiste y Propone, 
aunque no prosperó. En enero de 2020 se presen-
tó un amparo colectivo como medida adicional 
ante esta problemática persistente.

El caso de Ministro Brin

Hacia octubre de 2013, los habitantes del conven-
tillo ubicado en la calle Ministro Brin 1251, que 
se encontraban en proceso de desalojo judicial, 
tomaron contacto con el grupo “Construir desde 
Aquí”, que estaba trabajando en el barrio a través 
de distintos programas de voluntariado de la UBA. 
Se trataba de un conventillo tradicional de chapa 
y madera que había sido comprado por un parti-
cular en un remate, a muy bajo costo, en virtud de 
que el mismo estaba ocupado desde hacía más de 
veinte años por quince familias.

El proceso estaba radicado en el Juzgado Na-
cional en lo Civil Nº1 a cargo del Dr. Caramelo, 
quien solicitó una instancia de negociación entre 
el propietario y los ocupantes, intimando al IVC a 

23. Tales como el Impuesto de Sellos, la Tasa de Derechos de Delineación y Construcciones, y la de Alumbrado, Barrido y Limpieza.
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participar, en función de su carácter de organismo 
estatal responsable de garantizar el acceso a la 
vivienda.

A instancias de la Comisión Nacional de Tierras 
para el Hábitat Social y de militantes políticos afi-
nes al gobierno nacional,24 los vecinos decidieron 
conformar la “Cooperativa de Vivienda Crecer en 
Ministro Brin” y en audiencias judiciales se fue 
delineando la compra de la propiedad por parte 
de la cooperativa de vivienda, con los fondos de 
los créditos que el IVC, a través de la ley N° 341, 
podía otorgar a dos familias, más la suma del 
subsidio habitacional por desalojo que les corres-
pondía a las trece familias restantes. Entretanto 
las audiencias se sucedían, el equipo del volunta-
riado de la UBA, con la colaboración de un equipo 
de investigadores de un proyecto de extensión 
UBANEX25 de la FADU, se consolidaron como un 
actor clave para el apoyo de los reclamos.

En enero de 2014, la cooperativa encargó a CdeA 
la realización de un proyecto para la mejora inte-
gral del edificio, y en junio de 2014 el juez intimó 
al IVC a entregar los créditos y subsidios para la 
compra, y que fue apelada por GCABA sin éxito. 
Finalmente, el 3 de noviembre de 2014, se realizó 
la escritura traslativa de dominio hacia la coope-
rativa. Este caso exitoso de intervención de la Uni-
versidad se producía en un contexto de intensos 
reclamos en el barrio por el cumplimiento de los 
derechos habitacionales establecidos constitucio-
nalmente frente al IVC.

Los procesos de integración socio-urbana de villas
En 2016, conforme el enfoque viviendista impe-
rante en la solución de las problemáticas habita-
cionales de los barrios de villas, entre la FADU y el 
IVC se generó un convenio de “asistencia técnica”, 
a partir del cual diferentes estudios de arquitec-
tura de profesores de la casa de estudios formu-
laron los anteproyectos para tres de las villas en 

proceso de reurbanización. Intervinieron en Villa 
20 el estudio Béccar Varela-Amorín,26 en Rodrigo 
Bueno ATV y en Playón de Chacarita el estudio Mo-
noblock. Estos tres estudios, con la coordinación 
del arquitecto Daniel Becker,27 trabajaron bajo un 
mismo “paraguas programático”. Según señalaba 
Federico Azubel del estudio ATV, las intervenciones 
que se propusieron no eran aisladas:

“Si bien cada estudio hizo su anteproyecto, 
se trabajaron los criterios proyectuales des-
de la FADU como un equipo y bajo el ger-
men inicial propuesto por el IVC, que aho-
ra continúa con el desarrollo de las ideas 
iniciales. Por eso nos gusta más hablar de 
un proceso que de un proyecto” (Villafañe, 
2017).

En Playón de Chacarita y en Rodrigo Bueno, la 
intervención de la FADU fue muy controversial. 
Los anteproyectos tenían graves fallas de diseño, 
problemas con las tipologías y demás. Luego de 
meses de revisión y debate de las propuestas con 
los habitantes, el IVC envió a licitación los pro-
yectos sin haber sido consensuados como dicta 
la ley de cada barrio. En Playón de Chacarita, en 
medio de la construcción, se volvió a comenzar el 
proceso de diseño de nuevas viviendas y las cons-
trucciones en curso tuvieron que ir adaptándose 
al nuevo proyecto.

Los patios de los conjuntos de Rodrigo Bueno es-
tán divididos por consorcios y resulta imposible 
darles alguna utilidad. La sumatoria de enreja-
dos torna imposible su habitabilidad (Figura 4). 
El proyecto urbano no condice con el espíritu del 
proyecto de integración productiva propuesto por 
el barrio y el sector productivo se ha limitado a 
unos containers de comida típica latinoamericana 
concesionados algunos de ellos a emprendedores 
del barrio, pero que están abiertos al público solo 
los fines de semana y feriados.

24. Se trata de militantes de La Cámpora, agrupación política kirchnerista fundada en el año 2006.

25. UBANEX El derecho a la vivienda en el barrio de La Boca (bajo la dirección de Rosa Aboy y con sede en la FADU) (Bascans, Bonila, 
Guerrero, Mariani, Morales, 2015).

26. Este conjunto habitacional fue producto de un Concurso Nacional de Anteproyectos de Viviendas Sociales (ver el proyecto en ARQA/
AR, 2016).

27. Daniel Becker con el decano de ese momento, Luis Bruno, eran miembros del mismo taller de diseño de la carrera de Arquitectura de 
la FADU.



Cuestión Urbana - Año 7 Nro. 14 - Dic. 2023

56

SECCIÓN > Dossier

El proyecto de Villa 20 se construyó mediado por 
una intervención judicial, pues luego de haber ga-
nado el equipo en una segunda instancia de con-
curso, desde el IVC se había decidido desestimar 
el proyecto (Construar, 2016).

La intervención de la FADU en los procesos de 
integración socio-urbana de villas tiene larga data. 
El año 2010 se sancionó la ley de urbanización de 
la entonces Villa 31 y 31 bis, la Ley N° 3343, sobre 
el sustrato del trabajo realizado por un equipo de 
profesores de la FADU liderado por el arquitecto 
Javier Fernández Castro, que desde el año 2002 
venían trabajando en el barrio en el marco de di-
ferentes proyectos de investigación UBACyT, y que 
terminó en un proyecto urbano para todo el barrio 
publicado en un libro de su autoría en 2010.

Las labores realizadas por su equipo no conclu-
yeron en 2010, sino que continuaron mediante 
un convenio con la Corporación Puerto Madero 
para desarrollar proyectos de vivienda, y pos-
teriormente a través de un último convenio con 
cláusula de confidencialidad para el mismo pro-
yecto de viviendas destinadas a la reubicación de 
familias afectadas por la construcción del parque 
lineal elevado. Aunque este arquitecto expresó su 
oposición al parque, aceptó el convenio para las 
viviendas, las cuales fueron ampliamente recha-
zadas por los habitantes. Además de ser reubica-
dos compulsivamente en ellas, los residentes no 
estaban de acuerdo con el sistema constructivo 
steel-framing ni con las expansiones que consi-
deraban parecidas a las de una prisión, debido 

a preocupaciones sobre seguridad y privacidad 
(Figuras 5 y 6). Desde el inicio de su ocupación, 
las viviendas presentaron patologías constructivas 
que las hicieron prácticamente inhabitable. Deta-
lles constructivos que debían ser atendidos según 
el convenio no fueron adecuadamente abordados 
por el equipo técnico responsable, y actualmente 
están en un avanzado estado de deterioro, lo que 
ha resultado en acciones legales mediante un am-
paro judicial.

Figura 5. Vista de las expansiones del Conjunto 
Containera Azul.

Figura 4. Patios internos de los conjuntos habitacionales de Rodrigo Bueno.
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Figura 6. Vista de las fachadas con barreras pro-
tectoras de la privacidad.

Contrariando la modalidad usual corporativa de 
que los concursos los administra la Sociedad Cen-
tral de Arquitectos, la FADU también ha interve-
nido en la organización de concursos clave: Tiro 
Federal, “Concurso Internacional de ideas Parque 
en Altura Barrio 31-Retiro” del Barrio Padre 
Carlos Mugica (tan ampliamente resistido por sus 
habitantes), del Paseo del Bajo, y recientemen-
te Concurso Nacional de Ideas Buenos Aries y el 
Río ‘Parque Salguero’ Distrito Joven CABA (con la 
SCA). Respecto de esta intervención, que contraría 
leyes y la misma Constitución, desde la FADU se 
señala que:

“Se enmarca en un plan de revitalización 
histórica de Buenos Aires y el río. Y aspira 
ser concebido como el nuevo parque de la 
ciudad que complemente al parque Costa-
nera Norte del Distrito Joven y continúe de-
lineando una renovada relación del borde 
costero y la ciudad desde las preexistencias 
urbanas inmediatas” (FADU, 2020).

La intervención en todos estos concursos implica 
indefectiblemente una adhesión a las políticas de 
gobierno. El video realizado por la FADU y el go-
bierno de la ciudad del parque lineal es solo un 
ejemplo (GCABA-FADU, 2018).

Por el contrario, nuestros proyectos de investi-
gación aplicada y extensión se han centrado en 
acompañar los reclamos por los derechos vulne-
rados de los afectados, tanto en los procesos de 
integración socio-urbana, participando en la for-

mulación de proyectos de ley para cada barrio, 
como en la denuncia de las deficiencias en el 
diseño de los Conjuntos Habitacionales. Además, 
hemos elaborado informes técnicos que se pre-
sentaron ante el IVC, el gobierno de la ciudad, 
y en instancias judiciales y legislativas. La relati-
va autonomía alcanzada en el contexto de estos 
proyectos nos ha permitido sintonizar con las ne-
cesidades socioambientales de los afectados de 
manera efectiva.

Consideraciones finales

El cambio en la relación entre el GCABA y la FADU 
a partir de la Ley N° 2511 representó por un lado 
un incremento del presupuesto institucional, a tra-
vés de contrataciones profesionales directas o por 
medio de convenios destinados al asesoramiento 
o la formulación y administración de concursos 
públicos en proyectos urbanos claves, pero por 
el otro, una total adhesión a las políticas urbanas 
desarrolladas por el gobierno local por parte de la 
dirigencia de la FADU.

Asimismo, en el marco de estos convenios, gran 
parte de las contrataciones se fue transformando 
en una bolsa de trabajo profesional que involu-
cra a una red de cátedras, profesores y docentes 
afines a la dirigencia institucional y al gobierno. 
Las propuestas polarizadas de contratación osci-
lan entre los contratos más onerosos, cuyos res-
ponsables administran a discreción los recursos 
brindados protegidos con cláusulas de confiden-
cialidad, hasta los menos onerosos para tareas de 
relevamiento o auditorías de obras públicas, des-
tinados a profesionales subocupados o desocupa-
dos, cuyos derechos laborales se encuentran por 
lo general vulnerados.

En este contexto político, la capacidad de aná-
lisis crítico de las políticas implementadas y el 
compromiso para con toda la sociedad se vio al-
tamente condicionada. Como señala Alain Basail 
Rodríguez:

“La utilidad social del conocimiento pasa 
por su contribución positiva a las transfor-
maciones sociales hacia una sociedad mejor, 
integrando fragmentos, crítica de fuentes, 
pensando en tiempo real, aportando aná-
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lisis rigurosos, documentados y críticos de 
las crisis mientras transcurren y haciéndose 
cargo de la definición de condiciones para 
que las instituciones públicas sean más efi-
caces sin atropellar, intimidar, coartar a su-
jetos, ni agudizar contradicciones sociales” 
(2020, 233-234).

Este posicionamiento implicó también una erosión 
de su autonomía, además de cierta pérdida del 

sentido histórico de la función social que la Uni-
versidad debe ante todo promover.

Justamente, esta comunicación se propone hacer 
foco en una visión crítica, atendiendo a la for-
mación universitaria, dado que, como ya fue se-
ñalado más arriba, ciertas mentalidades o ciertos 
habitus son difíciles de modificar o suceden con 
demasiada lentitud, como muestra la perspectiva 
histórica elaborada.
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Resumen

Este artículo presenta una selección de tres colaboraciones desarrolladas en el marco de dos proyectos 
de investigación UBACYT, ambos en el programa PIUBAMAS. El primer proyecto aborda las tensiones, 
proyectos e intervenciones para el desarrollo con inclusión socio-espacial en la cuenca Matanza-Riachuelo 
(2014-2017). El segundo continúa con el enfoque sobre las tensiones y el desarrollo con inclusión socio-es-
pacial, centrándose en las áreas limítrofes entre la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el primer anillo del 
Conurbano Bonaerense (2021-2022). A partir de estos proyectos, colaboramos con el Ministerio Público de 
la Defensa de la CABA (2016-2020), el Instituto de Vivienda (IVC) de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
y la New School University de Nueva York. Los tres ejemplos presentados aportan conocimientos, procedi-
mientos y enfoques valiosos para el diseño de políticas públicas.

Palabras Clave: Colaboración; Interdisciplina; Investigación; Inclusión socio-espacial.

Summary

This article presents a selection of three collaborations developed through two UBACYT research projects, 
both within the PIUBAMAS programme. The first project focuses on tensions, projects and interventions for 
socio-spatially inclusive development in the Matanza-Riachuelo basin (2014-2017). The second continues 
the focus on tensions and socio-spatially inclusive development, focusing on the border areas between the 
Buenos Aires City and the first ring of the Conurbano Bonaerense (2021-2022). From these projects, we have 
collaborated with the Ministerio Público de la Defensa of the Buenos Aires City (2016-2020), the Housing 
Institute (IVC) of the Buenos Aires City and the New School University of New York. The three examples 
presented provide valuable knowledge, procedures and approaches for the design of public policies.

Key words: Collaboration; Interdisciplinarity; Research; Socio-spatial inclusion. 
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Introducción

Diversos son los senderos y las circunstancias que 
auspician encuentros productivos entre proyectos 
de investigación y la función pública o las organi-
zaciones de la comunidad, es decir, que generan 
actividades de valor social y académico. 

Algunos encuentros y colaboraciones se gestan 
según un proceso diseñado e implementado se-
cuencialmente, y otros surgen de modo aleatorio 
como secuela de otras reuniones o conversacio-
nes, o visualizando oportunidades gestadas en 
situaciones de cierta proximidad dadas por com-
partir un conjunto de valores, o por congruencia 
de temas, enfoques u objetivos. 

En este artículo se presenta una selección de tres 
colaboraciones que, debido a circunstancias di-
versas, hemos desarrollado en el marco de dos 
proyectos de investigación UBACYT enmarcados 
en el programa PIUBAMAS: uno trata sobre las 
tensiones, proyectos e intervenciones para el de-
sarrollo con inclusión socio-espacial en la cuenca 
Matanza-Riachuelo (2014-2017)1; y el otro conti-
núa el enfoque sobre las tensiones y el desarrollo 
con inclusión socio-espacial, abarcando el conjun-
to de las situaciones de borde entre la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y el primer anillo del 
Conurbano Bonaerense (2021-2022)2.

Desde estos proyectos, colaboramos con el Minis-
terio Público de la Defensa de la CABA, entre 2016 
y 2020,3 y en los mismos años con el Instituto de 
Vivienda (IVC) de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires y la New School University de Nueva York.4 

Un seguimiento y ampliación de esta última inves-
tigación la llevamos a cabo durante 2020 y 2021 

en conjunto con el IVC y la New School University, 
gracias al apoyo internacional de Chalmers 
University de Gothenburg y el Swedish International 
Development Agency (SIDA).5 

Territorios Emergentes: 
vulnerabilidad urbana y espacio 
digital en la Ciudad de Buenos Aires 
(2016-2018)

“Tanto por sus objetivos como por la me-
todología de investigación utilizada, por la 
forma de presentar los resultados (con una 
fuerte impronta visual) y por la vinculación 
institucional entre una universidad y un or-
ganismo judicial dedicado a la defensa pú-
blica, esta publicación se caracteriza por su 
originalidad y novedad.” Horacio Corti 6

Al Ministerio Público de la Defensa de la Ciudad 
le interesó una de las metodologías desarrolla-
das en el marco de los dos UBACYT mencionados. 
Se trata de la que permite identificar y analizar 
las demandas de transformación disparadas por 
problemas territoriales o ambientales emitidas por 
individuos, asociaciones vecinales o medio loca-
les en una selección de plataformas del espacio 
digital. Esta metodología, que hemos denominado 
Explorador TecnoSocial (ETS), se aplica a las uni-
dades administrativas de borde entre la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y el Gran Buenos 
Aires. Entendemos que las nuevas infraestructu-
ras tecnológicas digitales y el Internet han abierto 
un amplio abanico de posibilidades para vehicu-
lizar las voces, interacciones y problemas de la 
sociedad civil, ofreciendo asimismo instrumentos 
de relevamiento e interpretación de la información 

1. Proyecto UBACYT PIUBAMAS, Trienal Interdisciplinario 20620130100021BA, “Tensiones, proyectos e intervenciones para el desarrollo 
con inclusión socio-espacial en la cuenca Matanza-Riachuelo”, 2014-2017. Co- directores: Javier Fernández Castro, Mónica Lacarrieu, Ariel 
Misuraca. FADU UBA y FSOC UBA.

2. Proyecto UBACYT PIUBAMAS, Trienal Interdisciplinario, 20620170100010BA, “Tensiones socio-espaciales en situaciones de borde entre la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el primer anillo del Conurbano Bonaerense: políticas, proyectos e intervenciones para un desarrollo 
con inclusión”, 2018-2022. Co-directores: Javier Fernández Castro, Mónica Lacarrieu, Ariel Misuraca. FADU UBA y FSOC UBA.

3. Ver: Gutman et al., (2020a).

4. Ver: Cohen y Gurman et al. (2020b).

5. Ver: Cohen et al., (2022).

6. Nota Editorial de Horacio Corti, Defensor General de la CABA, en Gutman et al. (2020, 6).
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recopilada que van más allá de las vías tradiciona-
les o habituales, y habilitando una más ajustada 
implementación de acciones y políticas públicas.
En este contexto, se acordó llevar a cabo una in-
vestigación en colaboración con el Ministerio Pú-
blico de la Defensa, el UBACYT y el Observatory on 
Latin America OLA/ The New School, para relevar y 
sistematizar las demandas originadas por incum-
plimiento de los derechos económicos, sociales y 
culturales (DESC) sancionados por la Constitución 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA), 
emitidas por individuos o colectivos sociales en 
una selección de plataformas del espacio digital, 
entre 2016 y 2018. 

A tal efecto, focalizamos el trabajo sobre las cin-
co comunas del sur de la CABA que registran los 
mayores niveles de vulnerabilidad (1, 4, 7, 8 y 9) 
según datos de 2016,7 para identificar, sistema-
tizar y analizar las demandas que emergen en el 
espacio digital relativas a la educación, la salud, 
la vivienda, el espacio urbano, la infraestructura, 
la seguridad, el trabajo y el medio ambiente. Con-
sideramos que en varios aspectos esta investiga-
ción complementa las funciones del Ministerio Pú-
blico de la Defensa: contextualiza las demandas 
en curso en base a la selección e interpretación 
de datos que se difunden en Internet de modo 
espontáneo y en grandes cantidades; ofrece un 
nuevo canal para detectar potenciales demandas 
y además contribuye con el aporte de imágenes, 
videos y notas que circulan en el espacio digital; 
permite comparar los datos estadísticos publica-
dos por organismos oficiales con los resultados 
obtenidos y en particular ofrece una granulome-
tría más fina (zoom in) de los problemas y actores 
en el territorio; y a través de un incremento de 
la visibilidad de problemas que por recibir pocos 
clicks no tienen gran circulación en el espacio di-
gital, abre otra ventana de oportunidad para que 
dichos problemas y vulnerabilidades sean recono-
cidos y eventualmente resueltos. 

El informe final que presentamos fue publicado 
completo en marzo de 2020 en la Revista Ins-
titucional del Ministerio Público de la Defensa. 
En la primera parte se incluye una selección de 
discusiones sobre las posibilidades que abren las 

nuevas infraestructuras digitales para el releva-
miento e interpretación de derechos incumplidos, 
y justifica la aplicación de la metodología del ETS. 
En la segunda parte se despliega el relevamiento, 
el análisis sistemático y la visualización interpreta-
tiva de los derechos incumplidos contenidos en los 
648 registros (artículos y vídeos) identificados en 
la web, en YouTube y en Facebook, desagregados 
en ocho categorías: Educación, Espacio Urbano, Vi-
vienda, Seguridad, Infraestructura, Trabajo, Salud 
y Medioambiente, y sus respectivas subcategorías. 
Se concluye, en la tercera parte, con la lectura de 
una serie de tableros georreferenciados que visua-
lizan las interrelaciones entre categorías, fragmen-
tos territoriales emergentes, actores y plataformas, 
sobre la base de los cuales se articula una interpre-
tación a nivel general de la información recopilada, 
así como una evaluación de sus aportes.

A continuación, se reproducen las reflexiones fina-
les del trabajo de exploración del espacio digital 
con la metodología del ETS, que registra escasos 
antecedentes en los estudios urbanos locales. La 
perspectiva analítica desplegada incluye la rique-
za y particularidad de las interacciones que se lle-
van a cabo en el espacio digital. 

“1. Multidimensionalidad. Si se entiende la 
vulnerabilidad en referencia a las demandas 
por derechos incumplidos, se hace necesario 
retomar el concepto de vulnerabilidad de de-
rechos en un sentido amplio, es decir, no ne-
cesariamente contemplados en la legislación 
vigente. Desde este punto de vista, los resul-
tados del ETS muestran que la mayor parte de 
las demandas se presentan de manera com-
pleja, es decir, que incluyen al mismo tiempo 
problemas en varios ámbitos. Ejemplo de esto 
es la fuerte relación entre demandas vincula-
das a temas de Espacio Urbano y a otras ca-
tegorías como Vivienda o Seguridad. Esta cir-
cunstancia puede ser dada por la naturaleza 
de los registros (webs, posts, YouTube), pero 
de todos modos evidencia la simultaneidad 
con la que se produce la vulneración de dere-
chos. De ese modo, el ETS aporta evidencias 
para la comprensión del carácter multidimen-
sional de la vulnerabilidad urbana. 

7. Elaboración de la información consultada en Anuario de los derechos económicos, sociales y culturales en la Ciudad de Buenos Aires 2016, 
Ministerio Público de la Defensa de la CABA, Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires, Buenos Aires, 2018, pp. 41-47. 
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2. Concentración. Asimismo, a través del 
ejercicio de localización de las demandas, 
el ETS permitió identificar la emergencia de 
geografías que van más allá de los límites 
de las comunas o los barrios, definiendo 
una serie de fragmentos urbanos que dan 
cuenta de la alta concentración de los re-
clamos publicados en el espacio digital. El 
hecho de que casi el 40% de los registros 
se ubican en el 2% de la superficie que 
ocupan las Comunas 1, 4, 7, 8 y 9 mani-
fiesta la alta concentración territorial de las 
demandas. 

3. Territorios emergentes. Esta concentra-
ción de las demandas define un conjunto 
de territorios emergentes que tienen visibi-
lidad en el espacio digital, pero no tienen 
necesariamente una correlación directa con 
las divisiones administrativas. Constituyen 
una nueva geografía de la vulneración de 
derechos tal como se manifiesta en el es-
pacio digital. 

4. ¿Brecha digital?. La identificación de te-
rritorios emergentes permite cuestionar la 
existencia y la cambiante temporalidad de 
la brecha digital, en tanto los resultados ob-
tenidos en el ETS muestran que, a pesar de 
algunas excepciones como los reclamos la-
borales o los pedidos por espacios verdes, 
la mayor parte de las demandas se corres-
ponden con problemas de vulneración de 
derechos en los territorios de menor nivel 
socioeconómico. 

5. Actores colectivos. Si bien las plataformas 
facilitan la manifestación individual de las 
demandas, es decir, la emergencia de “vo-
ces de cualquiera”, se destaca el fuerte rol 
de los colectivos reunidos en agrupaciones 
barriales y en organizaciones políticas o 
movimientos sociales a la hora de explicar 
la preponderancia de ciertos reclamos en 
el espacio público digital. Esto es positivo 
en tanto, según algunos estudiosos, como 
Malcolm Gladwell y Evgeny Morozov (2018, 
40-42), Internet puede ser una herramienta 
eficaz para el cambio político si la utilizan 
organizaciones de base y de modo integra-
do con sus actividades en el campo. 

6. Derecho a la visibilización. Por último, se 
ha podido detectar algunas demandas que, 
si bien no son relevantes cuantitativamen-
te en el ETS, lo son por su particularidad 
como, por ejemplo, las relacionadas con los 
pedidos de infraestructura digital. Es decir 
que, dependiendo de los objetivos de las 
búsquedas, se pueden identificar en el es-
pacio digital, incluso a través de los bus-
cadores más corporativos y concentrados 
como Google, demandas por derechos in-
cumplidos que serían difíciles de visibilizar 
y localizar por otros medios, y por ende, co-
laborar de ese modo en el apoyo a la formu-
lación de políticas públicas que se ocupen 
de su cumplimiento” 
(Gutman et al, 2020a, 111-112). 

Monitoreo y evaluación del 
proceso-proyecto y los resultados 
del plan de integración urbana de 
la Villa 20 (2018-2020) 

A poco de haber comenzado el Instituto de Vi-
vienda (IVC) de la CABA una iniciativa de reurba-
nización e integración social, económica y habi-
tacional en la Villa 20 ubicado en la Comuna 8, 
solicitaron su evaluación y monitoreo a un equipo 
que compusimos con investigadores del OLA y del 
UBACYT. Esta experiencia sería la prueba piloto 
del monitoreo y evaluación que luego se llevaría a 
cabo en la reurbanización de otros barrios popu-
lares de Buenos Aires como el Playón de Chacarita 
y Rodrigo Bueno. 

Para encarar la reurbanización el IVC adoptó una 
estrategia que denominó de “proceso-proyecto”, 
en la cual el proyecto se actualiza a medida que 
avanza el proceso y el proceso se modifica a me-
dida que se define el proyecto, con un fuerte eje 
en la construcción de consensos. Este enfoque 
estuvo amparado por la ley Nº 5.705/16, que ins-
trumenta la participación de los vecinos mediante 
la creación de la Mesa de Gestión Participativa. 
Dicha ley permitió, además, definir los alcances 
del Proyecto Integral de Reurbanización (PIRU) en 
torno a tres ejes de intervención: Integración Ur-
bana, Habitacional y Socioeconómica. Dado que 
la cuestión participativa es estructurante para 
una mayor integración, se propuso constituirla 
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en una dimensión autónoma llamada integra-
ción Socio-ciudadana. Se han considerado estas 
dimensiones en cuatro escalas de abordaje, la 
comuna, el barrio, la manzana y las viviendas, 
implicando cada una de ellas distintos niveles 
operativos y modelos de gestión participativa.
 
En este contexto, trabajamos con el IVC en un pro-
ceso colaborativo que impregnó desde el diseño 
de los instrumentos de análisis y la recopilación 
de datos, hasta la organización de la información 
y su interpretación. El equipo que formamos tra-
bajó en campo interactuando con los funcionarios 
y vecinos, para comprender y evaluar los alcances 
del proceso-proyecto de integración social, eco-
nómica y habitacional planteado por el IVC, así 
como las actividades participativas de los vecinos. 
Se partió de la conjetura de que la participación 
de la comunidad es un elemento estructurante del 
proceso-proyecto de intervención en Villa 20, en 
tanto promueve la apropiación por parte de los 
vecinos y de ese modo contribuye a la susten-
tabilidad de la reurbanización. Sin embargo, no 
hemos dejado de observar que, en el largo plazo, 
dicha sustentabilidad depende asimismo de otras 
variables como, por ejemplo, contextos económi-
cos desfavorables o regulaciones existentes sobre 
el uso de los espacios públicos. 

En el informe final entregado se encuentra, entre 
otros, una detallada descripción del proceso-pro-
yecto de reurbanización planteado por el IVC para 
el barrio Villa 20 abarcando el sector de viviendas 
autoconstruidas denominado macizo y los nue-
vos edificios del barrio Papa Francisco, así como 
el contexto histórico de la gestación del barrio. 
La metodología utilizada se basa en tres compo-
nentes: el cualitativo, a través de observaciones, 
entrevistas y encuestas; el gráfico, que permite 
un análisis del proceso proyectual a partir de los 
diagnósticos realizados por los vecinos; y el cuan-
titativo, a través de una plataforma de monitoreo 
y evaluación que mide los avances logrados en el 
proceso de reurbanización. En el informe se des-
criben y evalúan las actividades y resultados de la 
integración Habitacional, Urbana y Socioeconómi-
ca, así como los instrumentos diseñados para la 
integración Socio-ciudadana, es decir, el sistema 
de dispositivos participativos mediante los cuales 
los vecinos intervienen en el proceso-proyecto. 
Se evalúan los niveles de sustentabilidad de las 

nuevas viviendas de Papa Francisco a través del 
análisis de los Talleres Pre-Consorciales, la estruc-
tura de ingresos y gastos de las familias mudadas, 
y los niveles de apropiación. Se incluye asimis-
mo un análisis de la adaptación institucional que 
necesariamente se produjo para sostener el tipo 
de gestión planteada para este proyecto integral 
de reurbanización. En un último apartado, com-
binando todas las partes del informe, se expone 
las interrelaciones entre los diferentes puntos del 
análisis, así como los comentarios finales acerca 
del proceso proyecto seguido en la Villa 20. 

A continuación, se reproducen los principales 
aprendizajes y desafíos junto con las evidencias 
que los sustentan: 

“1: La participación facilita la gestión de 
conflictos. El proceso participativo funcio-
na como una herramienta para la gestión 
y resolución de conflictos, reduciendo o sor-
teando los obstáculos a lo largo del proceso. 
Evidencia: Los dispositivos de participación 
permitieron reducir y gestionar los conflictos 
surgidos a medida que avanzaba el proceso. 
El aporte realizado por las organizaciones ba-
rriales contribuyó a delinear el proceso, legiti-
mando y aportando elementos sustanciales a 
las propuestas del IVC. Los dispositivos gene-
raron espacios de intercambio y diálogo y po-
sibilitaron la incorporación de saberes y cono-
cimientos populares de los vecinos. Si bien 
el proyecto para cada manzana es muchas 
veces definido por los “saberes técnicos” 
del IVC, el objetivo de los talleres es obte-
ner un proyecto consensuado que incorpore 
los saberes populares de los vecinos. El IVC 
creó además nuevos dispositivos a medi-
da que avanzaba el proceso, dando cuenta 
de su capacidad de adaptación. Es funda-
mental, además, la importancia otorgada a 
la calidad de la información brindada, que 
ayudó a incrementar los niveles de satisfac-
ción de los vecinos, si bien esto depende 
del tipo de encuentro y los temas tratados. 
Esto se complementa con canales de infor-
mación para dar a conocer el proyecto y sus 
avances. El proceso participativo contribuyó 
también a una mayor dinamización del IVC y 
de los procedimientos administrativos, con 
mayor capacidad para resolver conflictos.
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2: La consistencia del sistema de dispositi-
vos de participación tiende a optimizar el 
proceso-proyecto. Evidencia: La consolida-
ción de una serie de dispositivos partici-
pativos amplió el abanico de herramientas 
para la resolución de conflictos a lo largo 
del proceso. Sin embargo, el funcionamien-
to de algunos talleres o mesas, y la crea-
ción de dispositivos de participación extras 
para canalizar demandas específicas de los 
vecinos, permiten conjeturar que la compar-
timentación y multiplicidad de dispositivos 
puede redundar en una pérdida de eficien-
cia. Se podría optimizar su funcionamiento 
con un sistema más reducido e integrado de 
dispositivos, que evite la sobreoferta de es-
pacios que pueden desgastar a los vecinos 
y desestimular su participación.

3: El proceso participativo favorece la apro-
piación. Se relaciona con las formas de 
apropiación del barrio por parte de los ve-
cinos. Es posible conjeturar que las mis-
mas pueden informar el nivel de éxito de 
la participación como modo de gestionar 
proyectos de reurbanización. Evidencia: La 
participación se evaluó a través de la asis-
tencia y votación en los dispositivos y la 
calidad de la información recibida por par-
te de los vecinos encuestados mudados al 
barrio Papa Francisco. El desempeño en la 
participación es positivo, considerando los 
niveles de asistencia y votación a los Ta-
lleres de Manzana (90% y 85%, respecti-
vamente). En cuanto a la Mesa de Gestión 
Participativa (MGP), sólo 7% de las familias 
la conocen. La gran mayoría de las familias 
-un 73%- consideró útiles las entrevistas 
individuales. Por otro lado, el análisis de 
apropiación y convivencia abarcó: 1. Vivir 
en el Papa Francisco (PF), donde un 83% 
identificó al menos dos beneficios de vivir 
en PF y un 55% identificó por lo menos dos 
dificultades. Más del 75% tiene conflictos 
de convivencia; 2. Nivel de satisfacción 
con la vivienda y el edificio mostró que 
un 92% respondió estar satisfecho con la 
nueva vivienda. El nivel de satisfacción 
con el edificio es alto también (85%); 3. 
Participación y opinión de las visitas a los 
departamentos previo a la mudanza: la 

mayoría de las familias participó de las vi-
sitas (88%); solo un 64% las percibió úti-
les; 4. Reuniones de consorcio en las que 
un 90% participó de reuniones de consor-
cio y un 88% en talleres pre-consorciales. 
El 87% perciben los talleres pre-consorcia-
les como satisfactorios y el 70% aprueba 
los talleres consorciales. Además, un 58% 
recurrió a reuniones de consorcio convo-
cadas por los vecinos. Estos resultados 
coinciden con las percepciones, usos y 
valoraciones en torno a la nueva vivienda 
que surgen de las entrevistas a familias. 
Sin embargo, tal relación entre participa-
ción y apropiación no es tan clara para las 
familias que se mudaron por canje dentro 
del macizo, pues la nueva vivienda y el 
entorno mantiene las mismas condiciones 
de precariedad. 

4: La gestión participativa promueve cam-
bios a nivel institucional. La inclusión de 
dispositivos participativos requiere de ade-
cuaciones institucionales por parte del IVC 
para poder dar respuesta a las demandas 
de los vecinos. En este sentido, el carácter 
participativo de los procesos de reurbaniza-
ción no sólo modificó el modo de intervenir 
la ciudad del IVC sino también su funcio-
namiento interno. Evidencia: Se verificaron 
diversos cambios organizacionales positivos 
en la estructura organizativa. En cuanto a los 
recursos humanos, se observa un cambio en 
los perfiles incorporados, donde la capaci-
dad de impulsar trabajos interdisciplinarios 
fue un requisito esencial y se priorizó la ex-
periencia en trabajos sociales. Asimismo, el 
proceso participativo requirió de la imple-
mentación de nuevos modos de gestionar al 
interior del IVC de manera de poder agilizar 
el proceso y brindar soluciones rápidas. Fi-
nalmente, las herramientas legales debieron 
ser adaptadas a los nuevos proyectos. Las 
intervenciones en zonas vulnerables de la 
ciudad demandan que la legalidad pueda 
contemplar otras realidades y otras formas 
de hacer ciudad.

5: El componente económico-financiero 
pone en riesgo la sustentabilidad del proce-
so proyecto. La participación es condición 
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necesaria pero no suficiente para garanti-
zar la sustentabilidad del proyecto. Debe 
considerarse el aspecto económico-finan-
ciero. Evidencia: La situación financiera de 
las familias arroja resultados menos posi-
tivos que la participación y la apropiación. 
La incapacidad para pagar los servicios o 
el crédito hipotecario puede atentar con-
tra la sustentabilidad del proyecto a largo 
plazo. La encuesta en PF muestra que más 
de la mitad de las familias tienen dificul-
tad para pagar sus créditos hipotecarios, y 
que el 33% de las familias gasta más de lo 
que gana. Además, el 88% de los hogares 
encuestados son pobres. Esto también se 
refleja en el bajo puntaje de la dimensión 
finanzas y economía del índice de susten-
tabilidad del PF (50,6), que analiza los gas-
tos mensuales, la capacidad de enfrentar un 
shock financiero por parte de las familias, y 
el nivel de endeudamiento.

6: Reconocer los diferentes modos de habi-
tar el espacio urbano favorece la sustenta-
bilidad del proceso-proyecto. A lo largo del 
proceso-proyecto, se pone en juego la cate-
gorización taxonómica entre espacio público 
y privado. El proceso de reurbanización de 
la Villa 20 echó luz sobre un modo diferente 
de habitar, donde se cuestiona la división 
entre ambos espacios. Estas tensiones dan 
cuenta de un gradiente donde lo que predo-
mina es una zona gris. Si el principal objeti-
vo del proceso de reurbanización es la inte-
gración, es necesario flexibilizar dichas cate-
gorías para una integración multidireccional. 
Evidencia: El análisis del PIRU ha permitido 
ver dos instancias de redefinición de las re-
laciones entre el espacio público y privado. 
Por un lado, se encuentra la propuesta del 
barrio Papa Francisco, donde se ve una im-
posición de la formalidad a la informalidad, 
y por el otro el proceso de reurbanización 
del resto de la villa. En el caso de PF, se ob-
serva que algunos departamentos instala-
ron comercios, abiertos al espacio público, 
en forma similar a lo que sucede en el resto 
del barrio. En cuanto a la reurbanización del 
resto de la villa, pueden verse una serie de 
desafíos frente a las formas existentes de 
apropiación del espacio público, por ejem-

plo, en el caso de los patios de aire y luz, 
que serían espacios privados. Esto se con-
trapone con las lógicas de apropiación que 
se puede observar en las villas que, ante las 
condiciones de hacinamiento, se recurre a la 
calle como espacio de expansión público y 
colectivo” (Gutman et al., 2020b, 28).

Finalmente, las conclusiones generales del infor-
me sostienen que: 

“El proceso participativo permitió solu-
cionar conflictos por la vía institucional, a 
través de dispositivos de participación, la 
incorporación de saberes populares, la di-
seminación de información y la incorpora-
ción de diferentes actores a los espacios. 
La efectividad del proceso participativo ad-
quiere aún más relevancia cuando se consi-
dera que su inversión fue de sólo un 1,3% 
del costo total del proceso-proyecto. Sin 
embargo, el diseño de estos mecanismos de 
participación podría ser mejorado para re-
sultar más eficiente. En algunos casos, hay 
una sobreoferta de espacios de los cuales 
los vecinos no pueden participar en su to-
talidad, e incluso muchas veces desconocen 
de su existencia. Además, la lógica de par-
ticipación de algunos espacios pasó de ser 
deliberativa a informativa. Los altos niveles 
de participación tuvieron un impacto positi-
vo en la apropiación de PF, confirmando la 
hipótesis general. La mayoría de los vecinos 
mudados están satisfechos con las vivien-
das y han comenzado a apropiarse de los 
nuevos espacios. Sin embargo, han surgido 
conflictos de convivencia relacionados con 
ruidos, la limpieza y el mantenimiento de 
los espacios comunes.

La situación económico-financiera de los ve-
cinos es uno de los mayores desafíos para la 
sostenibilidad del proceso-proyecto. La mayo-
ría de los vecinos están debajo de la línea de 
pobreza y enfrentan dificultades para asumir 
los costos asociados con las nuevas vivien-
das, y la situación laboral de los vecinos y la 
economía informal son desafíos a considerar. 
Esto se relaciona con el uso de los espacios 
privados y públicos en barrios informales. La 
urbanización de Villa 20 implica un cambio en 
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la percepción estos espacios que no conside-
ra la lógica de la informalidad, lo que puede 
afectar la apropiación y la satisfacción con el 
proyecto por parte de los vecinos. 

Por último, la transformación del diseño 
institucional del organismo buscó comple-
mentar la intervención en los proyectos. El 
carácter participativo del proceso exigió al 
organismo una readecuación para funcionar 
de manera más eficiente y flexible, respon-
diendo a las necesidades del proyecto y del 
barrio” (Gutman et al., 2020b, 29).

Presentamos los resultados de esta investigación 
colaborativa en una reunión pública llevada a cabo 
en la misma sede del IVC a fines de 2019 y entre-
gamos el informe final en febrero de 2020, justo 
al filo de la pandemia de COVID-19. La segunda 
etapa del acuerdo con el IVC consistía en aplicar 
los aprendizajes adquiridos para continuar el mo-
nitoreo y la evaluación en Villa 20 y extenderlo al 
Playón de Chacarita y luego a Rodrigo Bueno. Esta 
segunda etapa fue obviamente suspendida dado 
que las prioridades cambiaron drásticamente y se 
concentraron en la atención de las urgencias ge-
neradas por la pandemia. 

En conversaciones virtuales con colegas europeos co-
mentamos sobre esta experiencia de reurbanización, 
caracterizada por la implementación de numero-
sos dispositivos de participación adaptados a las 
diferentes escalas barriales, de manzanas y de 
vivienda. Poco tiempo después, nos contactaron 
desde Mistra Urban Futures, un programa de in-
vestigación comparativa entre ciudades de distin-
tos países del Norte y Sur organizado por la Chal-
mers University de Gothemburg y financido por 
el SIDA, para que continuemos el trabajo en villa 
20. La propuesta abarcaba los primeros meses del 
aislamiento social preventivo y obligatorio (ASPO) 
decretado en la Argentina el 19 marzo de 2020, 
que fuera especialmente difícil de llevar a cabo 
en los barrios populares.8 Para contextualizar la 
experiencia de villa 20 decidimos, en conjunto con 
el IVC y Mistra, analizar lo que sucedía en otros 
barrios populares cercanos como Villa 15 y Villa 
1-11-14 que han tenido trayectorias históricas si-

milares en sus primeras décadas de formación, 
pero diferentes en tiempos más recientes y espe-
cialmente durante la pandemia. Así se gestionó la 
investigación cuyos aspectos relevantes se pre-
sentan a continuación. 

Tres barrios populares de Buenos 
Aires en tiempos del Covid-19 

Dadas las circunstancias pandémicas, focalizamos 
la atención en la búsqueda de los motivos por 
los cuales, en los tres barrios populares, Villa 20, 
Villa 15 y Villa 1-11-14, las respuestas al COVID-19 
entre marzo y octubre de 2020, fueron diferentes 
y se reflejaron tanto en las distintas velocidades 
de propagación del virus como en el número de 
casos y víctimas fatales. La relevancia de analizar 
estos tres barrios obedece, además, al hecho de 
que sumaban el 52,6 % del total de los casos 
registrados en los asentamientos informales de 
la ciudad al 31 de octubre de 2020 (9.008 casos 
positivos). 

El análisis comparativo de las acciones que se lle-
varon a cabo permite conjeturar que la capacidad 
de cada barrio para responder al COVID-19 depen-
dió más de las condiciones preexistentes relativa-
mente recientes, que de las acciones específicas 
relacionadas con el COVID-19. En particular, fue 
el nivel de consolidación y la profundidad de las 
relaciones previas entre el Estado y las organiza-
ciones locales el hecho que determinó la mayor o 
menor efectividad en la respuesta. 

Por ejemplo, en dos de los barrios, Villa 20 y Villa 
15, los actores y grupos involucrados en la diná-
mica local se pudieron movilizar más rápidamente 
para recopilar la información necesaria y organizar 
las intervenciones de ayuda en alimentos, artícu-
los de higiene, salud, emergencias, comunicación 
y desalojos, porque se había transitado reciente-
mente en el proceso de reurbanización, por una 
experiencia consistente y productiva de trabajo 
conjunto entre organizaciones de la comunidad 
y organismos gubernamentales. Estas circunstan-
cias facilitaron un crecimiento más lento en el nú-
mero de casos y pueden explicar por qué, a pesar 

8. Se considera Barrio Popular, de acuerdo con el RENABAP, a los barrios vulnerables en los que viven al menos 8 familias agrupadas o 
contiguas, donde más de la mitad de la población no cuenta con título de propiedad del suelo ni acceso regular a dos, o más, de los 
servicios básicos (red de agua corriente, red de energía eléctrica con medidor domiciliario y/o red cloacal).
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de contar con estrategias de intervención estatal 
similares, la política social funcionó mejor en al-
gunas villas que en otras. Esto se relaciona con la 
“eficacia colectiva”, que se define como resultado 
de diversos factores y como una fuerza causal po-
tencial en sí misma que se refiere a la capacidad 
interna de los grupos para reconocer problemas 
y movilizarse para encontrar soluciones y res-
puestas efectivas. Según Sampson (2023) estos 
factores interactúan en un proceso de causalidad 
acumulativa para producir “efectos de vecindad”. 
De esta manera, los hallazgos muestran que, de 
hecho, la consolidación y profundidad de las re-
laciones históricas de trabajo entre el gobierno 
y las organizaciones sociales y políticas locales 
determinaron la capacidad de respuesta en cada 
uno de los barrios y contribuyeron al mayor alcan-
ce y en definitiva mayor impacto de las políticas 
públicas implementadas. 

A continuación, se presenta una síntesis de la 
experiencia en los tres barrios populares inclui-
das en el artículo publicado en Environment & 
Urbanization: 

“El papel de las organizaciones locales fue 
clave para garantizar la asistencia durante 
el COVID-19. Una respuesta adecuada a la 
crisis implicaba evitar enfoques verticalistas 
e incluir a los grupos sociales y políticos 
de cada barrio. La forma en que se imple-
mentaron las mesas de crisis en cada barrio 
fue producto de las relaciones previamente 
construidas, el nivel de confianza y el pa-
pel que había tenido el gobierno local a lo 
largo del tiempo. En las villas 20 y 15, las 
organizaciones distinguieron entre la “es-
cala barrial”, política y la “escala macro”. 
Si bien hubo barrios donde miembros de 
organizaciones y agencias gubernamenta-
les no estaban de acuerdo en términos 
político-ideológicos, estas diferencias 
trascendieron en la emergencia y se to-
maron acciones conjuntas efectivas. Las 
organizaciones, delegados y representan-
tes políticos de cada barrio amplificaron 
los mensajes de los organismos públicos 
nacionales y locales para prevenir conta-
gios, informar a los vecinos sobre las he-
rramientas y difundir otras informaciones 
importantes.

Sin embargo, a pesar del trabajo conjunto 
entre las organizaciones locales y el gobier-
no de la ciudad, a lo largo de la pandemia 
surgieron algunos conflictos, por ejemplo, 
en torno a la disminución del número de 
bolsas de alimentos en los tres barrios, y 
la demanda de las organizaciones sociales 
y políticas de Villa 1-11-14 por un espacio 
verdaderamente deliberativo y por el reco-
nocimiento asalariado del trabajo realizado 
por sus integrantes.

Particularmente en la Villa 1-11-14, los con-
flictos y malentendidos surgieron en gran 
medida como resultado de la disponibilidad 
más limitada de espacios participativos in-
clusivos y la ausencia de relaciones cons-
tructivas entre el gobierno local a través 
del IVC y los diferentes actores locales. Más 
allá de la dinámica del barrio, los funcio-
narios gubernamentales subrayaron en sus 
entrevistas que la politización del espacio 
y las discusiones “a nivel superestructural” 
constituían una dificultad, e incluso un obs-
táculo, para la implementación efectiva de 
las acciones. La experiencia de la Villa 20 
fue diferente, ya que el proceso de toma de 
decisiones se dio desde mediados de marzo 
de 2020 en el ámbito de la Mesa Técnica de 
Gestión Participativa (MTGP) preexistente, 
modelo que se replicó en muchos aspectos 
en la Villa 15” (Cohen et al., 2022).

Finalmente, se señala que las diferencias en la 
capacidad de respuesta de los barrios informales 
dependieron de los siguientes tres factores: 

“Relaciones laborales previas consolidadas. 

Las acciones desarrolladas por el Ministerio 
de Desarrollo Humano y Hábitat (MDHyH) 
dependieron en gran medida del trabajo 
conjunto con las organizaciones locales, 
las cuales contribuyeron tanto con su 
fuerza laboral como con su conocimien-
to local. En este sentido, la existencia de 
relaciones previas, logradas a través de 
espacios de participación, permitió una 
organización más rápida y efectiva de la 
acción conjunta como resultado de la cohe-
sión comunitaria. 
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La experiencia de Villa 20 es un caso no-
table. Esta villa contaba con un espacio 
de participación, el MTGP, en el que es-
taban presentes los actores clave, por lo 
que no fue necesario crear una Mesa de 
Crisis COVID-19. En los otros dos barrios 
informales hubo que crear un espacio es-
pecialmente para coordinar las acciones. 
Como se mencionó, dado que la Villa 20 
y la Villa 15 están ubicadas muy juntas 
y tienen actores relevantes en común, la 
estrategia deliberativa de la Villa 20 po-
dría replicarse más fácilmente en la Villa 
15. Existen diferentes niveles de consoli-
dación en las relaciones entre el gobier-
no local y las organizaciones. En distritos 
con una inversión previa de recursos en 
un trabajo conjunto e integral, hubo un 
historial de resultados positivos alcan-
zados, lo que aumentó la confianza en 
una estrategia coordinada. Esto animó a 
las organizaciones locales a dejar de lado 
las diferencias políticas e ideológicas para 
responder eficazmente a las necesidades de 
las personas que viven en la zona, y facilitó 
el consenso necesario tanto para llevar a 
cabo proyectos de mejora como para orga-
nizar acciones para enfrentar la pandemia.
Tiempo ganado para organizar las acciones 
de mitigación. 

De los tres barrios, Villa 1-11-14 tuvo el ma-
yor crecimiento en el número de casos en el 
menor tiempo. El pico allí se alcanzó a media-
dos de mayo, en comparación con finales de 
junio en los otros dos barrios informales, y la 
trayectoria del contagio en esos otros barrios 
demostró un crecimiento más controlado. 
Esto dio tiempo para organizar acciones de 
mitigación con las organizaciones, a diferen-
cia de la Villa 1-11-14 – donde, por ejemplo, 
el programa DetectAr tuvo que implementarse 
rápidamente debido al crecimiento exponen-
cial de casos positivos. Esto fue crucial en el 
caso de Villa 15. Dado que no contaba con en-
cuestas vecinales actualizadas ni espacios de 
participación inclusivos, ese tiempo se apro-
vechó para recopilar información que les per-
mitiera organizar la asistencia. En ese frente, 
es necesario resaltar la importancia de contar 
con datos locales actualizados. 

El análisis muestra que la calidad de estos da-
tos ha dependido principalmente del nivel de 
avance en las intervenciones de las agencias 
gubernamentales en su interacción con las or-
ganizaciones locales en los últimos años. De 
hecho, en aquellos barrios informales donde 
el gobierno local intentó iniciar un proyecto de 
mejora como el Plan Integral para la Reurbani-
zación (PIRU), se llevó a cabo la recopilación 
de datos, lo que permitió un enfoque más 
fundamentado del barrio y sus residentes.

Durante la pandemia, los avances en los pro-
yectos de mejora han contribuido a un diálogo 
más complejo, y Villa 20 tenía aquí mayores 
ventajas que los otros dos barrios. Esto es im-
portante si consideramos que cuando las orga-
nizaciones que buscan cooperar con agencias 
gubernamentales se ven desanimadas por la 
falta de apoyo, pueden optar, como es lógico, 
por responder de modo contendiente.

Ampliación del alcance de la ayuda.

La participación de las organizaciones locales 
fue fundamental para ampliar el alcance de 
las respuestas a la emergencia. No fueron 
sólo el brazo implementador de políticas de 
arriba hacia abajo, sino que participaron acti-
vamente tanto en las etapas de diseño como 
de ejecución. Las políticas públicas efectivas 
durante la COVID-19 fueron el resultado de 
una forma específica de estadidad, creada en 
la interfaz entre organismos públicos y me-
diadores locales, que podían funcionar como 
receptores, gestores y portavoces de las de-
mandas vecinales, convirtiéndose de hecho 
en una burocracia paraestatal de sociedad 
civil (Vommaro, 2020). También afirmamos 
que los trabajadores del equipo en el terreno 
actuaron como “burócratas de calle” (Lipsky, 
1980), cuyas prácticas estaban orientadas a 
la producción de relaciones, buscando acor-
tar la distancia entre el Estado y la comuni-
dad” (Perelmiter, 2016).

Comentarios transversales

En tanto actividades de transferencia, los tres 
ejemplos presentados aportaron conocimientos, 
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procedimientos y enfoques que esperamos hayan 
sido útiles a la hora de gestar políticas públicas en 
los organismos nacionales con los que interactua-
mos. Entendemos que el reconocimiento de dicho 
aporte se encuentra, entre otros, manifestado en 
las publicaciones respectivas que ameritaron. 

Para nosotros, sin embargo, los trabajos de co-
laboración y transferencia son especialmente va-
liosos porque nos abren un amplio campo de 
posibilidades exploratorias que enriquecen o 
modifican actitudes disciplinares, modos de de-

finir y encarar preguntas y plantear la resolución 
de problemas y conflictos, así como las vías y 
modalidades de comunicación tanto en campo, 
como con interlocutores estatales, comunitarios 
o académicos. 

Fundamentalmente, creemos que estas colabora-
ciones nos amplían los horizontes de los procesos 
intelectuales y personales, que hacen al ejercicio 
de incorporación de saberes nacidos de la expe-
riencia de personas y comunidades situadas en un 
tiempo y un lugar determinado. 
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Resumen

Más allá de los espacios rurales, las dinámicas extractivas han aterrizado en el espacio urbano. Para adaptar 
las ciudades a los negocios vinculados al ocio y al consumo, el modelo de desarrollo urbano vigente propo-
ne a los espacios públicos como objeto predilecto de intervención. El objetivo del trabajo es proponer una 
perspectiva teórica para analizar la producción, uso y apropiación del espacio público en las ciudades en el 
marco de un modelo de desarrollo extractivista. Mediante una revisión bibliográfica, se recorren los deba-
tes sobre el extractivismo y neoextractivismo en América Latina, se presenta el concepto de extractivismo 
urbano y se propone al espacio público como ámbito predilecto para la realización de procesos extractivos 
en las ciudades contemporáneas. 

Palabras Clave: Extractivismo urbano; Espacio público; Commodities; Bienes comunes.

Summary

Beyond rural spaces, extractive dynamics have landed in urban areas. To adapt cities to leisure and 
consumption-related business, the current urban development model promotes public spaces as prime 
targets for intervention. The aim of this work is to propose a theoretical perspective for analyzing the processes 
of production, use, and appropriation of public space in cities within the framework of an extractivist urban 
development model. Through a literature review, debates on extractivism and neo-extractivism in Latin 
America are traversed, the concept of urban extractivism is introduced, and public space is proposed as a 
preferred domain for carrying out extractive processes in contemporary cities. 

Key words: Urban extractivism; Public space; Commodities; Commons. 
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Introducción

El extractivismo es el modo de producción y apro-
piación de la naturaleza, entendida como recurso, 
objeto de explotación y medio de enriquecimien-
to, existente desde los inicios del capitalismo. La 
transición hacia el régimen de acumulación neoli-
beral trajo aparejada la intensificación del extrac-
tivismo como modo propiamente capitalista de 
apropiación de la naturaleza y los bienes comunes 
(Machado Aráoz, 2009). Con la reconversión de 
los Estados a la doctrina neoliberal -mediada por 
la liberalización del mercado y la privatización de 
servicios públicos, bienes comunes y relaciones 
sociales- se crearon nuevos circuitos de valoriza-
ción previamente ajenos o al menos no comple-
tamente integrados a la lógica del capital durante 
el auge del Estado de Bienestar (Harvey, 2005). 

Este proceso implicó un relanzamiento y amplia-
ción del rol geopolítico clásicamente asignado a 
América Latina dentro de la división internacional 
del trabajo: la extracción de bienes naturales ad-
quirió protagonismo como núcleo del desarrollo 
capitalista en esta etapa. A las ya tradicionales 
actividades extractivas tales como la explotación 
hidrocarburífera, minera y agropecuaria se le su-
maron la megaminería a cielo abierto, la expan-
sión de la frontera petrolera y energética, y la ge-
neralización del modelo de agronegocios basado 
en la soja (Composto y Navarro, 2014). 

Además, con el cambio de régimen de acumula-
ción, las ciudades han devenido territorios estra-
tégicos para experimentar políticas neoliberales 
resultando en una urbanización del neoliberalis-
mo (Theodore, Peck y Brenner, 2009). Se trata de 
una intensificación de la movilización del espa-
cio como mecanismo para crear oportunidades de 
apropiación de plusvalías (Santos, 1996; Brenner 
y Theodore, 2002). En este sentido, la neolibera-
lización constituye un proceso de transformación 
socioespacial, pero que no se da de forma conver-
gente a nivel global. Es decir, no es unificado ni 
monolítico, sino que se basa en un desarrollo es-
pacial desigual (Theodore, Peck y Brenner, 2009).

En este contexto se produjo un giro emprendedor 
en los gobiernos locales, que asumieron un rol 
predominante en la producción del espacio urba-
no (Harvey, 2007). En el escenario transurbano 

actual, caracterizado por el fortalecimiento de las 
conexiones entre ciudades a nivel mundial y por 
la conformación de una red interurbana global, 
los gobiernos locales compiten por hacerse de los 
flujos de inversión, producción y consumo. Para 
mejorar su posición relativa en la jerarquía in-
terurbana, los gobiernos locales llevan a cabo una 
profunda reestructuración de los espacios urbanos 
para adaptarlos a los requerimientos del capital. 
Se trata de un nuevo modelo de gestión urbana 
de corte empresarial ya que los gobiernos locales 
asumen competencias urbanísticas, de diseño y 
promoción de los mercados inmobiliarios, llevan-
do a un replanteamiento de la inversión pública 
local que deja de estar enfocada en la cobertura 
de servicios e infraestructura para concentrarse 
en la promoción de la ciudad como un espacio 
adecuado para los negocios, el ocio y el consu-
mo (Sassen, 1999 y 2007; Castells, 2008). En este 
contexto, los espacios públicos se volvieron foco 
predilecto de intervención urbanística.

En las ciudades, el espacio público constituye un 
recurso necesario, pero también limitado y hetero-
géneo, que opera como contenedor de una gran 
mezcla de usos económicos, sociales y culturales. 
Debido a la complejidad de la estructura social con-
temporánea, los espacios públicos son habitados 
por una gran heterogeneidad de personas con mo-
dos de vida diversos y de estabilidad variable. Por 
tanto, constituyen espacios de negociación perma-
nente sobre los usos, actividades y sentidos que se 
le atribuyen. Dependiendo de las dimensiones, den-
sidad y heterogeneidad de usuarios, los espacios 
públicos pueden alojar una creciente competencia 
entre usos rivales, desencadenando conflictos por 
los derechos y percepciones sobre la legitimidad de 
cada actividad y de cada colectivo con relación a 
este espacio. El modo en que el espacio público se 
distribuye y gestiona puede conducir a situaciones 
de privilegio y exclusión (Subirats, 2016). 

En las últimas décadas se formó un consenso plas-
mado en documentos de relevancia en el urbanismo 
y la planificación urbana sobre la importancia de los 
espacios públicos en las ciudades por los beneficios 
sociales, ambientales y en la salud que acarrean: ve-
redas, calles y espacios verdes otorgan oportunidades 
para realizar actividades de recreación, socialización, 
ocio, ejercicio e incluso para mitigar el cambio climáti-
co. Además de los beneficios sociales y ambientales, 



	 BERARDO - El espacio público frente al extractivismo urbano: ¿Commodity o bien común?

79

se postula a los espacios públicos como activos con 
capacidad para dinamizar la actividad económica por 
lo que se alienta la inversión pública en la renovación 
de este tipo de espacios ya que produciría retornos 
económicos multiplicados. Según estos lineamientos, 
el espacio público constituye el elemento central en 
torno al cual debe gravitar el desarrollo urbano (INU, 
2013; ONU, 2015 y 2017).

Si bien reconocemos la importancia del desarro-
llo urbano en tanto contribuye a la provisión de 
bienes y servicios, y por su potencial para lograr 
mixtura de usos e incrementar la vitalidad de los 
espacios públicos, mantenemos una postura crítica 
ante los posibles procesos de privatización, mer-
cantilización y exclusión que un modelo de matriz 
extractivista puede acarrear. Con vistas al logro de 
la justicia espacial (Soja, 2014), consideramos que 
los espacios públicos de las ciudades deben orien-
tarse hacia un equilibrio entre la máxima capacidad 
para albergar usos heterogéneos y personalizados, 
y mínimas restricciones en el acceso para garanti-
zar un uso no discriminatorio y que potencie sus 
funciones redistributivas (Subirats, 2016).

Así, este trabajo tiene como objetivo proponer 
una perspectiva teórica para analizar los proce-
sos de producción, uso y apropiación del espacio 
público en las ciudades en el marco de un mo-
delo de desarrollo urbano de matriz extractivis-
ta. La metodología empleada para alcanzar este 
objetivo es la revisión bibliográfica, consistente 
en la búsqueda, sistematización y análisis crítico 
de literatura vinculada a la temática. Para este 
procedimiento se empleó la técnica bola de nieve: 
se determinaron publicaciones clave como punto 
de partida1 y se identificaron las referencias más 
relevantes entre las enumeradas, que luego con-
dujeron a otras publicaciones. 

El trabajo se divide en dos secciones: en la pri-
mera, luego de recorrer los debates sobre el ex-

tractivismo y neoextractivismo en América Latina, 
presentaremos la noción de extractivismo urbano 
para fundamentar que el desarrollo urbano cons-
tituye una actividad extractiva así como lo son 
el agronegocio, la minería y la explotación hidro-
carburífera; en la segunda sección presentaremos 
dos concepciones opuestas acerca de los espacios 
públicos: aquella que se desprende del modelo 
extractivista y los considera commodities, y una 
visión alternativa que los considera bienes comu-
nes. Por último, expondremos las conclusiones. 

Perspectivas sobre el extractivismo 
en América Latina

 	 Extractivismo y neoextractivismo

El extractivismo es una concepción y modo de re-
lacionamiento con la naturaleza que se gestó a 
partir de la irrupción de la Modernidad, durante la 
transición del feudalismo al capitalismo median-
te la generalización del colonialismo. Se trata de 
considerar a la naturaleza como recurso, como un 
objeto de explotación y como medio de enriqueci-
miento. El extractivismo es el modo propiamente 
capitalista de producción y apropiación de la na-
turaleza2. La matriz extractivista expresa las prác-
ticas concretas que dieron forma a la acumulación 
originaria (Machado Araoz, 2019), entendida por 
Marx como la precondición histórica básica y ne-
cesaria para la acumulación de capital y para la 
emergencia del modo de producción capitalista. 
La acumulación originaria consistió en un violento 
proceso de despojo de los espacios precapitalis-
tas de autonomía3 e implicó la creación de un sec-
tor de la población sin otros medios de vida que 
la venta de su fuerza de trabajo en el naciente 
mercado laboral. Así, la acumulación primitiva se 
define como el proceso histórico de escisión entre 
productores y medios de producción (De Angelis, 
2012). 

1. Para la identificación de las publicaciones clave fue determinante el seminario “Extractivismo y Movimientos Sociales. Aportes teóricos 
y debates en torno a la construcción de resistencias y alternativas en América Latina” dictado por Gisela Hadad y Tamara Perelmuter en el 
Doctorado en Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires.

2.  Debe diferenciarse del extractivismo de los pueblos originarios del mundo, que desde el comienzo de la humanidad se sustentaron en 
la extracción de medios de vida de la naturaleza, pero con otra mentalidad territorial (Betancourt y Porto Gonçalves, 2017). 

3.  Estereotípicamente, este proceso es representado por el cercamiento de tierras comunes en Inglaterra, pero no fueron los únicos objetos 
de las estrategias de acumulación primitiva. Por ejemplo, cabe mencionar el comercio de esclavos (De Angelis, 2012).
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Si bien la noción de acumulación primitiva puede 
remitir a una dimensión temporal pretérita, esta 
interpretación relega la violencia, la depredación 
y el despojo a una etapa originaria y ya superada. 
En cambio, otros autores proponen reinterpretar 
la acumulación primitiva como un fenómeno con-
tinuo dentro del modo de producción capitalista. 
Fue Rosa Luxemburgo la primera en señalar que el 
imperialismo de fines del siglo XIX y principios del 
siglo XX, caracterizado por el avance destructivo 
sobre las economías naturales, era la continuidad 
de la violencia y el despojo en tanto métodos 
constantes del proceso de acumulación de capital 
(Composto y Navarro, 2014). 

Retomando a Luxemburgo, De Angelis (2012) pro-
pone que el capital, entendido como sujeto histó-
rico despersonalizado y resultante de la escisión 
entre productores y medios de producción, tiene 
una necesidad ilimitada de autoexpansión que lo 
condena a chocar contra límites geográficos -por 
ejemplo, áreas no afectadas a la producción capi-
talista- y sociales -por excelencia, las luchas pro-
tagonizadas por la clase trabajadora-. Así, para 
recrear las condiciones para su reproducción, el 
capital debe involucrarse continuamente en estra-
tegias de acumulación. Por lo tanto, mientras que 
la acumulación primitiva implicó la producción ex 
novo de la separación entre productores y medios 
de producción, la acumulación propiamente dicha 
implica la reproducción continua de dicha sepa-
ración a una escala ampliada (De Angelis, 2012).

Por su parte, Harvey (2005) postuló la necesidad 
de construir un concepto específico para analizar 
los procesos contemporáneos conservando la no-
ción de acumulación originaria para describir el 
periodo de transición del feudalismo al capitalis-
mo. Según este autor es necesario diferenciar la 
acumulación primitiva en tanto hecho histórico 
que inaugura la posibilidad de la reproducción 
ampliada del capital de la acumulación por des-
posesión, que constituye su contracara necesaria. 
Mientras que la acumulación originaria consiste en 
un mecanismo de transición entre modos de pro-
ducción, la acumulación por desposesión opera al 
interior de las relaciones capitalistas plenamente 
constituidas, afectando incluso las relaciones so-
ciales precapitalistas subordinadas. En este último 
escenario, mientras que la reproducción ampliada 
del capital opera como un proceso principalmente 

económico en los periodos de estabilidad y cre-
cimiento sostenido, la desposesión se expresa 
generalmente mediante procesos extraeconómi-
cos de tipo predatorio en momentos de crisis. Se 
trata de una solución espacio-temporal en que la 
producción de excedentes ejerce presión sobre las 
fronteras del sistema capitalista para la incorpo-
ración de nuevos territorios y relaciones sociales 
para la realización de la rentabilidad. Ambas lógi-
cas -la reproducción ampliada y la desposesión- 
son indisociables y se retroalimentan dando un 
carácter dual a la acumulación de capital. 

Justamente, la crisis capitalista de sobreacumu-
lación acontecida en la década de 1970 produjo 
la ruptura del equilibrio fordista entre capital y 
trabajo e inauguró una nueva etapa de expansión 
del capital caracterizada por la profundización 
de la acumulación por desposesión. Esta estra-
tegia cobró protagonismo sobre la reproducción 
ampliada como respuesta a la fuerte caída en la 
tasa de ganancia. En el marco de reconversión 
de los Estados a la doctrina neoliberal, mediante 
la liberalización del mercado y la privatización de 
servicios públicos, bienes comunes y relaciones 
sociales, se crearon nuevos circuitos de valoriza-
ción previamente ajenos o al menos no comple-
tamente integrados a la lógica del capital durante 
el auge del Estado de Bienestar (Harvey, 2005). 
Así, el neoliberalismo implicó una ola de nuevos 
cercamientos, consistente en el avance del capital 
sobre los bienes comunes (De Angelis, 2012). 

Composto y Navarro (2014) señalan que en este 
contexto se produjo un relanzamiento y amplia-
ción del rol geopolítico clásicamente asignado a 
América Latina dentro de la división internacio-
nal del trabajo: la extracción de bienes naturales 
adquirió protagonismo como núcleo del desarro-
llo capitalista en esta etapa. El extractivismo en 
tanto modalidad de acumulación se extiende en 
América Latina desde hace 500 años con diversos 
grados de intensidad. Tradicionalmente remite 
a la remoción de grandes volúmenes de bienes 
naturales no renovables, tales como minerales e 
hidrocarburos, para ser exportados al mercado 
internacional sin procesamientos previos signifi-
cativos. Además se caracteriza por la sobreexplo-
tación de los bienes naturales, la tendencia a la 
monoproducción extensiva, la lógica de enclaves 
y la expansión de las fronteras extractivas hacia 
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nuevos territorios. Pero en la transición neoliberal 
comenzó a consolidarse en la región un modelo 
de desarrollo neoextractivista que presenta conti-
nuidades con el proyecto de colonialidad, despojo 
y dependencia históricamente vigentes, pero tam-
bién novedades que le otorgan una especificidad. 
Lo novedoso del neoextractivismo radica en la 
aproximación hacia el agotamiento de los bienes 
naturales no renovables a nivel mundial; el desa-
rrollo de técnicas de exploración y explotación de 
bienes naturales más agresivas con el ambiente; 
la progresiva transformación de los bienes natu-
rales renovables en potencialmente no renovables 
y cada vez más escasos; y la conversión de los 
bienes naturales en Commodities, es decir, en 
activos financieros que componen una esfera de 
inversión y especulación extraordinaria.

De acuerdo con Gudynas (2016) el extractivismo 
implica la fragmentación y mercantilización de la 
naturaleza, en tanto algunos recursos son delimi-
tados del resto de los componentes de los eco-
sistemas. A esos recursos se les asignan valores 
de mercado e incluso derechos de propiedad o 
de explotación. Hay una primacía de la valoración 
económica de estos recursos que refuerza posicio-
nes utilitaristas sobre los bienes naturales y que 
además desplaza otras valoraciones de tipo eco-
lógico, cultural, religioso, entre otras. Se trata de 
la imposición de una racionalidad que privilegia la 
rentabilidad, eficiencia y competitividad, desple-
gando una mercantilización de la vida social y de 
la relación con la naturaleza.

Continuando con Gudynas (2009), el neoextracti-
vismo es un extractivismo de nuevo tipo desarro-
llado principalmente por los gobiernos progresis-
tas sudamericanos que arribaron al poder a fina-
les del siglo XX. Es resultante de la combinación 
de viejos y nuevos atributos. El autor destaca; la 
persistencia de las actividades extractivas como 
pilar del modelo de desarrollo; una mayor pre-
sencia y un papel más activo del Estado, que in-
tenta captar un mayor excedente de los sectores 
extractivos para financiar programas sociales; y la 
imposición de una visión acerca del extractivismo 
como indispensable para promover el desarrollo 
y combatir la pobreza. En pocas palabras, para 
este autor el neoextractivismo forma parte de una 
versión contemporánea de desarrollismo propia 
de América del Sur que mantiene vigente el mito 

del progreso. Otras especificidades señaladas son 
la inserción internacional de las economías suda-
mericanas de forma subordinada y funcional a la 
globalización comercial y financiera; el avance de 
la fragmentación territorial, es decir, el aumento 
de áreas relegadas y enclaves extractivos; proce-
sos productivos regidos por la competitividad, efi-
ciencia, maximización de la renta y externalización 
de impacto; y el mantenimiento e incluso agrava-
miento de los impactos sociales y ambientales. 

Por su parte, Svampa (2012) señala que en la pri-
mera década del siglo XXI América Latina experi-
mentó el pasaje desde el Consenso de Washington 
asentado sobre la valorización financiera hacia el 
Consenso de los Commodities basado en la ex-
portación de bienes primarios a gran escala que, 
si bien no es una actividad nueva en la región, se 
ha intensificado. El Consenso de los Commodities 
da cuenta de un nuevo orden económico y político 
sostenido por el boom de los precios internaciona-
les de las materias primas demandadas cada vez 
más por los países centrales, que ha implicado un 
proceso de reprimarización de las economías lati-
noamericanas, ha profundizado las dinámicas de 
desposesión de los territorios y ha generado nue-
vas formas de dependencia. Este nuevo consenso 
ha consolidado un estilo de desarrollo extractivista, 
entendido como un patrón de acumulación basa-
do en la sobreexplotación de bienes naturales no 
renovables y en la expansión de las actividades 
extractivas hacia nuevos territorios.

Si bien hay elementos de continuidad entre am-
bos consensos -fundamentalmente, que en la dé-
cada del noventa se sentaron las bases normati-
vas que garantizan la seguridad jurídica para los 
capitales así como una alta rentabilidad- hay otros 
rasgos que permiten hablar de la consolidación de 
un sistema diferente. Mientras que el Consenso 
de Washington colocó en el centro de la agen-
da la valorización financiera y una fuerte cerca-
nía con las recetas del neoliberalismo tales como 
los ajustes y privatizaciones, el Consenso de los 
Commodities pone en el centro la implementación 
masiva de proyectos extractivos orientados a la 
exportación dando una mayor flexibilidad al rol 
del Estado, posibilitando la coexistencia de go-
biernos progresistas que cuestionan la doctrina 
neoliberal con otros que profundizan una matriz 
conservadora (Svampa, 2012).
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De acuerdo con Lander, el neoextractivismo re-
presenta la continuidad de formas coloniales de 
inserción de las economías periféricas en el mer-
cado global basadas en la exportación de natu-
raleza: expresa “la profundización de un patrón 
civilizatorio antropocéntrico, patriarcal y colonial 
de destrucción de la vida” (2017, 84). No se trata 
solamente de un modelo de producción, sino de 
un tipo de sociedad ya que además de producir 
mercancías contribuye a la formación de los agen-
tes sociales involucrados en ese proceso, genera 
subjetividades y moldea regímenes políticos me-
diante el rentismo y el clientelismo. Esto se debe 
a que, si bien los ingresos provenientes de las 
actividades extractivas permiten aumentar el gas-
to fiscal y lograr cierta redistribución de ingresos 
mediante políticas sociales y subsidios, generan 
una dependencia creciente en los sectores popu-
lares de las transferencias del Estado sin alterar 
las estructuras productivas ni las profundas des-
igualdades sociales.

Para Harvey (2005) se trata de un nuevo imperia-
lismo en la medida en que implica una reedición 
del orden global en que las empresas transna-
cionales se convierten en principales agentes y 
beneficiarios mediante la explotación monopólica 
de los recursos naturales de países periféricos, 
que sostiene el consumo de las economías cen-
trales a cambio de enormes pasivos sociales y 
ambientales.

Si bien para los autores citados no es posible sos-
tener que el neoextractivismo sudamericano re-
presenta al neoliberalismo o al capitalismo salva-
je, tampoco puede interpretarse como alternativa 
promisoria que mejora mecánicamente la calidad 
de vida de la población ya que no contribuye a 
la construcción de alternativas al capitalismo ni lo 
obstaculiza, sino que contribuye a su reproduc-
ción (Gudynas, 2009; Lander, 2017). De acuerdo 
con Svampa (2012), sintetiza continuidades y rup-
turas con el neoliberalismo en un nuevo escenario 
que puede caracterizarse como posneoliberal sin 
que esto implique una salida del neoliberalismo.
De este modo, el neoextractivismo no contempla 
solamente actividades tales como la minería y la 
extracción de hidrocarburos. La megaminería a 
cielo abierto, la expansión de la frontera petrolera 
y energética, la construcción de grandes represas 
hidroeléctricas, la expansión de la frontera pes-

quera y forestal, y la generalización del modelo 
de agronegocios basado en la soja constituyen 
las figuras emblemáticas del extractivismo en el 
marco del Consenso de los Commodities. Mayor-
mente se trata de emprendimientos de gran esca-
la, capital-intensivos pero no trabajo-intensivos, 
que involucran a grandes corporaciones transna-
cionales, conllevan a la especialización productiva 
y la consolidación de enclaves de exportación, así 
como fuertes procesos de fragmentación territorial 
y mayores riesgos e impactos sociales y ambienta-
les (Svampa, 2012).

 	 El extractivismo llegó a las ciudades: la noción 
de extractivismo urbano

En las últimas décadas, el espacio urbano se ha vuel-
to central en la dinámica de acumulación capitalista 
(Harvey, 2012). Como sostienen Svampa y Viale: “el 
extractivismo también ha llegado a las grandes ciu-
dades” (2014, 250). Recuperando los debates acer-
ca del extractivismo y neoextractivismo motorizados 
por la observación de las lógicas y consecuencias 
de actividades tales como la megaminería, el agro-
negocio y la explotación hidrocarburífera, referentes 
populares, intelectuales, periodistas y activistas co-
menzaron a encontrar rasgos de gran similitud con 
respecto a las problemáticas urbanas y el modelo 
de desarrollo y planificación propio de las ciudades 
neoliberales, tales como la especulación inmobiliaria 
y la entrega del suelo urbano. En este marco, en ju-
nio de 2016 se desarrolló el “Primer Seminario sobre 
Extractivismo Urbano” en la ciudad de Buenos Aires, 
organizado por la Fundación Rosa Luxemburgo y el 
Centro de Estudios y Acción por la Igualdad (CEAPI) 
(Vásquez Duplat, 2017). 

La concepción acerca del extractivismo urbano allí 
propuesta implica una síntesis comprensiva entre 
las dinámicas de la actividad extractiva tradicional 
y las problemáticas persistentes en las grandes 
ciudades. El concepto busca aportar una nueva 
matriz explicativa para entender las problemáticas 
y desigualdades específicamente urbanas, pero no 
como elementos aislados sino como resultado de 
un modelo de desarrollo económico y financiero 
determinado y planificado (Vásquez Duplat, 2017). 
Así como las actividades tradicionalmente defi-
nidas como extractivas, el extractivismo urbano 
se fundamenta en la mercantilización de un bien 
natural: el suelo urbano. Allí, el Estado juega un rol 
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facilitador (García Jerez, 2019). El suelo urbano, un 
bien común en las ciudades, es reconvertido en fa-
vor de intereses privados por vías institucionales e 
incluso mecanismos ilegales con consentimiento del 
Estado (Vásquez Duplat, 2017). Pero la venta del pa-
trimonio fiscal no es una operación aislada, sino que 
se articula con otras iniciativas públicas para financiar 
obras de infraestructura que luego valorizan el suelo 
para la implantación de grandes emprendimientos re-
sidenciales, comerciales y de oficinas. Se trata de una 
enorme transferencia de recursos al sector privado: 
la inversión del Estado conlleva una valorización del 
suelo financiada con recursos públicos, pero que son 
captados por el sector privado. Así, del mismo modo 
que la megaminería y el agronegocio, el extractivismo 
urbano opera bajo la lógica de las rentas urbanas 
(Baer, Di Filippo y Granero, 2018).

Como señala Granero Realini: 

“(...) el extractivismo en las ciudades está 
vinculado con la apropiación de excedentes 
de capital que se dan en y a través del espa-
cio urbano, y cuya característica fundamental 
es que, en líneas generales, esos excedentes 
que se apropian privadamente (ligados a po-
deres concentrados) se producen de forma 
colectiva. Lo que se apropia en la ciudad 
-con la misma lógica predatoria que se ejerce 
sobre los recursos naturales- son las rentas 
que genera el espacio urbano” (2017, 70).

Así, en entornos urbanos, el extractivismo implica 
un modelo de ocupación territorial caracterizado 
por la apropiación de lo público y la concentra-
ción de la riqueza (Vásquez Duplat, 2017). 

En Buenos Aires, las investigaciones sobre extrac-
tivismo urbano hacen énfasis en los procesos de 
mercantilización de la naturaleza, su aprovecha-
miento por parte de emprendimientos inmobilia-
rios y los procesos de mercantilización y financia-
rización de la vivienda. Varios trabajos señalan 
que los procesos de acumulación por desposesión 
gestados en el marco del modelo neoextractivista 
involucran de manera creciente a la mercantiliza-

ción de bienes comunes mediante el avasallamien-
to y destrucción de espacios de valor patrimonial 
natural y paisajístico, como ocurre en el caso de 
los emprendimientos inmobiliarios en las cuen-
cas metropolitanas o entornos ribereños (Pintos y 
Narodowsky, 2012; Pintos, 2017; Pintos y Astelarra, 
2023; Wertheimer, 2020 y 2021). Así, el extractivis-
mo urbano naturaliza la expoliación de los recursos 
naturales y la degradación del ambiente, ensalzando 
una racionalidad productivista y priorizando el inme-
diatismo del beneficio económico para las grandes 
desarrolladoras inmobiliarias (Pintos, 2017). 

Quienes hacen hincapié en la vivienda, señalan 
que tras la crisis argentina de 2001 los excedentes 
generados en el sistema productivo se trasladaron 
a la industria de la construcción, resultando en que 
buena parte de las rentas extraordinarias asociadas 
a los Commodities se dirigieran a la reestructura-
ción del espacio urbano. En este marco, los bienes 
inmuebles pasaron a convertirse en destinos de 
reserva de valor y en activos financieros (Guevara, 
2015; Reese, 2017; Ciccolella, 2017; Baer, Di Filippo 
y Granero, 2018; Socoloff, 2019). 

Pero el extractivismo urbano no es un fenómeno 
exclusivo de la ciudad formal, sino que también se 
pone de manifiesto en los proyectos de integración 
urbana: las modalidades que adquieren los proce-
sos de reurbanización de villas dan cuenta de un es-
tilo de desarrollo urbano que implica la sustracción 
y redistribución de recursos, bienes y servicios entre 
clases y fracciones de clase (Arqueros Mejica, 2018).

En las ciudades, el bien público más relevante que 
existe es el espacio público (Giglia, 2013 citado en 
Guadarrama Sánchez y Pichardo Martínez, 2021). 
Entonces, además de los procesos de mercantili-
zación de la naturaleza y de la vivienda, conside-
ramos conveniente prestar atención a los efectos 
del extractivismo urbano en la mercantilización de 
los espacios públicos: no solo los espacios verdes 
sino también la vía pública se convierten en áreas 
predilectas para la generación de rentas median-
te la promoción de prácticas urbanas ancladas al 
consumo de los sectores medios y altos4.

4. A modo de ejemplo de este fenómeno, cabe señalar la humanización del espacio público implementada en la ciudad de Buenos Aires 
durante 2007-2019. En una tesis de maestría (Berardo, 2022) dimos cuenta que se trató de una política nutrida por una visión del espacio 
público que enfatiza en su dimensión económica y en sus efectos positivos para el desarrollo urbano. A su vez, en tanto estrategia territorial, 
tendió a censurar los usos comunitarios o colectivos de dichos espacios, especialmente los de tipo reproductivo, al tiempo que estimuló la 
promoción de usos y prácticas mercantilizadas.
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Imagen 1. Paseo Houssay. Recoleta, CABA.5

Fuente: @buenosaires.ar [Instagram]

Espacios públicos: ¿Commodities o 
bienes comunes?

De acuerdo con Svampa (2012), el Consenso de los 
Commodities ha operado como estructura de opor-
tunidad para la ocurrencia de una fuerte moviliza-
ción social en resistencia a la implementación de los 
proyectos extractivistas en América Latina. La autora 
denomina a este proceso como giro ecoterritorial y 
lo define como la emergencia de un “lenguaje co-
mún que da cuenta del cruce innovador entre la ma-
triz indígena comunitaria, la defensa del territorio y 
el discurso ambientalista” (Svampa, 2012, 22). En 
este sentido, el giro ecoterritorial implica una fuerte 
oposición al mito eldoradista que afirma y defiende 
una idea de América Latina como lugar por excelen-
cia de los recursos naturales, con capacidad para 
generar un gran excedente como por arte de magia 
(Zavaleta, 2009 citado en Svampa, 2012).

A contrapelo de esta visión, en el marco del giro 
ecoterritorial los bienes naturales no son com-
prendidos como Commodities, es decir, como 
puras mercancías, pero tampoco como recursos 
naturales estratégicos como apunta el neodesa-
rrollismo progresista de los gobiernos sudame-
ricanos. En ambos casos se trata de un lenguaje 
de valoración (Martínez Alier, 2008) utilitarista, 
eficientista, economicista, que implica descono-
cer otros atributos y valoraciones. Por oposi-
ción a la idea de Commodities o recursos natu-
rales, se propone la noción de bienes comunes 
(Svampa, 2012).

En los sistemas normativos latinoamericanos, un 
bien es considerado público o privado de acuerdo 
al sujeto de derecho que tiene su dominio. Así, un 
bien público es aquel bien individualizado, cuyo 
dominio corresponde al Estado que ejerce su ju-
risdicción sin consultar a la comunidad. Por su 
parte, los bienes privados son todos aquellos que 
no son bienes públicos, y su dominio corresponde 
a actores privados. En este esquema, el espacio 
público de las ciudades es considerado un bien 
público. Sin embargo, la noción de bienes comu-
nes es distinta de la de bien público. Al considerar 
algo como un bien común, ni los particulares ni 
los Estados tienen jurisdicción plena, sino que las 
decisiones sobre su uso, destino y explotación de-
ben recaer sobre todos los habitantes y colectivos 
involucrados (Svampa, 2012). 

Al referirnos a los bienes comunes es inevitable evo-
car la tradición anglosajona sobre los commons: 
una palabra del inglés antiguo que se usaba para 
designar aquellos espacios que, mediante el de-
recho consuetudinario, quedaban más allá de los 
propios umbrales individuales y fuera de sus po-
sesiones, pero sobre los cuales se tenían derechos 
de uso reconocidos. Estos espacios no se destina-
ban a la producción de bienes de consumo sino 
al abastecimiento de familias y a la producción de 
bienes de uso. La desarticulación de este sistema 
se produjo a partir de la acumulación originaria, 
cuando las tierras comunales se convirtieron en 
espacios privados (Merlinsky, 2017).

5. En 2016 la legislatura porteña aprobó el proyecto de ley para la renovación y concesión de la plaza Houssay, ubicada en la Av. Córdoba 
en las inmediaciones de las facultades de Ciencias Económicas y Medicina de la UBA. Contemplaba la licitación del diseño, construcción, 
mantenimiento, administración y explotación de un “centro cultural y gastronómico”. Por medio de licitación pública, la obra fue adjudicada 
a la firma Lamp Investments. S.A. por 20 años, prorrogables a 10 años más, por un canon mensual inicial de $400 mil.  Inaugurado en 2019, 
el ahora denominado Paseo Houssay cuenta con salas de cine, locales gastronómicos y acceso directo a la estación subterránea de la línea 
D (GCBA, 22 de julio de 2019; AGCBA, 2021).
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Cabe mencionar el desprestigio al que intentaron 
ser sometidos los bienes comunes especialmente 
a partir de la divulgación de la perspectiva del 
ecólogo Garret Hardin. Dicho autor se refiere a la 
tragedia de los comunes para designar una situa-
ción en que la ley estaría ausente de manera 
tal que todas las personas -por su naturaleza 
egoísta, maximizadora y utilitarista- podrían 
acceder, consumir más de lo necesario y con-
ducirlo a la ruina. La conclusión a la que con-
duce es que dejando los bienes comunes en 
manos de sus usuarios siempre prevalecería el 
interés individual por encima del beneficio co-
lectivo. En tal sentido, solo el mercado o el Es-
tado podrían asegurar la pervivencia de dichos 
bienes (Subirats, 2016).

Sin embargo, en el marco de resurgimiento del 
interés por los bienes comunes desde perspecti-
vas científicas y disciplinares diversas, cabe des-
tacar el trabajo de la economista Elinor Ostrom 
quien otorgó especial atención a la existencia y 
gestión de los bienes comunales. Sus investiga-
ciones sobre los ecosistemas organizados bajo la 
forma de bienes comunes dan cuenta de que la 
tragedia de los comunes de Hardin es una argu-
mentación falaz al demostrar empíricamente la 
existencia pasada y presente de formas de pro-
ducción y formas de vida que, sin plegarse a los 
mecanismos mercantiles o estatales, no solo no 
conllevan la sobreexplotación de los recursos 
ni la pérdida de patrimonio, sino que implican 
una gran resiliencia ambiental (Svampa, 2012; 
Subirats, 2016).

La administración de los bienes naturales tiende a 
verse únicamente a partir de dos regímenes efec-
tivos: la acción gubernamental y la competencia 
de mercado. Sin embargo, la idea de lo común 
constituye un tercer ámbito, enormemente sosla-
yado, que proporciona una alternativa y permite 
rechazar la ficción de que sólo podemos elegir 
entre el binomio Estado-mercado. Así, el concepto 
de bienes comunes refiere a un sistema social y 
jurídico de administración de los recursos compar-
tidos de forma justa y sustentable (Bollier, 2008; 
Federici, 2013). En este sentido, la noción de bie-
nes comunes no implica solamente un rechazo a 
la lógica de los Commodities sino que también 
pone en debate la visión estatalista acerca de los 
bienes naturales (Svampa, 2012).

Adicionalmente, la noción de bienes comunes 
plantea una mirada diferente sobre las relaciones 
sociales en la medida que propone la configu-
ración de ámbitos de comunidad con un ethos 
procomunal: se trata de espacios de uso y goce 
común, estructurados a partir de una ética que 
enfatiza en el valor de uso de las cosas, por opo-
sición al principio capitalista que se enfoca en su 
valor mercantil (Esteva, 2007 citado en Svampa, 
2012).

En las últimas décadas, la narrativa de lo común 
ha ido ganando popularidad internacional en los 
movimientos de izquierda y ha emergido como 
punto de encuentro y acción entre perspectivas 
marxistas, ecologistas y feministas. Los nuevos 
cercamientos visibilizaron un conjunto de bienes 
y relaciones comunales que se consideraba extin-
to o al que no se le concedía importancia hasta 
el momento en que se vieron amenazados por la 
privatización. De forma irónica, los nuevos cerca-
mientos propios de la etapa neoliberal que inten-
tan subordinar todas las formas de vida a la lógi-
ca del mercado han demostrado no solo que los 
bienes comunales no habían desaparecido sino 
también que se producen de forma constante nue-
vas formas de cooperación social (Federici, 2013). 

Así, el avance de los cercamientos y el secuestro 
de los bienes comunes da pie a nuevas resisten-
cias que se manifiestan a través de la emergencia 
de espacios de comunidad y formas de sociabilidad 
que reivindican la producción y reproducción de lo 
común, más allá del Estado y del mercado (Svampa, 
2012). La defensa de los bienes comunes en rechazo 
al modelo extractivista comporta una reacción de-
fensiva por parte de las comunidades, que luchan 
por mantener sus formas de vida ante la coacción 
ejercida por los proyectos extractivistas. En este 
sentido, desde la recreación y actualización de lo 
comunitario se tiende a cuestionar o problematizar 
las lógicas opresivas del modelo extractivista forta-
leciendo los lazos con el territorio mediante la proli-
feración de lenguajes de valoración de la naturaleza 
no mercantiles (Composto y Navarro, 2014).

Así como Svampa (2012) asegura que como produc-
to de la expansión del extractivismo asistimos a un 
proceso de ambientalización de las luchas sociales, 
Vásquez Duplat (2017) señala que la profundiza-
ción del modelo extractivo en contextos urbanos 
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detonó un proceso de urbanización de las luchas: 
se trata de la proliferación de organizaciones y 
movimientos sociales urbanos que han tomado 
la reivindicación del acceso a la vivienda, a los 
servicios públicos y a la mejora de los espacios 
comunes como ejes centrales. Como sostienen 
Svampa y Viale (2014) a partir de Harvey (2008), 
los conflictos urbanos han puesto en el centro de 
la agenda de los movimientos sociales la cuestión 
del derecho a la ciudad: se trata de un derecho 
colectivo a reinventar la ciudad de acuerdo con 
nuestros deseos, que depende del ejercicio del 
poder colectivo sobre el proceso de urbanización.

Como ya mencionamos anteriormente, la acumula-
ción capitalista es estructuralmente dependiente de 
la apropiación gratuita de dimensiones que se pre-
sentan como externalidades al mercado. Así como el 
trabajo doméstico no remunerado ha proporcionado 
las condiciones para la reproducción de la fuerza de 
trabajo (Federici, 2013), proponemos aquí que las 
políticas de embellecimiento y refuncionalización de 
los espacios públicos de las ciudades conducidas 
y financiadas por el Estado son condición de po-
sibilidad para la apropiación privada de las rentas 
urbanas en el marco del urbanismo neoliberal. Como 
sostiene Delgado (2011), en este contexto el espa-
cio público opera como una guarnición en un doble 
sentido: en un sentido gastronómico, como acom-
pañamiento que embellece o realza a los productos 
inmobiliarios desarrollados por el sector privado; y 
en un sentido militar, en tanto custodio del orden y 
seguridad necesarios para garantizar la apropiación 
privada de los beneficios de la urbanización. Se tra-
ta, entonces, de un lenguaje de valoración económi-
ca del espacio público, que enfatiza en su carácter 
de territorio eficiente y productivo.

Pero ¿qué sucede si consideramos al espacio 
público bajo el prisma de los bienes comunes? 

Como desprendimiento de la noción de bien co-
mún, proponemos la noción de espacio común 
por oposición a la de espacio público. Mientras 
que la noción de espacio público implica su consi-
deración como bien público y recurso estratégico 
para el desarrollo urbano bajo administración ex-
clusivamente estatal, la noción de espacio común 
constituye un concepto-horizonte (Svampa, 2012) 
que invita a pensarlo como un conjunto de bienes 
naturales e infraestructuras de carácter inalienable 
bajo gestión de una comunidad que, mediante un 
conjunto de reglas compartidas, sea capaz de ad-
ministrar, tomar decisiones y regular el uso y goce 
de dicho bien salvaguardándolo de su mercantili-
zación (Guadarrama Sánchez y Pichardo Martínez, 
2021).

Imagen 2. Parque de la Estación. Balvanera, CABA.6

Fuente: @elparquedelaestación [Instagram]

En tal sentido, como contracara de este pro-
ceso, es fundamental atender al proceso de 

6. La ejecución del Parque de la Estación estuvo motorizada por vecinos de los barrios de Almagro y Balvanera que desde 1999 denunciaban 
la escasez de espacios verdes en la zona. Luego de múltiples asambleas, reuniones y gestiones ante autoridades locales, en 2016 lograron 
la aprobación de Ley N° 5734 que crea el Parque de la Estación en los terrenos de la estación 11 de septiembre del Ferrocarril Sarmiento. 
La ley dispuso la creación de un Plan de Manejo a partir de un proceso abierto a la comunidad, así como instancias participativas abiertas 
y públicas por medio de una Mesa de Trabajo y Consenso de la que forman parte el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y los vecinos y 
vecinas de las comunas 3 y 5, organizaciones sociales, políticas y culturales de la zona. En 2019 se inauguró la primera etapa del proyecto, 
que actualmente cuenta con salón de usos múltiples, biblioteca, hemeroteca, baños, vestuarios, vivero y compostera comunitarios. Además 
dispone sus instalaciones para la realización de festivales, talleres y actividades artísticas, recreativas, educativas y deportivas. Para más 
detalles, consultar https://parquedelaestacion.wixsite.com/parque y https://buenosaires.gob.ar/desarrollourbano/desarrollo/parque-de-la-
estacion
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urbanización de las luchas: las resistencias al ex-
tractivismo urbano protagonizadas por las organi-
zaciones y movimientos sociales que luchan con-
tra los nuevos cercamientos a que son sometidos 
los espacios públicos, contrastando los lenguajes 
de valoración economicistas y eficientistas con 
otros que hacen hincapié en su carácter y valor 
comunitario7.

Conclusiones 

El objetivo del trabajo fue proponer una perspec-
tiva teórica para analizar los procesos de produc-
ción, uso y apropiación del espacio público en las 
ciudades, en el marco de un modelo de desarrollo 
urbano de matriz extractivista. Para ello se llevó 
a cabo una revisión bibliográfica. Las ideas se de-
sarrollaron en dos apartados. En el primer apar-
tado, se recuperaron las perspectivas y debates 
sobre extractivismo y neoextractivismo en América 
Latina. Además, reconocimos la ocurrencia en las 
últimas décadas del pasaje desde el Consenso de 
Washington asentado sobre la valorización finan-
ciera hacia el Consenso de los Commodities basa-
do en la exportación de bienes primarios a gran 
escala. Este proceso ha implicado una reprima-
rización de las economías latinoamericanas y ha 
profundizado las dinámicas de desposesión de los 
territorios. El neoextractivismo no contempla so-
lamente actividades típicamente así consideradas 
tales como la minería y la extracción de hidrocar-
buros, sino que constituyen figuras emblemáticas 
la megaminería a cielo abierto, la explotación de 
hidrocarburos alternativos y la generalización del 
modelo de agronegocios basado en la soja. Se 
trata de emprendimientos de gran escala, capi-
tal-intensivos, desarrollados por corporaciones 
transnacionales que conllevan la consolidación 
de enclaves de exportación y, por consiguiente, 
procesos de fragmentación territorial y mayores 
riesgos e impactos sociales y ambientales. 

Pero el extractivismo también ha llegado a las ciu-
dades en el marco del urbanismo neoliberal. En 

tal sentido, propusimos que, del mismo modo que 
las actividades extractivas tradicionales, el extrac-
tivismo urbano se fundamenta en la mercantiliza-
ción de un bien natural: el suelo urbano. Como 
la megaminería y el agronegocio, el extractivismo 
urbano está vinculado con la apropiación priva-
da de rentas urbanas que se dan en y a través 
del espacio urbano, como consecuencia de la in-
versión pública llevada a cabo por el Estado que 
tiende a la valorización del suelo, luego destinado 
a desarrollos inmobiliarios y comerciales. Mientras 
que las líneas de investigación existentes sobre el 
extractivismo urbano en Buenos Aires se concen-
tran en la mercantilización de la naturaleza y de la 
vivienda, llamamos aquí a pensar a los espacios 
públicos como uno de los bienes más relevantes 
de las ciudades y a reflexionar sobre su potencial 
mercantilización.

En la segunda sección contrastamos dos con-
cepciones acerca de los espacios públicos. 
Por un lado, aquella que se desprende de los 
discursos de organismos multilaterales, think 
thanks, consultores internacionales y gobier-
nos locales, que promueven una modalidad de 
gestión de dichos espacios que prioriza la gene-
ración de rentas a ser apropiadas por el sector 
privado. En contraposición a esta concepción de 
los espacios públicos como Commodities pro-
pia del modelo extractivista, recuperamos la 
noción de bienes comunes como prisma para 
pensar al espacio público. A diferencia de la 
acepción estatal y mercantil de espacio público 
que hace énfasis en su carácter de bien público 
y recurso estratégico para el desarrollo urbano, 
propusimos la noción de espacio común como 
un concepto-horizonte: se trata de una invi-
tación a pensarlo como el conjunto de bienes 
naturales e infraestructuras de la ciudad que 
tienen un carácter inalienable y que pueden 
gestionarse de forma comunitaria mediante un 
conjunto de reglas compartidas respecto de su 
uso que puede operar como contrapeso para 
los procesos de mercantilización que lo atra-
viesan.

7. Para el caso de la ciudad de Buenos Aires cabe señalar el activismo de organizaciones barriales y ONGs que protagonizan luchas por 
la incorporación o mejoramiento de espacios verdes y la protección del patrimonio arquitectónico en disputa con la implantación de 
proyectos inmobiliarios. Se incluyen Manzana 66, Sí a la plaza Clemente, Playón Colegiales 100% verde, Vecinos y vecinas del Parque de la 
Estación, Vecinos por la plaza de Boedo, Costanera Verde Pública, Una plaza para Villa Santa Rita, el Observatorio del Derecho a la Ciudad, 
Tierras Ferroviarias Verdes, Basta de Mutilar, Basta de Demoler, entre otros.
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Resumen

El artículo describe cómo una línea de trabajo iniciada en 2012 como un “Relevamiento de las Situaciones 
de Conflicto”, que acompañó la implementación de la “Guía de Orientación para la Intervención en Situacio-
nes Conflictivas y de Vulneración de Derechos en el Escenario Escolar”, se transformó, entre 2019 y 2023, 
en el “Observatorio de Políticas de Convivencia”. Esta iniciativa adquirió gran relevancia para la definición 
de políticas educativas relacionadas con la intervención en conflictos y la convivencia escolar.

Palabras Clave: Política Pública; Política Educativa Bonaerense; Guía; Relevamiento; Análisis de la información. 

Summary

In 2012, the Ministry of Education of the Province of Buenos Aires, Argentina, launched the “Guía de 
Orientación para la Intervención en Situaciones Conflictivas y de Vulneración de Derechos en el Escenario 
Escolar”, together with a survey on these conflicts in the same scenario. In 2019-2023, this process ended 
with the development of the “Observatorio de Políticas de Convivencia”, which was crucial to define 
educational policies for conflict management and coexistence at school. This manuscript explores the whole 
process mentioned above. 

Key words: Public Policy; Education Policy of Buenos Aires’s government; Guidelines; Survey; Analysis of 
Information. 
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Introducción

En el presente artículo se dará cuenta de las re-
flexiones teórico-pedagógicas y metodológico-po-
líticas, que desde la gestión educativa de la Pro-
vincia de Buenos Aires dieron lugar a la definición 
de crear el Observatorio de Políticas de Conviven-
cia (OPC)1, que complejizó, informatizó, extendió y 
transformó el Relevamiento propuesto en la Comu-
nicación Conjunta 1/2012 “Guía de Orientación para 
la Intervención en Situaciones Conflictivas y de Vul-
neración de Derechos en el Escenario Escolar”2.

Las reflexiones aquí presentadas, tienen como 
valor adicional, que las autoras fueron parte del 
proceso que se inició en el año 2012 como inte-
grantes del Equipo de Gestión de la Dirección de 
Psicología Comunitaria y Pedagogía Social (como 
Directora una e integrante del Equipo Técnico la 
otra) y también de la gestión educativa transcu-
rrida entre el 2019-2023 (como Directora una y 
Subdirectora la otra, de dicha dependencia), mo-
mento en el que se crea el Observatorio.

La Comunicación 1/2012 incluía en el Anexo III el 
Relevamiento de Situaciones Conflictivas. Respec-
to del mismo, allí se refiere:

“La implementación de este relevamiento 
apunta a poder generar información actua-
lizada y consistente respecto a la realidad 
de nuestras escuelas en toda la Provincia 
[...] Generar información estadística permiti-
rá poder pensar nuestras prácticas a partir 
de un análisis pormenorizado de los datos, 
resultando un insumo valioso para el diseño 
de acciones ya sea a nivel provincial, regio-
nal, distrital o institucional” (Comunicación 
Conjunta 1/12, 2012: 149).

El Observatorio de Políticas de Convivencia, repre-
senta un salto cualitativo respecto de aquella ini-
ciativa: se trata de la definición de una estrategia 

político metodológica que permite afrontar el pro-
blema de la dispersión de información para gene-
rar una concentración que no sólo le da volumen 
cuantitativo provincial, sino que también habilita 
nuevos procesamientos y análisis. A la vez no es 
excluyente de las propias iniciativas de análisis 
local -distrital/institucional- de la información.

De modo general, la construcción pública de in-
formación educativa en torno a eventos que con-
figuran situaciones relacionadas con la conflicti-
vidad en el escenario escolar, la vulneración de 
derechos en el escenario escolar, y la vulneración 
de derechos en otros escenarios -respecto a los 
que la institución no queda indiferente-, elabora-
da con recursos educativos por el propio sistema 
educativo bonaerense es la política alrededor de 
la cual se organizó la conformación del OPC. 

La elaboración y producción de conocimiento edu-
cativo permite comparaciones, explicaciones y dis-
cusiones, pero además permite precisar cualquier 
análisis público (no sólo educativo) que se haga 
en torno a eventos educativos, habilitando el con-
traste entre el conocimiento de fuente educativa y 
la opinión de fuente mediática u otra. Este es uno 
de los aportes públicos más importantes de esta 
política educativa: hay disponibilidad pública de 
información educativa acerca de la conflictividad y 
las vulneraciones de derechos para la toma de de-
cisiones locales y centrales que, además, muchas 
veces se transforma en el apoyo para el trabajo de 
-y con- otras áreas públicas. El otro aporte de esta 
política se asocia a su sustentabilidad: su con-
creción resulta viable porque su fase de recolec-
ción se apoya en la tarea de registro institucional, 
entonces esta recolección además de su propia 
finalidad, contribuye a impulsar los procesos ins-
titucionales de registro. 

La descripción de esta experiencia muestra enton-
ces el movimiento de una política en su devenir 
histórico, con discontinuidades, a partir de un área 
de gestión educativa bonaerense: desde cómo se 

1. Se puede consultar documento público de creación, Comunicación 8/21 de la DPCyPS, disponible en: https://abc.gob.ar/secretarias/
areas/subsecretaria-de-educacion/psicologia-comunitaria-y-pedagogia-social/direccion-de-12

2.  Se trata de la Comunicación Conjunta 1/2012. Dicha herramienta fue elaborada por la Dirección de Psicología Comunitaria y Pedagogía 
Social y fue consultada al resto de las Direcciones de Nivel y Modalidad de la Dirección General de Cultura y Educación. El alcance de lo que 
la misma prescribe, alcanza a todas las instituciones educativas. Disponible en: https://abc.gob.ar/secretarias/sites/default/files/2021-11/
guia_de_orientacion_provincia_de_buenos_aires.pdf
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gestó una política de gestión para relevar, que 
en su origen reconoció la necesidad de construir 
información educativa sobre conflictividad y vul-
neración de derechos considerando estudiantes3 
hacia la práctica sistematizada, regular y periódica 
de relevamiento para elaborar información educa-
tiva y pública que se devuelve al propio sistema a 
través de un área específica de trabajo.

Téngase en cuenta que las consideraciones que 
se desarrollan a continuación atañen al sistema 
educativo bonaerense, un sistema responsable de 
establecimientos educativos de gestión estatal y 
privada en los 135 distritos de la provincia de 
Buenos Aires, integrados en 25 regiones educa-
tivas4. 

Emplazamiento organizacional: la 
Dirección de Psicología Comunitaria 
y Pedagogía Social 

La Dirección de Modalidad de Psicología Comuni-
taria y Pedagogía Social forma parte de la estruc-
tura de la Subsecretaría de Educación de la Direc-
ción General de Cultura y Educación. Despliega su 
intervención considerando, al menos, dos dimen-
siones: los procesos de enseñanza y de aprendi-
zaje y la convivencia escolar. Ambos se abordan 
desde lo que la Dirección define como políticas 
integrales e institucionales de cuidado.

La tarea de esta Dirección coloca en un lugar cen-
tral a la construcción del vínculo educativo a partir 
de generar las condiciones para que la enseñanza 
y el aprendizaje sucedan en un entorno de cuida-
do y de garantía de derechos para quienes forman 
parte de la comunidad educativa. 

La Ley de Educación Provincial 13.688/2007 en su 
Capítulo XII, Artículo 43, señala respecto de la DP-
CyPS:

“Es la modalidad con un abordaje especia-
lizado de operaciones comunitarias dentro 
del espacio escolar, fortalecedoras de los 
vínculos que humanizan la enseñanza y el 
aprendizaje, promueven y protegen el de-
sarrollo de lo educativo como capacidad 
estructurante del sujeto y de la comunidad 
educativa en su conjunto, respetando la 
identidad de ambas dimensiones desde el 
principio de igualdad de oportunidades que 
articulen con la educación común y que la 
complementen, enriqueciéndola”.

En función de ello, la modalidad de trabajo se 
centra en abordar, desde una perspectiva que 
reconoce la complejidad de lo social y lo edu-
cativo, las situaciones que surgen. Se propone 
intervenir con un enfoque interdisciplinario en el 
campo educativo, orientando y fortaleciendo los 
procesos de enseñanza y aprendizaje, así como 
los de convivencia, mediante un trabajo colecti-
vo y colaborativo que reconoce responsabilidades 
compartidas.

La Provincia de Buenos Aires es la única jurisdic-
ción argentina que cuenta dentro del organigrama 
del Sistema Educativo Provincial con una Direc-
ción que presenta características como las que se 
señalan a continuación: a) Dirección creada en el 
año 1949, por lo que este año (2024), cumple 
75 años; b) Cuenta con una importante cantidad 
de puestos de trabajo; c) Cuenta con equipos in-
terdisciplinarios conformados por Trabajadoras/es 
Sociales, Psicólogas/os, Profesoras/es en Ciencias 
de la Educación, Psicopedagogas/os, Fonoaudiólo-
gas/os, Médicas/os, entre otras que se configuran 
como puestos de trabajo docente y realizan orien-
taciones educativas5; d) La gran mayoría de los 
equipos con los que cuenta la Dirección funcionan 
dentro de instituciones educativas del nivel ini-
cial, primario, secundario, modalidad de adultos 
y en los Centros Educativos Complementarios (se 

3. Para también con ello precisar el campo educativo de intervención.

4.  Información respectiva elaborada por la Subsecretaria de Planeamiento de la DGCyE de la Pcia de Buenos Aires. Disponible en: https://
abc.gob.ar/secretarias/areas/subsecretaria-de-planeamiento/informacion-y-estadistica/informacion-y-estadistica/direccion

5. La nominación que asumen para la Dirección de Psicología Comunitaria y Pedagogía Social es Orientadora/oe Social (OS); Orientadora/
or Educacional (OE); Orientadora/or de los Aprendizajes (OA); Orientadora/or Médico/a (DO); Orientadora/or Fonoaudiológico. Se trata de 
puestos de trabajo docentes, lo que implica que a la titulación habilitante disciplinar, se le suma la titulación como docente o acreditaciórse 
en las características de cada tipo de equipo, se puede consultar: https://abc.gob.ar/secretarias/areas/subsecretaria-de-educacion/
psicologia-comunitaria-y-pedagogia-social/direccion-de-1
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trata de equipos con pertenencia institucional); e) 
Otros de los tipos de Equipos con los que cuen-
ta la Dirección despliegan sus proyectos de inter-
vención desde una mirada distrital y acompañan 
situaciones que por su complejidad socioeduca-
tiva requieren intervenciones no solo institucio-
nales sino también de carácter distrital (externo 
a la institución); f) es una Dirección que cuenta 
con instituciones propias: los Centros Educativos 
Complementarios. 

Se trata de una Dirección que cuenta, entre otras, 
con las siguientes estructuras territoriales: Inspec-
toras/es de Enseñanza (IE), Equipos de Orientación 
Escolar (EOE), Equipos Interdisciplinarios Distritales 
(EID) y Equipos Distritales de Inclusión (EDI). Ac-
tualmente, la cantidad total de puestos de trabajo 
docentes que la integran es la siguiente: 198 para 
supervisión distrital y 17.708 para Orientación insti-
tucional o distrital6. Las instituciones propias, CEC, 
son 173: en ellos se desarrolla la enseñanza con 
formato no graduado y trabajan aproximadamente 
2.700 docentes (maestras/os de grupo, integrantes 
de equipos de conducción, preceptoras/es).

Es la condición transversal de la Dirección la que 
promueve que los Equipos de Orientación Esco-
lar tengan presencia en los niveles de enseñanza 
obligatorios y en otras modalidades.

La mirada sobre la intervención 
educativa en el conflicto

1) La Comunicación Conjunta 1/2012

La construcción de esta herramienta fue una de 
las iniciativas que promovió la instalación y legi-
timación de una política para la intervención en 
las expresiones del conflicto social en la escue-
la, la medición de las distintas situaciones que 
se expresan en las instituciones educativas y la 
profundización de la discusión en torno de la con-
vivencia institucional. En este sentido, fue una 
herramienta pionera para la Provincia de Buenos 
Aires, que se convirtió en referencia para el Mi-
nisterio de Educación de la Nación y para otras 
jurisdicciones de la Argentina.

A finales de 2012, a partir de un proceso de cons-
trucción colectiva que incluyó consultas intra/inter 
ministeriales, a las y los representantes de las y 
los trabajadoras y trabajadores y Organizaciones 
de la Sociedad Civil, se elaboró la Guía de Orien-
tación para la Intervención de Situaciones Conflic-
tivas y de Vulneración de derechos en el escenario 
escolar (Comunicación Conjunta 1/12), que incluyó 
una actualización realizada en 2014, momento en 
que UNICEF publica:

“Se toma como paradigmática a dicha he-
rramienta ya que en la misma se pusieron 
en juego definiciones donde las dimensio-
nes de lo teórico y epistemológico, lo políti-
co, lo ideológico, lo metodológico y lo ético, 
atravesado por una mirada pedagógica que-
dan claramente expresadas.

La Guía tuvo el propósito de constituirse, 
por un lado, en un recurso de apoyo y con-
sulta permanente para favorecer la cons-
trucción de buenas prácticas en lo vincula-
do a la intervención en las expresiones del 
conflicto social en la escuela y, por el otro, 
se configura como una de las formas en las 
que se materializa la política de cuidado ha-
cia todos quienes habitan las instituciones 
educativas” (Vasquez, 2019, 45).

El encuadre de trabajo considera acciones de pro-
moción, anticipación, abordaje y resolución de 
conflictos. Las dos primeras permiten construir y 
habilitar escenarios institucionales anticipatorios 
al conflicto o propiciar que, si el mismo irrumpe, 
no arrase, no destituya, no dañe de modo tal que 
deje devastada a la institución escolar. En cuanto 
a las acciones mencionadas en tercer y cuarto lu-
gar, frente a la situación conflictiva instalada en el 
escenario escolar es preciso contar con herramien-
tas que permitan desplegar un abordaje integral, 
atendiendo a todas las dimensiones que la misma 
expresa. 

El desarrollo de la Guía representó, para el cam-
po educativo y específicamente para la institu-
ción escolar, la traducción de diversas legisla-
ciones nacionales y provinciales que se fueron 

6. Comunicación 9/23. Página 15. Disponible en: https://abc.gob.ar/secretarias/sites/default/files/2023-12/Comunicaci%C3%B3n%20
N%C2%B0%209%20%282023%29%20-PPT%20-%20Informe%20de%20Gesti%C3%B3n%20Diciembre%202019-2023.pdf
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promulgando. En algunas ocasiones, la Dirección 
de PCyPS fue consultada para su elaboración. En-
tre estas legislaciones se incluyen la Ley Nacional 
26892/13 “Para la promoción de la convivencia y 
el abordaje de la conflictividad social en las insti-
tuciones educativas” y la Ley Provincial 14.750/15 
“Sobre la convivencia y abordaje de la conflicti-
vidad social en las instituciones educativas”, así 
como las Leyes Nacionales de Educación Sexual 
Integral, sancionadas en 2006 y 2015, entre otras.

Parte del índice de la Guía elaborada durante 2012 
es el que se consigna a continuación. Es impor-
tante aclarar que el Anexo III, presentado como 
Relevamiento, está directamente relacionado con 
las situaciones que se consignan en la Guía. En 
este sentido:

“Las definiciones de las categorías aquí 
abordadas se enmarcan en la ‘Guía de Orien-
tación para la intervención en situaciones 
conflictivas y de vulneración de derechos en 
el escenario escolar’, material necesario de 
ser tenido en cuenta ante el surgimiento de 
dudas sobre los límites de cada categoría a 
relevar”(Comunicación 1/12: 145).7 

Entre ellas, se encuentran:

	 Violencia en el contexto familiar y maltrato in-
fanto-juvenil.

	 Presunción de abuso sexual infantil.
	 Violencias en el espacio escolar.
	 Fallecimiento.
	 Intento de suicidio.
	 Suicidio.
	 Niños, Niñas y Adolescentes con experiencia de 

vida en calle.
	 Trabajo infantil.
	 Niñas, Niños y Adolescentes extraviados
	 Sustancias psicoactivas.
	 Niños, Niñas y Adolescentes en situación de trata.

En términos generales, la Guía entendida como 
herramienta para la intervención educativa sobre 
las expresiones del conflicto social en la escuela 
define, en primer término, cada una de las situa-
ciones que allí se trabajan desde una perspectiva 
teórica, ideológica, política y ética y plantea la 
necesidad de considerar al conflicto como inher-
ente a lo social y, por lo tanto, a lo educativo. Se 
resalta la importancia de sostener una lectura de 
la vida institucional y de los conflictos en clave 
relacional y situacional inscripta en el enfoque de 
derecho, que, del mismo modo que a las políti-
cas institucionales de cuidado, se incluyen como 
perspectivas de trabajo para la intervención so-
cioeducativa8.

2) La Comunicación Conjunta 1/2023. 
Actualizaciones y novedades

A más de diez años de la presentación de la Guía 
del año 2012 se acuerda en la necesidad de revi-
sión permanente que dichas herramientas necesi-
tan: se considera importante reconocer los nuevos 
temas, como así también las expresiones particula-
res, y siempre cambiantes, que asume la cuestión 
social en las instituciones educativas. La Guía no 
fue ni es pensada como una herramienta cristali-
zada, sino que hace lugar al reconocimiento y la 
comprensión de nuevos procesos y situaciones. 
Cabe aclarar que entre 2015 y 2019 en la Provincia 
de Buenos Aires los responsables educativos de la 
DGCyE no contemplaron entre sus prioridades ni la 
revisión de la herramienta que tan valorada fue por 
el Sistema Educativo, ni la profundización de nin-
guno de los tópicos que la misma plantea. Lo que 
debiera haber sido una política de gobierno, fue 
considerada como política de gestión y, si bien no 
se la desestimó, no se siguió trabajando sobre ella. 
Incluso, en lo vinculado con el Relevamiento, 
se podrá observar que se introdujeron cambios 
que impactaron en términos de discontinuidad 
del mismo. 

7. Ver en: https://abc.gob.ar/secretarias/sites/default/files/2021-11/guia_de_orientacion_provincia_de_buenos_aires.pdf

8.  El término “intervención socioeducativa” es un operador conceptual que orienta una práctica en campos simultáneos. Así “La Pedagogía 
Social, desde la estrategia dialógica nos permite pensar las prácticas educativas, en diversos contextos, tiempos y espacios sociales, a través 
de intervenciones socioeducativas complejas e interdisciplinarias en la búsqueda del desarrollo integral de las personas, la mejora de la 
convivencia social, la participación democrática, la construcción ciudadana comunitaria y la reflexión crítica como construcciones colectivas. 
Violeta Núñez (2001) nos invita a pensar la escuela como un espacio “antidestino”. La escuela, de este modo, es transformadora de destinos 
socialmente asignados y promotora de condiciones de igualdad. Los procesos educativos, desde este marco, favorecen la modificación de las 
circunstancias que limitan el desarrollo y la integración social de las personas, en pos del bienestar colectivo a través de procesos participativos 
desde la perspectiva de derechos.”. Programa de Fortalecimiento para Equipos de Orientación Escolar. Módulo 1. Clase 1. Disponible en: https://
abc.gob.ar/secretarias/sites/default/files/2022-03/Clase%201%20%28M%C3%B3dulo%201%20con%20enlaces%29.pdf 
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Como salto cualitativo, con la Actualización de la 
Guía de Orientación para la Intervención en Situa-
ciones Conflictivas y de Vulneración de Derechos 
en el Escenario Escolar, además de incorporar 
nuevos temas/situaciones/problemas, encuentra 
sustento en marcos normativos integrales (incor-
pora la normativa que se produjo desde el 2014 a 
la fecha) y propone la intervención socioeducativa 
desde cuatro núcleos de problematización y cua-
tro enfoques que se enuncian a continuación de 
manera general.

Se entiende por núcleos problematizadores a los 
nuevos interrogantes que orientaron la lectura crí-
tica de la versión anterior de la Guía (2012) y la in-
corporación de temas/situaciones/problemas en el 
marco de la actualización de la misma. Ellos son: 

a) ESI/Género: en los últimos años, las luchas so-
ciales y políticas de las mujeres y de las per-
sonas LGBTI+ por la equidad de género han 
dado lugar a profundos cambios culturales y 
a progresivos avances en el campo legislativo 
y jurídico que han tenido impacto en la vida 
cotidiana de las escuelas (…) Por un lado, estas 
leyes dan lugar a una ampliación de derechos 
que necesariamente las instituciones educati-
vas deben reconocer y considerar para la inter-
vención socioeducativa. Por otro lado, también 
han visibilizado y le han puesto nombre a si-
tuaciones graves de vulneración de derechos 
que aparecían naturalizadas, ocultas, relativi-
zadas o disfrazadas: femicidios, travesticidios, 
transhomicidios, transfemicidios y otras violen-
cias por razones de género como homofobia, 
transfobia, lesbofobia9 que se configuran como 
marca de las sociedades patriarcales, hetero-
céntricas y cis centradas.

b) Redes sociales: la masividad de la participa-
ción de las ciudadanas y los ciudadanos en las 

redes sociales y el acceso a diferentes tecno-
logías ha dado lugar a situaciones de conflicto 
que exigen nuevas formas de nombrar y otras 
formas de intervención socioeducativa.

c) Judicialización de relaciones y conflictos esco-
lares y/o comunitarios: el Observatorio de Po-
líticas de Convivencia de la Dirección de Psico-
logía Comunitaria y Pedagogía Social (PCyPS) 
junto a una serie de producciones académicas 
consultadas dan cuenta de un fenómeno que 
se fue acrecentando en los últimos años: la 
delegación en la Justicia de situaciones que 
antes se resolvían en el ámbito de la comuni-
dad escolar, o bien la presentación directa ante 
organismos judiciales sin mediar la correspon-
diente intervención socioeducativa o muchas 
veces sin que la institución educativa tenga 
conocimiento de las mismas.

d) Patologización/medicalización de NNAJyA: La 
patologización, como mecanismo explicati-
vo de lo diferente, implica otorgar el carácter 
de enfermedad a ciertas particularidades de 
las personas, que no constituyen per se una 
condición tal; esto impacta en diferentes ins-
tancias: en las intervenciones, en los campos 
argumentales, en dispositivos, programas y re-
gulaciones(...) (Comunicación Conjunta 1/2023, 
2023:21-24)10

Entonces: a) Se incorpora y, por lo tanto se rele-
va, un apartado que reconoce el problema de los 
embarazos forzados y lo que la nueva legislación 
sobre interrupción voluntaria del embarazo pres-
cribe; también se avanza en cuestiones vinculadas 
al no reconocimiento institucional de la identidad 
de género y lo que ello implica en tanto vulne-
ración de derechos; además, en el tema violen-
cia extrema, se reconoce la violencia ejercida 
sobre todas las diversidades sexuales (no sólo 

9.  Actualmente la categoría “fobia” está siendo cuestionada por numerosos grupos activistas, y proponen cambiarla por “odio”. Se trata de 
una disputa de sentido que bien puede ser considerada. Entre los argumentos que sostienen resaltan: la fobia responde a un diagnóstico 
propuesto por las ciencias médicas y responde a un estado emocional o psicológico de la persona. Se patologiza una conducta y de 
esta manera se invisibiliza un prejuicio promovido por el sistema patriarcal. Los grupos activistas proponen cambiar la categoría fobia por 
odio. Entonces se denominaría: transodio, homoodio, lesboodio, entre otras. El Transodio se refiere a las creencias, opiniones, actitudes y 
comportamientos culturales y personales negativos basados en prejuicios, repugnancia, miedo y/u odio hacia las personas trans o contra 
las variaciones de la identidad y la expresión de género.

10. Comunicación Conjunta 1/2023. Disponible en: https://abc.gob.ar/secretarias/sites/default/files/2023-10/Comunicaci%C3%B3n%20
%20Conjunta%20N%C2%B01%20%282023%29%20-%20Actualizaci%C3%B3n%20de%20la%20Gu%C3%ADa%20de%20
orientaci%C3%B3n%20para%20la%20intervenci%C3%B3n%20en%20situaciones%20conflictivas%20y%20de%20vulneraci%C3%B3n%20
de%20derechos%20en%20el%20escenario%20escolar_0.pdf
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hablamos de femicidio, sino también de trans-
femicidio, travesticidio, entre otras). En el caso 
del femicidio, se reconoce el femicidio vinculado 
(cuando el femicida atenta contra la vida de las 
personas más queridas por la mujer con el objeto 
de castigarla y destruirla psicológicamente. b) Se 
consideran nuevas situaciones y se incorpora un 
capítulo sobre el tema. Se desarrollan temas como 
el riesgo de sexting, grooming, ciberhostigamiento 
entre otros. c) Pone una alerta sobre ciertos pro-
cesos de judicialización que, en vez de acompañar 
la resolución de una situación, pueden obstaculizar 
la posibilidad institucional de avanzar en interven-
ciones que permitan pensar y revisar la dinámica 
institucional y modificar la situación que dio lugar 
a la situación de conflicto. d) Alerta sobre la pato-
logización de la vida que ubica a la persona en un 
lugar de enferma o enfermo o de potencialmente 
enferma o enfermo, anormal o pasible de traumati-
zación o desubjetivación (Korinfeld, 2005). 

En relación a los enfoques que sostiene esta nue-
va versión, amplía y reconoce discusiones11 que 
no estaban instaladas en la agenda en 2012:

“Las orientaciones para las intervenciones 
socioeducativas se fundamentan en los en-
foques de Derechos, Género, Interseccional 
y Constructivista de la enseñanza que se 
constituyen en irrenunciables para el abor-
daje integral de las situaciones de ense-
ñanza, del aprendizaje y de las políticas de 
cuidado.

Inscripto en el marco normativo de los De-
rechos Humanos, el Enfoque de Derechos 
parte de la concepción de pensarnos ética-
mente como iguales en términos de estatus 
de humanidad, sin desconocer las desigual-
dades estructurales de distintos sectores o 
colectivos que se expresan en injusticias u 
obstáculos en el acceso a los bienes ma-
teriales y/o simbólicos. Cuando se refiere 
a las y los NNAJyA como sujetos de de-
rechos, y especialmente al derecho a la 
educación, se considera a la educación y 
al conocimiento como bienes públicos y 

como derechos personales y sociales que 
deben estar garantizados por el Estado (...) 
El Enfoque de Género considera que el gé-
nero, lejos de ser “natural” o “biológico”, 
es una construcción social e histórica; se 
trata de una categoría teórica que permi-
te visibilizar, problematizar y cuestionar los 
estereotipos sociales que se expresan en 
términos relacionales entre géneros y que 
da cuenta de las desigualdades construidas 
socialmente (...) El Enfoque Interseccional 
busca visibilizar las diferentes dimensiones 
de la experiencia social como la etnia, la 
clase, la edad, lo generacional, la identidad 
de género, la orientación sexual, la (dis)
capacidad, entre otras. Estas son construc-
ciones sociales que inciden en la forma en 
que las personas se interrelacionan y en las 
desigualdades (posiciones de privilegio y 
otras de opresión) que se manifiestan. Lo 
interseccional implica pensar el cruce entre 
esas diferentes dimensiones y su impacto 
en la vida social y escolar. Por último, el 
Enfoque Constructivista de la enseñanza 
sostiene que el conocimiento se construye 
a partir de la interacción social: estudiantes 
y docentes tienen ideas del mundo, poseen 
saberes y piensan desde hipótesis que se 
van construyendo mucho antes de entrar a 
la escuela y ya en ella se despliegan nuevas 
oportunidades de intercambio y apropiación 
de significados y de aprendizajes” (Comuni-
cación Conjunta 1/2023, 2023, 31-32). 

El desarrollo anterior, en relación a las acciones 
de relevamiento, se referencia luego en el texto 
junto a condiciones que deben considerarse para 
contextualizarlas. 

El Observatorio de Políticas de 
Convivencia en la Dirección de 
Psicología Comunitaria y Pedagogía 
Social

La Dirección de Psicología Comunitaria y Pedago-
gía Social inició acciones de recolección en 2013 y 

11. Dichas discusiones que se desprenden de perspectivas teóricas y marcos normativos novedosos, se encuentran explicitadas en la 
Comunicación Conjunta 1/2023, precedentemente citada.
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tradujo la información recolectada en información 
pública hasta finales de 2015. A partir de 2016 y 
hasta finales de 2019 no se elaboró información 
pública con base en estos datos, pero además, 
la recolección distritalmente organizada fue inte-
rrumpida parcialmente durante 2018 y definitiva-
mente en el 2019. 

En 2020, con una nueva gestión a cargo de la 
Dirección de Psicología Comunitaria y Pedagogía 
Social, vale decir con una nueva definición políti-
ca, se restableció, a partir del primer corte trimes-
tral (marzo a mayo), el circuito de recolección de 
información que jerarquiza la presencia distrital 
en esta tarea. 

El proceso de construcción, socialización e imple-
mentación de la Guía de Orientación para la Inter-
vención en Situaciones Conflictivas y de Vulnera-
ción de Derechos en el Escenario Escolar (2012), 
junto con el relevamiento asociado, adquiere va-
lor principalmente porque aborda un área previa-
mente desatendida. Este proceso surge ante la 
necesidad de contar con una herramienta específi-
ca y con información sobre el tipo y la naturaleza 
de los conflictos sociales que se manifiestan como 
“violencias en la escuela”.

El Relevamiento, en particular, instrumentó un pri-
mer tratamiento de los datos, una primera objeti-
vación informativa de las situaciones que de otro 
modo pueden permanecer como situaciones es-
colares dispersas. Reunir sistemáticamente la in-
formación contribuye a fortalecer los diagnósticos 
institucionales a partir de los cuales se programan 
las acciones que los contemplen.

La base operativa y metodológica en la que se 
sustenta esta política

a) En el apartado introductorio se hizo referencia 
a las características de esta política educativa, una 
política de relevamiento de un tipo de información 
particular con la que también se da forma a otra 
política educativa, la elaboración de conocimiento 
sectorial que contribuye a especificar procesos de 
decisión que concluyen en definiciones de gestión 
y/o, con mayor estabilidad, de gobierno educati-
vo. 

Una de las necesidades de gestión que se eviden-
ció en 2020, al restablecer esta política educativa 
de relevamiento, fue la de informatizar completa-
mente los dos tramos de recolección territorial; ello 
dio lugar al desarrollo del Programa de Informati-
zación Progresiva del Relevamiento, que operó a 
partir de la primera recolección del 2021 en esta-
blecimientos de gestión estatal (trimestre marzo a 
mayo). Este programa técnico se desarrolló inte-
gralmente en la DPCyPS, sin servicios de apoyo 
externos y sin presupuesto diferencial. Sus ajustes 
y actualizaciones se desarrollan del mismo modo.

El circuito territorial de recolección se desarrolla en 
dos tramos: a) un proceso de carga institucional en 
el que todas las escuelas de niveles primario y se-
cundario, así como jardines de infantes, cumplimen-
tan un formulario digital (Google Forms diseñado en 
la plataforma abc) cuantificando situaciones conflic-
tivas y/o de vulneración de derechos, de acuerdo a 
categorías definidas en la Actualización de la Guía 
de Orientación para la intervención en situaciones 
conflictivas y de vulneración de derechos en el es-
cenario escolar, registradas en cada institución a lo 
largo del trimestre. La información impacta en una 
hoja de cálculo a la que acceden Inspectoras e Ins-
pectores de Enseñanza de cada distrito en particular 
y una vez analizado ese contenido b) cumplimentan 
un formulario digital con la sumatoria distrital de la 
cuantificación realizada para cada una de las catego-
rías. Esto significa que para cada trimestre hay una 
síntesis distrital12 caracterizando el comportamiento 
numérico de las categorías registradas distribuidas 
en los tipos de establecimiento y que la información, 
que luego se analiza, resulta de la producción edu-
cativa local de cada distrito.

A lo largo de 2022 y 2023 se mantuvo estable el 
promedio de recolección de la información abar-
cando un 93% aproximadamente de la cantidad 
de escuelas/jardines de infantes referidos (alrede-
dor de 10.500). 

Aquí, entonces, una primera conclusión: cada vez 
que una institución (a) realiza la carga trimestral de 
información queda en posesión de un corte infor-
mativo institucional sobre el comportamiento de las 
categorías en ese tiempo; de igual modo, cada vez 
que se elabora (b) la síntesis distrital, el equipo de 

12. Un total de 137 síntesis distritales considerando que si bien los distritos son 135, el distrito La Matanza está subdivido en tres sectores. 
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supervisoras/es de un distrito queda en posesión de 
un corte informativo distrital sobre el mismo com-
portamiento. Esto proporciona una base empírica 
propia y situada, a las instituciones y a los distritos 
respectivamente, para que unas y otros analicen un 
material informativo acerca del cual generar nuevos 
problemas de trabajo y tomar nuevas definiciones 
para una acción educativa que transforme sobre una 
base concreta y no sólo la extrapolación hipotética. 

Así puede pensarse, por ejemplo, la política insti-
tucional y distrital sobre acuerdos institucionales 
de convivencia (antes referidas), la organización 
jerarquizada de reuniones de trabajo con áreas 
provinciales/municipales para definir los intereses 
comunes en los distintos campos de problemas y 
ordenar multiplicidad de intervenciones. 

b) Además del circuito territorial descrito, la infor-
mación de las síntesis distritales configura la base 
material para el procesamiento que tiene lugar en 
el nivel central del sistema educativo. En la etapa 
de procesamiento central de la información cuan-
titativa, ésta no sólo se organiza en matrices de 
lectura provincial sino que es sometida a testeos 
de consistencia: los datos que aparecen como atí-
picos, como desvíos, se estudian en particular ya 
sea para generar correcciones que surjan de esas 
indagaciones, sea para mantenerlos como fueron 
originalmente consignados. 

Para generar mejoras en la interpretación conceptual 
de las categorías con las que se identifican situacio-
nes, se elaboran13 y actualizan instructivos metodo-
lógicos, glosarios de definiciones, y se desarrollan 
reuniones de trabajo con quienes elaboran las sín-
tesis distritales (Inspectoras/es de Enseñanza) a fin 
de que logren precisiones conceptuales que también 
sean transmitidas a los equipos institucionales que 
realizan tareas de registro y carga en las escuelas. 

c) Condiciones que afectan la estabilidad de la po-
lítica diseñada. Como se mencionó, el esquema de 
categorías situacionales con las que se referenció la 

recolección hasta el 2021 inclusive fue el propuesto 
en la Comunicación Conjunta 1/1214: durante el 2020 
con el instrumento de recolección original -en plani-
llas fìsicas- y a partir del 2021, informatizado. Ade-
más de la modificación técnica y operativa, deben 
considerarse condiciones contextuales centrales que 
atañen a la polìtica estudiada aquí:

	 El propio movimiento en la dinámica de reco-
lección, pasando de la recolección interrumpi-
da a su restablecimiento paulatino, y su esta-
bilidad gradual; 

	 La actividad escolar presencial suspendida 
prácticamente a lo largo del 2020, progresiva-
mente retomada durante el 2021 y plenamente 
vigente desde el inicio del 2022, y con ello la 
variación en la disponibilidad tanto de infor-
mación como de agentes educativos para la 
concreción de la tarea;

	 La definición bonaerense de creación de apro-
ximadamente 1.400 equipos interdisciplinarios 
institucionales (Equipos de Orientación Esco-
lar - EOE) que, entre otras, desarrollan tareas 
de registro y carga de información institucional 
relacionada al relevamiento aquí referido, que 
implicó un aumento significativo en las capaci-
dades institucionales para las mismas;

	 La modificación, desde el inicio del 2023, del 
esquema de categorías situacionales con las 
que se referencia el relevamiento.

Estas condiciones forman parte de una perspec-
tiva de lectura historizada con la que deben ir 
ubicándose y construyéndose los sentidos de esta 
política: cada una de ellas afecta a la actividad 
analítica de comparación o, desde el punto de vis-
ta estadístico, a la condición de comparabilidad 
de la información. Este es un aspecto exhausti-
vamente cuidado para evitar inconsistencias en 
los análisis y situar hipótesis y explicaciones 
atendiendo a los contextos de producción de 

13. Instructivo relevamiento informatizado (2021). Disponible en: https://abc.gob.ar/secretarias/sites/default/files/2021-08/Instructivo%20
Relevamiento%20Informatizado%20-%202021.pdf y Instructivo complementario para elaborar la síntesis distrital (2022). Disponible en: https://
abc.gob.ar/secretarias/sites/default/files/2022-06/GE%20Instructivo%20complementario%20para%20la%20elaboraci%C3%B3n%20y%20
carga%20de%20la%20S%C3%ADntesis%20Distrital.pdf

14. En 2021, al informatizar el instrumento, se desagregaron algunas de las categorías establecidas y se introdujeron aperturas enmarcadas 
en el esquema de categorías original. Con la Comunicación Conjunta 1/23 llegarían novedades significativas a este esquema.  
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la información, así como para identificar con la 
mayor precisión posible los efectos que produce.

El 2024 es el año en el que se prevé la estabilidad 
de la serie de condiciones mencionadas, pero lo 
que aquí se evidencia es la sensibilidad de una 
política educativa que no debe confundirse con 
incoherencia o inconsistencia de la misma ni con 
debilidad en la definición de materializarla. 

Efectos educativos de la política descrita y nuevos 
desarrollos 

En todos los años, desde 2020 a 2023, el OPC pro-
dujo un informe anual descriptivo, comparativo y 
analítico que da cuenta del comportamiento de las 
categorías situacionales, de modo intertrimestral o 
interanual. Sin embargo, con la informatización del 
instrumento se economizó tiempo de procesamien-
to manual que se tradujo en incremento de tiempo 
de análisis, de este modo que i) disminuyó consi-
derablemente la brecha temporal entre las accio-
nes de finalización de recolección y las acciones de 
elaboración de informes y ii) se aceleró el proceso 
de retorno de nueva información, en el tramo nivel 
central de gestión-nivel distrital de supervisión. 

A la vez la información se distribuyó a otras áreas 
de nivel central del sistema educativo bonaerense, 
a través de reuniones informativas y de presenta-
ción y de la producción de informes específicos.

Parte de las proyecciones de trabajo del OPC para el 
tiempo próximo se relacionan con a) propiciar el re-
conocimiento territorial de la información propia, su 
validación como referencia diagnóstica para la planifi-
cación local (distrital e institucional) y su incorporación 
estratégica en la delimitación de acciones que tienen a 
la intervención socioeducativa como campo de prácti-
ca; b) profundizar el acompañamiento formativo-meto-
dológico para concretar tarea territoriales; c) aumentar 
la producción de propuestas de intervención socioedu-
cativa asociadas a la enseñanza en relación a temas 
que se recortan significativos15 para el cuidado integral 
de estudiantes y comunidades y d) enmarcar las ante-
riores producciones en la política curricular vigente y en 
otros desarrollos programáticos.

Narrar una política educativa 

Este número de la Revista CU propone varios tó-
picos de elaboración, entre ellos, de qué modo 
se construye y disemina conocimiento en torno a 
problemas específicos y situados y si la comunica-
bilidad forma parte de la labor investigativa, cuál 
es el estatus que adquiere. 

La elaboración textual de la experiencia desarro-
llada en los párrafos anteriores, la de una políti-
ca educativa, es la operación que tiene lugar en 
este artículo y se relaciona directamente con el 
propósito de dotarla de una nueva forma de co-
municabilidad, una que le permita darse a conocer 
más allá del sistema educativo bonaerense, que 
es donde se origina y para el cual está suficiente-
mente comunicada.

El sistema educativo bonaerense, en el nivel pro-
puesto en este artículo, es un productor de co-
nocimiento derivado de su funcionamiento: su 
propósito primario es intervenir con estrategia 
educativa para alfabetizar masivamente a nuevas 
generaciones, con apoyo en dos operaciones si-
multáneas, enseñanza y cuidado. Cada segmen-
to de trabajo nace en una actividad de planea-
miento que exige previsiones de distinta escala, 
y cada segmento que se concreta produce co-
nocimiento, no siempre reconocido, no siempre 
registrado y sistematizado.

Las intersecciones en las propias prácticas labo-
rales, en órbitas variadas de trabajo, además de 
la interdisciplina, abren posibilidades de pensa-
miento, análisis y discusión, que en este caso, 
son puestas inicialmente al servicio del diseño e 
implementación de políticas educativas concretas, 
entre ellas, las aquí reseñadas, en resumen, Guía 
y Observatorio.

Narrar para otras y otros, una política educativa 
de la Provincia de Buenos Aires, es un esfuerzo 
discursivo basado en la definición de que el siste-
ma educativo construya información que lo repre-
sente y en el compromiso político e ideológico de 
que sea pública. 

15. Por la frecuencia de las situaciones o por el nivel de conmoción que generan.
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Reseña de libro

PRESENTACIÓN

Este libro comprende un conjunto de artículos en 
los que el autor aborda en clave histórica diferen-
tes dimensiones de la cuestión social en Argentina 
entre fines del siglo XIX, mediados del XX y algu-
nos destellos de la historia reciente, vinculados a 
la pandemia y sus derivaciones institucionales. El 
hilo conductor de los artículos es la problematiza-
ción de la intervención social a partir de cómo se 
interpretaron los problemas sociales en diferentes 
momentos de la historia y en consecuencia, se 

normalizó la intervención del Estado en torno a 
los mismos. Desde el punto disciplinar, Rivas ma-
terializa su interés por contribuir al conocimiento 
de los antecedentes del Trabajo Social como dis-
ciplina, cosa que logra a partir de la recuperación 
de prácticas y procedimientos que preceden al tra-
bajo social profesionalizado. 

El aporte sustantivo de este trabajo es la recupe-
ración y análisis de hitos en los que el Estado de-
cide intervenir en torno a los problemas sociales. 
Con este objetivo, el autor toma la manifestación 

Se permite y alienta la copia y utilización de todos 
los contenidos de este sitio web bajo los términos 
de una licencia Creative Commons BY-NC-SA 3.0
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1. Rivas, N. (2023). Los rostros del Estado. De archivos y prácticas de intervención social en la historia argentina. Buenos Aires: Espacio 
Editorial.
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de la cuestión social en dos momentos de la his-
toria según la idea de progreso y desarrollo domi-
nante en cada época. Es así que una parte de los 
artículos recupera la argumentación biologicista 
que dominó las políticas asistenciales a fines del 
siglo XIX y gran parte del XX, para luego documen-
tar el cambio de época que encontró fuentes en la 
corriente bienestarista, cristalizada en el período 
justicialista. 

El método que utiliza el autor es el análisis docu-
mental, esta opción metodológica le permite ex-
plorar fuentes olvidadas y así componer nuevas 
líneas de indagación a partir de la certeza de que 
en el pasado siempre hay elementos de futuro. El 
ensayo es la modalidad dominante de la mayoría 
de los 6 artículos que componen el libro. Se trata 
de escritos con ideas centrales que se despliegan 
y argumentan según supuestos iníciales que bu-
cean en un corpus compuesto por archivos docu-
mentales y aportes sustantivos de autores recono-
cidos en cada uno de los temas tratados. 

En un recorrido rápido por los diferentes artícu-
los vamos a destacar los aspectos que interpelan 
al relato y la débil memoria que construye ex-
plicaciones por argumentaciones agregadas en el 
tiempo, en las que la opinión y el sentido común 
terminan dominando las explicaciones, de ahí la 
importancia del abordaje histórico en ciencias so-
ciales. Recuperar preguntas y bucear en los vesti-
gios (documentos oficiales, artículos, producción 
artística, etc.) es la posibilidad de conectar con 
lo que ocurrió y no con lo que nos dicen que 
ocurrió. Las fuentes de conocimiento son fuentes 
de esclarecimiento y redescubrimiento de causas 
que nunca dejan de dialogar con el presente y sus 
proyecciones a futuro. 

En la difícil tarea de encontrar aspectos destaca-
dos entre mucha información importante es que 
hacemos un repaso artículo por artículo pecan-
do de omitir muchos aportes sustantivos que a 
nuestro entender motivarán el interés de futuros 
lectores. 

El artículo, cuya importancia en el libro es indis-
cutible, se titula “Los inicios de las visitas domici-
liarias en Argentina”. Explora los antecedentes de 
este controvertido dispositivo de intervención so-
cial, basándose en una revisión bibliográfica rigu-

rosa y diversa, y en una documentación centrada en 
la modernidad de la ciudad de Buenos Aires. Des-
taca la figura de los inspectores, quienes, como 
profesionales ilustrados, junto a otros vecinos, 
formaban parte de las comisiones de higiene que 
incluían las visitas domiciliarias entre sus compe-
tencias. El artículo ofrece un exhaustivo recorri-
do por documentos de época y concluye que la 
lógica de control sanitario motivó la regulación 
de las visitas domiciliarias en la municipalidad de 
Buenos Aires desde aproximadamente 1871 hasta 
1924. Este año se oficializó el Instituto de Higiene 
de la Universidad de Buenos Aires y se iniciaron 
los cursos de Visitadoras de Higiene Social. Ade-
más, plantea la génesis del momento anterior y 
la lógica implícita en el modo en que el Estado, 
en pos del “bien común”, auditaba la vida priva-
da de los hogares. Ofrece numerosos elementos, 
tanto fuentes bibliográficas y documentales como 
aportes analíticos, para componer esta pregunta: 
¿Cuánto de ese origen y contexto de surgimiento 
se reproduce en la visita con propósitos sociales 
y su posterior profesionalización?

El texto “La vacuna como imagen: entre las cien-
cias y la vida cotidiana” es un breve artículo que 
propone reflexionar sobre el poder normativo del 
Estado y las estrategias para hacer efectiva sus re-
gulaciones. Para esto se hace un análisis de imá-
genes a partir de reflexionar sobre el poder del 
Estado en el contexto de inicios de siglo, cuando 
se buscaba generar adhesión a las vacunas en el 
combate contra la viruela. El autor, a partir de una 
foto y su exhaustivo análisis, da cuenta de cómo 
la vestimenta y la actitud de los sujetos captados 
por esa cámara refleja la posición de ellos en la 
sociedad. La aceptación de la “inspección” como 
figura de poder es donde el autor pone el acento 
y en tal sentido, el texto se constituye en un ejer-
cicio pedagógico para el aula. ¡Toda una pintura 
de la época! 

En “Engels, Rawson y las condiciones de vida de 
los pobres” se relata cómo opera la problemati-
zación de las condiciones de vida a partir de es-
tudios emblemáticos como fueron: “La situación 
de la Clase Obrera en Inglaterra” (Engels, 1974) 
y el estudio sobre “Las casas de inquilinato de 
Buenos Aires” (Rawson, 1885), ambos relevamien-
tos que desde diferentes perspectivas describen 
la vida de los trabajadores pobres atribuyendo a 
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su entorno y sus costumbres, parte del problema 
que los aqueja. 

“El puente de los suspiros. Entre el papel y el fan-
go” es un permiso que se da Rivas para rescatar 
un ensayo de su autoría que fue distinguido por 
un premio de la biblioteca nacional en el 2009. La 
línea argumental de este trabajo dialoga con los 
otros artículos, a partir de que recupera la historia 
velada de una parte de la ciudad atravesada por 
la lógica higienista que moralizó las prácticas, a 
la vez que saneaba la ciudad bajo estándares del 
desarrollo científico y la superación de la impronta 
filantrópica en el tratamiento de la cuestión social. 
El foco en la regulación de la prostitución es para 
autor el indicador visible de un proceso más com-
plejo y multidimensional en el que la intervención 
en la vida de las personas también tuvo correlato 
en la intervención física de la ciudad y su sanea-
miento. 

El artículo sobre La Fundación de ayuda social Eva 
Perón se puede definir como una investigación en 
progreso. El trabajo plantea un vínculo menos ex-
plorado desde las ciencias sociales entre el origen 
de la Fundación y el movimiento sindical, más par-
ticularmente de la Unión Ferroviaria y su modelo 
de gestión, donde las vertientes de la seguridad 
y la ayuda social estaban muy bien articulados. 
El texto enlista y describe las principales obras 
de la Fundación, lo que permite ver el espíritu 
reparador de las mismas, así como de la visión de 
avanzada en el tipo de respuestas. La perspectiva 
rupturista del Justicialismo se destaca con lo que 
significó la creación del Partido Justicialista Feme-
nino como antecedente de lo que sería el voto 
femenino que se aprueba en 1947. Otro aporte 
significativo de este artículo es explorar la idea 
de acción social directa y sus antecedentes. Al 
respecto aparece resaltada la figura de la Secreta-
ria de Trabajo y Previsión Social como un ámbito 
que actuó como puente para que se tomen estas 
prácticas asistenciales del mundo sindical y se las 
lleve al terreno de la política social. 

En el artículo titulado “Intervenciones virtuales: 
¿Qué es eso que no es lo mismo?” El autor hace 

un paralelo entre las restricciones que impuso la 
pandemia y la experiencia de fines del siglo XIX, 
cuando en nombre de la salud pública y su expan-
sión institucional se regularon comportamientos, 
costumbres y se ejerció control sobre los cuerpos, 
especialmente de quienes, por su condición de 
pobreza y/o vulnerabilidad, quedaban bajo la tu-
tela del Estado. En este artículo, la tensión entre 
la biología (enfermedad) y la cultura (modos de 
vida) se problematiza desde la perspectiva de la 
intervención. En ese amplio universo y según lo 
que ocurrió en la pandemia y sus derivaciones, el 
artículo hace foco en un tema controvertido como 
son las intervenciones profesionales virtuales y/o 
remotas. El recorrido por diferentes situaciones 
recuperadas del propio acervo profesional del au-
tor propone interrogantes. Por un lado señala el 
aporte de la virtualidad, al tiempo que deja como 
certeza que las interacciones personales en un 
contexto ambiental determinado no tienen resul-
tados equivalentes a las relaciones que se pueden 
establecer de modo remoto. 

Como queda expresado en esta sinopsis, el hilo 
conductor de este libro remite a un encadenamien-
to de dimensiones que en su conjunto dan cuenta 
de la intervención en lo social en diferentes mo-
mentos de la historia. Este encadenamiento de 
sucesos también da cuenta de cómo evoluciona 
la profesionalización del Trabajo Social en diálogo 
con el tratamiento de la cuestión social. La con-
vergencia entre prácticas institucionales y prácti-
cas sociales historizadas genera insumos para en-
tender tanto la evolución de los enfoques, como 
principalmente su construcción social. Al mismo 
tiempo, asignamos un valor diferencial a este tex-
to, a partir de que en tiempos donde lo efímero es 
lo dominante, su aporte es dejar constancia que 
en el día a día las profesiones producen huellas 
que a los fines de la investigación son la base 
de futuras explicaciones y nuevo conocimiento. Lo 
que hoy nos interpela de seguro tiene raíces en 
cosas que ya ocurrieron. Agradezco los aportes de 
este libro que nos devuelve conocimiento sobre 
el Estado y su evolución, en momentos en los 
que se quiere poner en duda el poder del Estado 
como proveedor de bienestar. 
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